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Exp. 572/2019-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXPEDIENTE: 572/2019/2

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTORA: ******* ******** ******** *********.

	AUTORIDADES DEMANDADAS: DIRECCIÓN GENERAL DE INGRESOS DE LA SECRETARÍA DE FINANZAS DEL GOBIERNO DEL ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ Y TITULAR DE LA DIRECCIÓN DE FISCALIZACIÓN DE LA CITADA SECRETARÍA.

	MAGISTRADA: MARIA OLVIDO RODRÍGUEZ VÁZQUEZ.

	


San Luis Potosí, S.L.P., a once de enero de dos mil veintidós. 

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso Administrativo 572/2019/2, promovido por el C. ****** ******** *******, en representación legal de ******* ******** ******** *********., quien señaló como autoridades demandadas a la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y al Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría; y
R E S U L T A N D O
I.- Por escrito presentado ante este Tribunal el veintiuno de junio de dos mil diecinueve, el C. ****** ******** *******, compareció en representación legal de ******* ******** ******** *********., a promover Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí y del Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría, señalando como resoluciones impugnadas las siguientes:
“a) La resolución contenida en el oficio SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0712/2019, de fecha 22 de abril de 2019, emitido por la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, mediante la cual se confirma el crédito fiscal contenido en el oficio SF/DF/SIEPD/IE-200 del 31 de mayo de 2017(sic), por el monto total de $1’910,051.44”

“b) La determinación crediticia contenida en el oficio SF/DF/SIEPD/IE-2000 del 31 de mayo de 2017(sic), en el que se impone un crédito fiscal a mi representada por la cantidad de $1’910,051.44”

II.- Por auto de veinticuatro de junio de dos mil diecinueve, se admitió a trámite la demanda y se precisó que respecto de la resolución descrita en el inciso B), del apartado correspondiente de la demanda, el análisis se llevaría a cabo conforme a lo dispuesto en el párrafo tercero del artículo 217 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran lo que a su derecho conviniera, ofrecieran y exhibieran las pruebas que estimaran pertinentes; se ordenó dar vista al superior jerárquico de las autoridades demandadas; se tuvieron por ofrecidas las pruebas de la parte actora respecto de las cuales se reservó proveer sobre su admisión hasta el momento en que se proveyera sobre la contestación de demanda.

III.- Por oficio número SF/PF/1315/2019, depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el nueve de agosto de dos mil diecinueve, bajo el folio número 63739, el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, dio contestación a la demanda, por lo que, mediante acuerdo de dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, se tuvo por contestada la demanda por parte de las autoridades demandadas; se tuvieron por admitidas las pruebas ofrecidas por las partes, con excepción del expediente administrativo relativo a la orden de visita domiciliaria número IEV2400014/17, respecto del cual se requirió a la parte actora para que exhibiera el escrito mediante el cual acreditara que previo a la presentación de la demanda solicitó dicho expediente a la autoridad demandada, apercibiéndole de que en caso de no cumplir con el citado requerimiento se desecharía la citada prueba.
Asimismo, en preparación de la prueba pericial en materia contable y financiera ofrecida por la actora, se requirió a la misma para que presentara a su perito ante este Tribunal a rendir protesta y aceptar desempeñar el cargo conferido.
IV.- Por escrito presentado ante este Tribunal el cinco de septiembre de dos mil diecinueve, el autorizado de la parte actora promovió recurso de reclamación en contra de la porción del acuerdo en que se requirió a la accionante para que exhibiera copia de su solicitud de expedición de copia del expediente administrativo relativo a la orden de visita domiciliaria número IEV2400014/17, al cual recayó el acuerdo de nueve de septiembre de dos mil diecinueve, mediante el cual se desechó por notoriamente improcedente el citado recurso de reclamación.
V.- Por auto de diez de septiembre de dos mil diecinueve el Secretario de Acuerdos de esta Sala certificó el plazo con que contaba la parte actora para atender el requerimiento efectuado en el diverso acuerdo de dieciséis de agosto de dos mil diecinueve, y, toda vez que la parte actora no exhibió en el término establecido la constancia que acreditara haber solicitado previamente la prueba documental consistente en el expediente administrativo relativo a la orden de visita domiciliaria número IEV2400014/17, se hizo efectivo el apercibimiento contenido en el último acuerdo en mención, teniéndose por no ofrecida la citada prueba documental; asimismo, en virtud de que de autos se desprendía que el perito designado por la parte actora acudió a rendir la protesta de Ley, se admitió la prueba pericial en materia contable y se requirió a las autoridades demandadas para que si así convenía a sus intereses adicionaran el cuestionario propuesto para el desahogo de la citada prueba por la parte actora y designaran perito de su parte, bajo el apercibimiento correspondiente.
VI.- Mediante escrito presentado ante este Tribunal el doce de septiembre de dos mil diecinueve, la parte actora formuló su ampliación a la demanda, por lo que, a través del acuerdo de veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, se tuvo por ampliada la demanda y por ofrecida la prueba a que se refirió en dicho escrito, reservándose proveer lo conducente para el momento en que se proveyera sobre la contestación a la misma.

VII.- Por oficios número SF/PF/1567/2019 y SF/PF/1602/2019, presentados ante este Tribunal el veinticuatro de septiembre de dos mil diecinueve, las autoridades demandadas, con el primero en mención desahogaron el requerimiento efectuado por esta Sala a través del acuerdo de diez de septiembre de dos mil diecinueve, y con el segundo promovieron incidente de objeción de pruebas en cuanto a su alcance y valor probatorio; por lo cual, mediante auto de veinticinco de octubre de dos mil diecinueve, entre otras cosas, se tuvo por desahogado el requerimiento realizado por esta Sala a las autoridades demandadas en el acuerdo de diez de septiembre de dos mil diecinueve, dejándose sin efectos el apercibimiento correspondiente, consecuentemente se requirió a las autoridades para que presentaran al perito designado de su parte a rendir legal protesta del cargo y se ordenó correr traslado a la actora con copia del primer oficio en mención que contenía la adición al cuestionario propuesto por la actora. Y se desechó por notoriamente improcedente el incidente de objeción de pruebas planteado por las demandadas.
VIII.- A través del acuerdo mencionado en el resultando que antecede, se dio cuenta además con el oficio número SF/PF/1771/2019, mediante el cual las autoridades formularon su contestación a la ampliación a la demanda, teniéndose por contestada la misma por parte de las autoridades demandadas y se desechó la prueba pericial taquigráfica y mecanográfica ofrecida por la actora en su escrito de ampliación.
IX.- Por escrito depositado en el buzón de promociones de término de este Tribunal, el veinte de noviembre de dos mil dieciocho, la parte actora interpuso recurso de reclamación en contra de la parte del acuerdo de veinticinco de octubre de dos mil diecinueve, en que se desechó por notoriamente improcedente la prueba pericial taquigráfica y mecanográfica, por lo que, por acuerdo dictado el veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve, se admitió a trámite el citado recurso y se ordenó dar vista a las autoridades demandadas para que expresaran lo que a su derecho conviniera.
X.- Mediante acuerdo de veinticinco de noviembre de dos mil diecinueve, se ordenó glosar al expediente el acta de doce de noviembre de dicho año, mediante la cual se hizo constar la comparecencia del Perito designado por las autoridades demandadas, a fin de aceptar y protestar el cargo conferido.
XI.- Por oficio presentado ante este Tribunal el seis de diciembre de dos mil diecinueve, las autoridades demandadas desahogaron la vista respecto del recurso de reclamación planteado por la actora en contra del desechamiento de la prueba pericial en taquigrafía y mecanografía, por lo que, por acuerdo de diez de diciembre de dos mil diecinueve, se tuvieron por realizadas las manifestaciones de las autoridades demandadas respecto del citado recurso y se citó para resolver el mismo.
XII.- Mediante sentencia interlocutoria de primero de julio de dos mil veinte, se resolvió infundado el recurso de reclamación planteado por la parte actora en contra del acuerdo de veinticinco de octubre de dos mil diecinueve, que desechó la prueba pericial taquigráfica y mecanográfica ofrecida por la actora.

XIII.- Por acuerdo de treinta y uno de agosto de dos mil veinte, en virtud de haberse resuelto el recurso de reclamación planteado por la parte actora, se fijó como fecha y hora para la celebración de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las doce horas del veintinueve de septiembre de dos mil veinte, señalándose que en dicha fecha y hora se desahogaría la prueba pericial en materia contable admitida en el presente asunto, ordenándose notificar el citado acuerdo a los peritos designados por las partes a fin de que rindieran su respectivo dictamen, bajo el apercibimiento de ley.
XIV.- En la fecha y hora señaladas en el resultando que antecede, se dio inicio a la audiencia final, haciéndose constar la asistencia de los peritos de las partes, enseguida el secretario de Acuerdos estableció una relación de las constancias que obraban en el expediente en que se actúa. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes previamente admitidas, dada su propia y especial naturaleza. Asimismo, en cuanto a la prueba pericial admitida a la parte actora el Secretario de Acuerdos dio cuenta con los dictámenes periciales rendidos por los peritos de ambas partes, quienes en dicha audiencia ratificaron su contenido y firma, enseguida se ordenó glosar a los autos los respectivos dictámenes periciales para ser analizados detenidamente por esta Sala a fin de denotar si existían discrepancias entre ellos, y encontrarse en aptitud para definir si procedía nombrar perito tercero en el presente asunto. En ese orden, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 247 del Código Procesal Administrativo se suspendió la audiencia. Asimismo, se reservó proveer lo conducente respecto de los alegatos formulados por las partes.
XV.- Por acuerdo de catorce de enero de dos mil veintiuno, en virtud de haberse advertido discordancia entre los dictámenes periciales en materia contable emitidos por los peritos de las partes, esta Sala determinó nombrar perito tercero en el presente asunto y se ordenó notificar al mismo para que compareciera a rendir protesta legal del cargo conferido por esta Sala.
XVI.- Una vez que, el dos de marzo de dos mil veintiuno, el perito tercero rindió protesta legal del cargo conferido por esta Sala, mediante acuerdo dictado el quince de abril de dos mil veintiuno, se tuvo por aceptado el cargo y se fijaron las once horas del veinticinco de mayo de dicha anualidad, para la continuación de la audiencia final, requiriéndose al perito tercero para que en dicha audiencia rindiera y ratificara su respectivo dictamen pericial, bajo el apercibimiento correspondiente.
XVII.- En la fecha y hora señaladas en el resultando que antecede, se dio continuación a la audiencia final y se dio cuenta con la asistencia del perito tercero y del escrito presentado ante este Tribunal por dicho perito, el cual en uso de la voz ratificó su contenido y firma; posteriormente en periodo de alegatos se tuvieron por formulados con el escrito presentado por el autorizado de la parte actora ante este Tribunal el veinticuatro de septiembre de dos mil veinte, así como con el oficio signado por el Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado, presentado ante este Tribunal el veintiocho de septiembre de dos mil veinte, dándose por terminada la citada audiencia y citándose para resolver en definitiva.
CONSIDERANDO
PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver el presente juicio, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracciones III y XII, 9º fracción III, 24, y 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; segundo párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y autoridades de esta entidad federativa donde se ejerce jurisdicción, en relación con la resolución recaída al recurso de revocación mediante la cual se confirmó la legalidad de una resolución determinante de un crédito fiscal.
SEGUNDO.- La personalidad del C. ****** ******** *******, en su carácter de representante legal de la Asociación denominada ******* ******** ******** *********., se encuentra acreditada con la copia certificada del instrumento notarial número ****** ******** ******* ****** ******** *******, del protocolo de la notaría pública número diecisiete, con ejercicio en el Estado de San Luis Potosí, que obra agregada de la foja 034 a la 050 del expediente en que se actúa, de conformidad con lo establecido en el segundo párrafo del artículo 219 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

En el caso, el interés jurídico de la parte actora, se encuentra plenamente acreditado con la copia certificada de la documental en donde consta el acto consistente en la resolución emitida el veintidós de abril de dos mil diecinueve, por el Director General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas, del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con número de oficio SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0712/2019, mediante la cual resolvió el recurso de revocación interpuesto por la hoy actora, bajo el sentido de confirmar en todos sus términos el crédito fiscal determinado en la diversa resolución emitida el treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, por el Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la citada Secretaría, con número de oficio SF/DF/SIEPD/IE-2000, que determinó a cargo de la ahora demandante un crédito fiscal por concepto de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal omitido actualizado, recargos, y, multas de fondo, por un total de $1´910,051.44 (Un millón novecientos diez mil, cincuenta y un pesos 44/100 M.N.), y de la cual también se advierte su existencia al haber sido exhibido anexo a la demanda.
Por su parte, el C. Marcos Efrén Gutiérrez Navarro, Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí; para acreditar la calidad del cargo con que compareció a defender a las autoridades demandadas, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, exhibió copia certificada del nombramiento que le fue expedido y que se encuentra visible a foja 317 del expediente en que se actúa.
Asimismo, por su parte el C. Austreberto Regil González, al comparecer a formular alegatos por parte de las autoridades demandadas acreditó su calidad de Procurador Fiscal de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, exhibiendo copia certificada del nombramiento expedido el primero de junio de dos mil veinte por el Oficial Mayor del Gobierno del Estado, en términos de lo previsto en el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual se encuentra visible a foja 574 del expediente en que se actúa.

Las referidas documentales públicas gozan de valor probatorio pleno, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 72, fracción I y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La Litis en el presente Juicio Contencioso Administrativo consiste en determinar si la resolución recaída al recurso de revocación con número de oficio SF/DGI/DJCF/UJ-ARR/O/0712/2019 de fecha veintidós de abril de dos mil diecinueve, que confirmó en todos sus términos el crédito fiscal contenido en el diverso oficio SF/DF/SIEPD/IE-2000, fue emitida de manera legal o ilegal.
Así como la legalidad o ilegalidad de la resolución recurrida en sede administrativa, de ser el caso que se actualice el supuesto previsto en el penúltimo párrafo del artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
.

CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte Actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia y sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.

A juicio de ésta Sala Unitaria en la especie no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que hacer valer de oficio, aunado a ello, en el caso concreto las autoridades demandadas no invocaron causal alguna, por ello se estima que corresponde entrar al estudio de la legalidad de las resoluciones impugnadas atendiendo a los argumentos de ilegalidad propuestos por la actora del presente juicio, sin que obste a lo anterior que el Procurador Fiscal en el oficio de contestación de demanda hiciera valer en el capítulo de excepciones la falta de legitimación pasiva al señalar que el Director de Fiscalización no emitió el acto impugnado, sin embargo del simple análisis de la resolución recurrida en sede administrativa se desprende que dicha autoridad fue la que emitió el acto en mención, por lo que, se considera que la excepción resulta inoperante por basarse en una premisa falsa.
QUINTO. - Los conceptos de impugnación que plantea la parte actora en su escrito de demanda, se localizan de la foja 05 a la 29 del expediente en que se actúa; asimismo los diversos conceptos de impugnación que plantea en su ampliación a la demanda se ubican de la foja 365 a la 369 del expediente en que se actúa, los que se considera innecesario transcribir y por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia 2a./J.58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”
SEXTO.- No obstante lo señalado en el considerando anterior esta Sala estima que a fin de desarrollar el estudio que conviene al caso concreto resulta conveniente sintetizar el cúmulo de argumentos hechos valer por la impetrante en sus conceptos de impugnación formulados en el escrito de demanda y su ampliación, lo cual se realiza a continuación:
En el primer concepto de impugnación de la demanda inicial la actora medularmente alega la ilegalidad de la orden de visita domiciliaria por haberse emitido de forma genérica, al señalar que el objeto es impreciso por señalar el periodo a revisar de manera aislada en el texto de la citada orden.
En el segundo concepto de impugnación formulado en el escrito de demanda inicial la parte actora alega de manera medular que la resolución crediticia omite observar una debida fundamentación y motivación al determinar que la hoy actora no se encuentra sujeta a la exención por no aportar información vigente y actualizada.
En el tercer concepto de impugnación formulado en la demanda, la hoy actora arguye que la autoridad demandada incurrió en una indebida interpretación del artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, por lo cual extralimita sus facultades en perjuicio de la actora, pues a su consideración sí se encuentra en la hipótesis que establece dicha disposición, por lo que, la interpretación de las demandadas libre, no estricta, de la norma en cuestión, bajo la cual establecen que la actora se encuentra sujeta al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, al no comprobar que su actividad consista única y exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados, genera perjuicio a la actora y le deja en estado de incertidumbre en su esfera jurídica.
Que las demandadas utilizan las palabras “única y exclusivamente”, de manera arbitraria y laxamente para considerarle como sujeta al pago de un impuesto al que evidentemente no se encuentra obligada a pagar, pues el artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, en ninguna parte establece que para quedar exceptuada del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, sea necesario prestarle el servicio de atención médica única y exclusivamente a personas de escasos recursos. Que en virtud de que la disposición normativa en ningún momento dice que sean exclusivas debe considerarse aplicable el principio que reza “donde la ley no distingue no hay que distinguir”.
En ese sentido, indica que se hace evidente que la autoridad fiscalizadora realizó una incorrecta e indebida interpretación del precepto que nos atañe, lo cual viola lo dispuesto en los artículos 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí y 5° del Código Fiscal de la Federación, los cuales restringen toda interpretación de una disposición fiscal (que establezca excepciones a obligaciones), lo cual las demandadas realizaron de manera arbitraria al agregarle indebidamente las palabras única y exclusivamente al artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Que en el caso la autoridad demandada adiciona el concepto de usuarios en general para determinar que la hoy actora no se encontraba en el supuesto de excepción que nos ocupa, lo que parece demostrar que las demandadas buscan que la demandante cumpla con requisitos no establecidos en la ley; aunado a que en la resolución impugnada la autoridad demandada a consideración de la actora en la página 13, evidenció que la accionante sí presta sus servicios a personas de escasos recursos, lo cual a su consideración conforme a lo dispuesto en el artículo 72 del Código Procesal Administrativo para el Estado, hace prueba plena. Y aun y cuando la demandada manifestara que la accionante si atiende a personas de escasos recursos, presentaría en el juicio documentales que no dejan la menor duda respecto al tema que nos ocupa.
Adiciona la impetrante que la asociación actora con la finalidad de comprobar la excepción de pago en la que se encontraba en el ejercicio fiscal 2016, respecto del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, aportó pruebas suficientes durante el desarrollo de la visita domiciliaria con las que acreditaba encontrarse constituida como una Sociedad Autorizada para recibir donativos en términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, así como para comprobar que tenía como actividad la “instauración, operación, administración, control, dirección y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de atención médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socios, personas de escasos recursos económicos y a usuarios en general”, de ahí que no sea posible que las demandadas argumenten que no aportó la documentación idónea que compruebe que su actividad consista exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica, de orientación social y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, específico a menores, ancianos o discapacitados.
Señala que, el hecho de que además de prestar asistencia médica a las personas mencionadas en el párrafo anterior, lo haga también para usuarios en general, no la deja fuera del supuesto legal (encontrarse exento de pagar el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal), pues el artículo en cuestión no menciona en ninguna parte que si se llegase a prestar la atención médica a más personas además de las de escasos recursos, no les aplicara dicho artículo, por lo tanto, no es dable que la autoridad lo interprete de manera diferente.
En ese sentido, indica que el argumento de la autoridad no es más que una arbitrariedad interpretativa de la Ley, hecha con la única finalidad de establecer cargas a la accionante, pues decide agregar palabras o frases a la disposición y aplicarlas como requisitos.

Indica que, si bien es cierto que la interpretación y aplicación de las normas fiscales son estrictas, también es cierto que toda norma requiere de una interpretación, aunque sea literal, sin importar el rango, pero de ninguna manera se debe premiar que esas interpretaciones se realicen en perjuicio del contribuyente como lo hace la autoridad demandada en el caso en estudio.

En su cuarto concepto de impugnación alega esencialmente que la autoridad demandada realiza una incorrecta valoración de las pruebas, violando lo dispuesto en el artículo 407 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, en relación con el diverso 178 del Código Fiscal del Estado, pues la autoridad resolutora indicó que las pruebas aportadas por la accionante no fueron suficientes para demostrar que la misma se encuentra en el supuesto establecido en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3 de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí.
Agrega que la reforma a los artículos 20 a 28 del Código Fiscal del Estado no afecta las pruebas aportadas, pues lo conducente es establecer que la contribuyente cumplió con todas y cada una de las siguientes premisas a la fecha en que se llevó a cabo la revisión por parte de la autoridad tales como son:

1. Que durante el año 2016 era una Asociación autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

2. Que tenía como actividad principal la prestación de asistencia médica.

3. Que dentro de su actividad se encuentra contemplada la atención a personas de escasos recursos.

4. Que la atención a personas de escasos recursos contempla entre ellos a menores, adultos mayores y personas con discapacidad.

Así, indica que quedó suficientemente comprobado con el directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donaciones obtenido de la página del Servicio de Administración Tributaria y aportado durante el juicio (sic) del que se puede observar que la accionante se encontraba como donataria autorizada en términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, durante el ejercicio 2016, la cual se realiza en términos de lo dispuesto en la Regla 3.10.3 de la resolución miscelánea fiscal para 2016.
Que con dicha prueba se demuestra la excepción en la que se encontraba la actora durante el ejercicio 2016, para el pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, sin embargo, la autoridad la tacha de improcedente por haber sido ofrecida en términos del artículo 210-A del Código Federal de Procedimientos Civiles, lo cual es incorrecto debido a que el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece la supletoriedad en las normas fiscales federales, así al remitirnos al Código Fiscal de la Federación conforme al artículo 130, párrafo sexto, que dispone el supuesto que atiende que disposición legal regula la valoración, de ahí que sea evidente que la prueba se ofreció de manera correcta y no como lo consideró la demandada bajo lineamientos de una legislación inaplicable.
En ese sentido, alega la actora que la autoridad se encontraba obligada a otorgarle la valoración pertinente a la impresión del directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, obtenida de la página del Servicio de Administración Tributaria, de acuerdo a lo establecido en la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.

Pues, indica la accionante que si la autoridad hubiera hecho una valoración correcta de la citada prueba habría quedado demostrado que durante el ejercicio fiscal 2016, se encontraba en el estatus de donataria autorizada, que es de importancia para decidir si se encontraba exceptuada del pago al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, durante el ejercicio 2016.
Agrega la accionante que, al recurso de revocación adjuntó impresión del anexo 14 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, publicada el 23 de diciembre de 2016, en el Diario Oficial de la Federación, en el que se incluyó información relativa del 1° de enero de 2016 al 13 de diciembre de 2016, pero de igual forma la autoridad resolutora decidió arbitrariamente no otorgar valor probatorio a dicha prueba bajo el argumento de que aun tratándose de un documento público fue presentado en copia fotostática.

La actora aduce que era la obligación de la autoridad tomar en cuenta dicha prueba citando para tal efecto la tesis cuyo rubro reza “PRUEBA. CARGA DE LA MISMA RESPECTO DE LEYES, REGLAMENTOS, DECRETOS Y ACUERDOS DE INTERÉS GENERAL PUBLICADOS EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN.”; asimismo aduce que en remisión al artículo 123, fracción IV, párrafo segundo del Código Fiscal de la Federación, supletorio del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al no haberle requerido para que exhibiera el original, bajo algún indicio de inexistencia o falsedad de la prueba de mérito, se hace patente la legalidad de dicha prueba.
Que el fundamento utilizado para no otorgarle valor probatorio pleno a la prueba en mención se refiere únicamente a pruebas fotográficas y taquigráficas, mismas que no son equiparables a copias fotostáticas o simples por lo que resultó improcedente el argumento de la autoridad. Igual circunstancia opera con la prueba consistente en Copia certificada del acta de asamblea de 1998, en la que se estableció el objeto social de la asociación actora.
Enseguida, la actora alega que con la prueba ofrecida como “copias certificadas del legajo 1, conformado de nueve expedientes en el que cada uno incluye por lo menos lo siguiente…”, que demostraba fehacientemente que tenía como actividad principal la asistencia médica y dentro de sus actividades se encontraba contemplada la atención a personas de escasos recursos, y, dicha atención a personas de escasos recursos contempla entre ellos a menores, adultos mayores y personas con discapacidad; en cuanto a que las copias en comento hayan sido ofrecidas en copia simple (sic), no les resta valor probatorio, pues si se hace una investigación y/o revisión exhaustiva de la ley aplicable a la materia, nos percatamos de que la misma en ningún momento exige al contribuyente presentar dichas documentales en original o copia certificada, si bien se brinda la opción de hacerlo, no es limitante o exhaustiva, es decir, no impone obligación, por lo que las pruebas señaladas con los numerales 3, 5 y 7 debieron ser tomadas en cuenta en términos de la Ley de la materia y por lo tanto valoradas como tales.
Asimismo, señala que en cuanto a las pruebas aportadas como “copias certificadas del Legajo 2, conformado por veinte cuatro expedientes en el que cada uno incluye por lo menos lo siguiente…”, la resolutora argumentó que carecen por sí mismas de valor probatorio pleno, al tratarse de documentos privados, no obstante que se trata de documentos privados, al adminicularse entre sí y como resultado de una valuación integral, generan en su conjunto certeza de la materialización de los actos cuestionados, sin que exista elemento legal alguno que haga suponer lo contrario.

En ese sentido, indica la actora que en virtud del indicio que generan las citadas copias simples de los documentos privados exhibidos, al no ser objetados en los términos que dispone la ley, habrá que otorgárseles valor probatorio pleno, lo cual daría como resultado la comprobación fehaciente de que la actora efectivamente tenía como actividad la asistencia médica durante el ejercicio 2016, al no ser dable que la autoridad aludiera que de las citadas pruebas se desprende lo contrario, ya que evidentemente existe una relación entre las mismas, así como una armonía y concordancia entre los datos que componen, generando un alto grado de probabilidad de que tales hechos acaecieron en la forma en que se muestran. Al grado que resulta patente que la autoridad concuerda con dichos argumentos al mencionarlo expresamente en la página 23 de su resolución, lo cual denota contradicción en sus argumentaciones.
Finalmente, alega que resulta que la prueba ofrecida como “Copia certificada del oficio número 11223 de fecha 31 de octubre de 2002, firmado por la Profa. Ma. Del Rayo H. Núñez Pérez, Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de San Luis Potosí”, avala las acciones asistenciales que la ******* ******** ******** *********., brinda en beneficio de la población vulnerable del Estado, que desarrolla derivado de su objeto que es la instauración, operación, administración, control, dirección, sostenimiento de establecimientos para la presentación de servicios de asistencia médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socios, personas de escasos recursos y usuarios en general, lo cual coadyuva con las tareas asistenciales que brinda el Estado y que a su vez apoya las actividades del sistema.
Ello en términos de lo dispuesto por los artículos 15 y 16 fracción II inciso o), 29 fracciones XVII y 72 de la Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, pues dichos artículos sirvieron como fundamento para la emisión del oficio en mención; así como que el oficio en mención fue emitido el 13 de octubre de 2002, sin establecer vigencia del mismo, por lo que sigue teniendo efectos legales actuales, sin mencionar que claramente los tenía durante el ejercicio fiscal 2016.

Agrega la accionante que, inclusive en el listado de donatarias autorizadas publicado en la página oficial del Servicio de Administración Tributaria, en términos de la regla 3.10.3 de la resolución miscelánea fiscal vigente en el año 2016 (2017 y 2018), se observa que el mencionado oficio sigue siendo el documento idóneo para acreditar las actividades médicas asistenciales de la actora; sin embargo, la autoridad de nueva cuenta decide restarle valor probatorio, argumentando que debido a las modificaciones vigentes a partir de enero de 2013, dentro de las cuales se reformaron los artículos del 20 al 28 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, dicho oficio ya no cumple con lo señalado en el reformado artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley en cita.

Agrega que la consideración anterior le deja en completo estado de indefensión, puesto que la autoridad aun y reconociendo que el oficio 11223, estuvo vigente para 2016, argumenta que ya no cumple con lo señalado en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, sin explicar las razones que la llevaron a tal conclusión, pues no es posible tener la seguridad jurídica de que efectivamente no cumple con lo señalado por el artículo en comento.
Adiciona a su argumento señalando que tampoco es dable que la autoridad argumente de esa forma, pues el que se hayan realizado diversas modificaciones a la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, no cambia en lo absoluto la situación que busca comprobarse con el oficio 11223, es decir, que la actora efectivamente tiene como actividad la asistencia médica, ya que los artículos 22 al 28 de la citada Ley, al no constituir un capítulo que hable sobre pruebas o establezca el procedimiento para estas, no se ve reflejado en lo absoluto en las pruebas de la actora.

Concluye señalando que, en efecto, si la autoridad hubiere actuado con total legalidad valorando las pruebas por encontrarse apegadas a derecho, se hubiese percatado de que efectivamente la actora no se encontraba obligada al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal durante el ejercicio fiscal 2016, con base en el artículo 27 fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues la autoridad fue omisa en analizar en su conjunto las probanzas ofrecidas por la actora, pues al ser analizadas y compulsadas entre sí dan certeza de lo que con ellas se pretendió demostrar, es decir, que en realidad no se encontraba obligada a pagar el citado impuesto, por encontrarse exceptuada de ello en el ejercicio 2016.
En tanto, en su escrito de ampliación a la demanda, la parte actora planteó dos conceptos de impugnación, en el primero de ellos medularmente alegó la inconstitucionalidad, a fin de lograr su inaplicación, del artículo 59 fracción V y el diverso 60 fracción III, ambos del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que establecen la hipótesis legal en que concluye la visita domiciliaria y establecer que el acta final es parte de la visita pero no se levanta dentro del plazo de seis meses, dado que a su consideración no se debe permitir que la autoridad viole en cualquier momento el domicilio fiscal del gobernado al no establecer el plazo máximo para levantar el acta final, pues la única restricción es no levantarla antes de 20 días posterior a la última acta parcial.
Y en el segundo alega la ilegalidad en la notificación (sic) del acta final para demostrar que esta no se levantó dentro del plazo de seis meses, por no levantarse conforme a derecho, lo cual produjo inseguridad jurídica en la actora y con ello su insuficiencia para producir efectos, de forma que su levantamiento no se realizó dentro del plazo máximo de seis meses establecido como plazo de duración para las visitas, equivalente al plazo en que el gobernado debe tolerar la perturbación en su domicilio.
Por su parte las autoridades demandadas sostuvieron la legalidad de las resoluciones impugnadas. 
A juicio de esta Sala Unitaria, los conceptos de impugnación en estudio unos resultan infundados, otros parcialmente fundados pero insuficientes para declarar la nulidad de la resolución impugnada, y otros inoperantes, por las consideraciones legales que se expondrán a continuación:
Previo a realizar las consideraciones del porque la calificación anterior de los argumentos expuestos en los conceptos de impugnación formulados por la parte actora, esta Juzgadora considera oportuno establecer sus consideraciones sobre el principio de litis abierta en el juicio contencioso administrativo, sus limitaciones, y las consecuencias en el presente juicio.
En ese orden, observando que la resolución impugnada es la recaída a un recurso de revocación que confirmó una diversa en la que se determinó a cargo de la hoy actora un crédito fiscal por concepto de Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal omitido y sus accesorios, resulta necesario estudiar y comprender el principio de litis abierta que regula el juicio contencioso administrativo.

De ahí que convenga tener presente lo dispuesto en el artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que establece lo siguiente:

“ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.

A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso…”
(Énfasis añadido)
El artículo antes transcrito establece que los juicios que se promuevan ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en el propio Código; y que a falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Ahora bien, conforme al principio de “Litis abierta”, dicho precepto establece que cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que le continúa afectando, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

Es decir, en atención al principio de "litis abierta" –en el juicio contencioso administrativo promovido ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí- se permite examinar los argumentos dirigidos a controvertir el acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, permitiendo al demandante hacer valer argumentos en contra de la resolución recurrida que le siga causando perjuicio, con la posibilidad de esgrimir, en el procedimiento contencioso administrativo, agravios no planteados en el medio ordinario de defensa o inclusive reiterar los argumentos hechos valer en el recurso; incluso cuando se desechó o se tuvo por no interpuesto el recurso presentado en sede administrativa, ya que aun así sería procedente el juicio en su contra.

Ilustra lo anterior, por analogía, la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 32/2003, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, emitida al resolver la contradicción de tesis 171/2002-SS, la cual se encuentra publicada en la Novena Época, en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XVII, de Abril de 2003, visible en la página 193, y bajo el número de registro 184,472, del siguiente tenor:

“JUICIO DE NULIDAD. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 197, ÚLTIMO PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE, PERMITE AL DEMANDANTE ESGRIMIR CONCEPTOS DE ANULACIÓN NOVEDOSOS O REITERATIVOS REFERIDOS A LA RESOLUCIÓN RECURRIDA, LOS CUALES DEBERÁN SER ESTUDIADOS POR EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA.- El artículo 197 del Código Fiscal de la Federación, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de diciembre de 1995, contenía el principio de "litis cerrada" que impedía que se examinaran los argumentos dirigidos a demostrar la ilegalidad del acto administrativo contra el cual se enderezó el recurso, es decir, no permitía que el demandante hiciera valer o reprodujera argumentos relativos a la resolución recurrida; y, por ende, el entonces Tribunal Fiscal de la Federación no estaba obligado a estudiar los conceptos de anulación que reiteraran argumentos ya expresados y analizados en el recurso ordinario; sin embargo, en el texto vigente del último párrafo del citado numeral se simplificó el procedimiento contencioso administrativo al cambiar el principio de "litis cerrada" por el de "litis abierta", el cual comprende no sólo la resolución impugnada sino también la recurrida; los nuevos argumentos que pueden incluir los razonamientos que se refieran a la resolución recurrida, y los dirigidos a impugnar la nueva resolución; así como aquellas razones o motivos que reproduzcan agravios esgrimidos en el recurso administrativo en contra de la resolución originaria. Por tanto, todos estos argumentos, ya sean novedosos o reiterativos de la instancia administrativa, constituyen los conceptos de anulación propios de la demanda fiscal, lo cual implica que con ellos se combaten tanto la resolución impugnada como la recurrida en la parte que afecte el interés jurídico del actor, por lo que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa está obligado a estudiarlos.”

Contradicción de tesis 171/2002-SS. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo, ambos del Séptimo Circuito. 28 de marzo de 2003. Cinco votos. Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Rolando Javier García Martínez.

Tesis de jurisprudencia 32/2003. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del cuatro de abril de dos mil tres.

Conviene tener presente que, fue hasta que se emitió el Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se agregó –formalmente- la disposición legal que establece el principio de litis abierta para el juicio contencioso administrativo local, lo anterior es así, pues en la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, no existía algún artículo que señalara lo anteriormente expuesto sobre tal principio, es decir, que “Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”.
No obstante lo anterior, debe tomarse en cuenta como hecho notorio
 el criterio emitido por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la sesión correspondiente al día ocho de julio de dos mil quince, mediante la cual resolvió el amparo directo en revisión 5269/2014, interpuesto en contra de la sentencia dictada por el Segundo Tribunal Colegiado del Noveno Circuito, en el juicio de amparo directo administrativo 551/2014, y en la que interpretó el artículo 93 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, en relación con el principio de litis abierta que debe de regir el juicio contencioso administrativo local, es decir, que cuando se impugnaba una resolución definitiva, ante el entonces Tribunal de lo Contencioso Administrativo la interpretación que se debía dar al citado artículo era que la litis a que se refiere se rige por el principio de litis abierta, esto es, se entenderá que la parte actora puede formular conceptos de impugnación en contra de dicha resolución como de la originalmente recurrida, ello en observancia a la garantía de acceso efectivo a la impartición de justicia por parte del gobernado contenida en el artículo 17 de la Constitución Federal, así como las garantías judiciales y el derecho humano a un recurso judicial efectivo contenidas en los artículos 8 y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Ahora, el que la demandante pueda hacer valer conceptos de impugnación novedosos no planteados en el recurso en sede administrativa con base al principio de litis abierta no tiene el alcance de otorgarle una nueva oportunidad de presentar pruebas que en su momento tuvo que ofrecer ante la autoridad fiscal –o administrativa en otras materias-.

En efecto, al resolver la contradicción de criterios 528/2012, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, estableció que, por regla general, en los recursos que se tramitan en sede administrativa no es procedente analizar las pruebas ofrecidas por el recurrente cuando no las haya aportado en el procedimiento administrativo estando en posibilidad de hacerlo; exceptuando de lo anterior, el recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación, en donde sí es factible ofrecer las pruebas que, por cualquier motivo, no se exhibieron en el procedimiento de origen para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por las autoridades hacendarias en ejercicio de sus facultades de comprobación. 
La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sostuvo que si por regla general no es procedente analizar en los recursos administrativos los medios de prueba ofrecidos por el recurrente que no presentó en el procedimiento de origen estando en posibilidad de hacerlo, es claro que tales pruebas no debían analizarse por el entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, ni aun tratándose de resoluciones dictadas por las autoridades fiscales en ejercicio de sus facultades de comprobación que se impugnan directamente ante el referido órgano jurisdiccional, puesto que el derecho que, por excepción, se confiere al contribuyente para ofrecer las pruebas que por cualquier motivo no haya exhibido en el procedimiento de fiscalización, sólo se puede ejercer en el recurso de revocación que prevé el Código Fiscal Federal, no así en el juicio contencioso administrativo, ya que de haber sido esa la intención del legislador así lo habría señalado expresamente.
Por tanto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, determinó que tal prerrogativa -ofrecer las pruebas que por cualquier motivo no haya exhibido en el procedimiento de fiscalización- no puede entenderse extendida al juicio contencioso administrativo, máxime que en éste se debe analizar la legalidad del acto impugnado tal como se probaron los hechos ante la autoridad administrativa que lo emitió, puesto que no sería jurídicamente válido declarar su nulidad con base en el análisis de las pruebas que la autoridad administrativa no estuvo en oportunidad de valorar porque el particular no las ofreció en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo, estando obligado a ello.
En virtud de lo anterior, la Sala de nuestro Máximo Tribunal, llegó a la conclusión de que el principio de litis abierta -previsto en el artículo 1°, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo-, conforme al cual el actor en el juicio contencioso administrativo puede formular conceptos de impugnación no expresados en el recurso que se haya intentado previamente en sede administrativa, no significa una nueva oportunidad de ofrecer los medios de prueba que, conforme a la ley, se debieron exhibir en el procedimiento administrativo de origen, o en su caso, en el recurso administrativo respectivo, estando en posibilidad legal de hacerlo.
Estableció el órgano de la Suprema Corte, que el referido principio de Litis Abierta cobra aplicación únicamente en los casos en que la resolución dictada en un procedimiento administrativo se impugna a través del recurso administrativo procedente, antes de acudir ante el entonces Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa y se traduce en la posibilidad de formular conceptos de impugnación no expresados en el recurso y, en su caso, a ofrecer nuevas pruebas para demostrar la ilegalidad de aquélla; empero tal prerrogativa no implica la oportunidad de exhibir en juicio los medios de prueba que, conforme a la ley, debieron presentarse en el procedimiento administrativo de origen, o en su caso, en el recurso administrativo para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por la autoridad administrativa, excepto que tal omisión obedezca a una causa no atribuible al particular.

Tales consideraciones dieron origen a la tesis 2a./J. 73/2013 (10a.) de rubro y texto siguientes: 

“JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. EL PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA QUE LO RIGE, NO IMPLICA PARA EL ACTOR UNA NUEVA OPORTUNIDAD DE OFRECER LAS PRUEBAS QUE, CONFORME A LA LEY, DEBIÓ EXHIBIR EN EL PROCEDIMIENTO DE ORIGEN O EN EL RECURSO ADMINISTRATIVO PROCEDENTE, ESTANDO EN POSIBILIDAD LEGAL DE HACERLO [MODIFICACIÓN DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 69/2001 (*)]. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación modifica la jurisprudencia referida, al considerar que el principio de litis abierta derivado del artículo 1o. de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo cobra aplicación únicamente cuando la resolución dictada en un procedimiento administrativo se impugna a través del recurso administrativo procedente, antes de acudir ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, y se traduce en la posibilidad para el actor de formular conceptos de impugnación no expresados en el recurso, pero tal prerrogativa no implica la oportunidad de exhibir en juicio los medios de prueba que, conforme a la ley, debió presentar en el procedimiento administrativo de origen o en el recurso administrativo respectivo para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por la autoridad administrativa, estando en posibilidad legal de hacerlo. De haber sido esa la intención del legislador, así lo habría señalado expresamente, como lo hizo tratándose del recurso de revocación previsto en el Código Fiscal de la Federación en el que, por excepción, se concede al contribuyente el derecho de ofrecer las pruebas que por cualquier motivo no exhibió ante la autoridad fiscalizadora, para procurar la solución de las controversias fiscales en sede administrativa con la mayor celeridad posible y evitar su impugnación en sede jurisdiccional, esto porque la autoridad administrativa puede ejercer cualquiera de las acciones inherentes a sus facultades de comprobación y supervisión, como lo es, entre otras, solicitar información a terceros para compulsarla con la proporcionada por el recurrente o revisar los dictámenes emitidos por los contadores públicos autorizados, lo que supone contar con la competencia legal necesaria y los elementos humanos y materiales que son propios de la administración pública. Por tanto, tal prerrogativa no puede entenderse extendida al juicio contencioso administrativo, pues no sería jurídicamente válido declarar la nulidad de la resolución impugnada con base en el análisis de pruebas que el particular no presentó en el procedimiento de origen o en el recurso administrativo, estando obligado a ello y en posibilidad legal de hacerlo, como lo prescribe el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al indicar que los gobernados deben conservar la documentación indispensable para demostrar el cumplimiento de las disposiciones fiscales y exhibirla cuando sea requerida por la autoridad administrativa en ejercicio de sus facultades de comprobación. Estimar lo contrario significaría sostener que el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa puede sustituirse en las facultades propias de la autoridad fiscal y declarar la nulidad de sus actos por causas atribuibles al particular.”
Cabe destacar que, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, indicó al momento de resolver la contradicción de tesis 288/2018 -suscitada entre el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito al resolver el amparo directo 690/2016
 y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito al resolver la revisión fiscal 34/2018-, que a efecto de generar seguridad jurídica a los gobernados se pronunciaba respecto del alcance del anterior criterio, pronunciamiento que realizó en los siguientes términos:

“Como se observa, la contradicción de tesis que nos ocupa resulta improcedente, debido a que el problema que la originó ya fue resuelto por esta Segunda Sala, en el sentido de que el principio de litis abierta que rige el juicio contencioso administrativo no implica para el actor una nueva oportunidad de ofrecer las pruebas que, conforme a la ley, debió exhibir en el recurso administrativo procedente estando en posibilidad legal de hacerlo, en el caso, la prueba pericial en el recurso de revocación.
No obstante lo anterior, este Alto Tribunal estima necesario precisar que, a efecto de generar seguridad jurídica a los gobernados respecto del alcance del criterio adoptado por esta Segunda Sala en la tesis jurisprudencial 2a./J. 73/2013 (10a.) antes referida, el principio de litis abierta en materia administrativa no permite el desahogo de pruebas en la instancia judicial que no hayan sido desahogadas en el procedimiento administrativo de origen o en el recurso administrativo respectivo, estando en posibilidad legal de hacerlo, sin excepción alguna.”

(Énfasis en el original)

De lo anterior se advierte que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, precisó que a efecto de generar seguridad jurídica a los gobernados respecto del alcance del criterio adoptado por esa Sala en la tesis jurisprudencial 2a./J. 73/2013 (10a.) -antes analizado-, el principio de litis abierta en materia administrativa no permite el desahogo de pruebas en la instancia judicial que no hayan sido desahogadas en el procedimiento administrativo de origen o en el recurso administrativo respectivo, estando en posibilidad legal de hacerlo, sin excepción alguna; incluida la prueba pericial.
Ahora, a consideración de este Juzgador, los anteriores criterios resultan aplicables, por analogía, a la materia contenciosa administrativa estatal, pues los mismos definen el alcance del principio de litis abierta en materia administrativa –con independencia del nivel ya sea federal o estatal-, debiéndose precisar que los dispositivos que establecen dicho principio, tanto en la legislación estatal como federal, son sustancialmente los mismos, lo cual fácilmente se advierte de la siguiente tabla comparativa:

	PRINCIPIO DE LITIS ABIERTA

	Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo 
	Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

	“ARTÍCULO 1o.- Los juicios que se promuevan ante el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, se regirán por las disposiciones de esta Ley, sin perjuicio de lo dispuesto por los tratados internacionales de que México sea parte. A falta de disposición expresa se aplicará supletoriamente el Código Federal de Procedimientos Civiles, siempre que la disposición de este último ordenamiento no contravenga las que regulan el juicio contencioso administrativo federal que establece esta Ley.

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo federal, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, siempre que la Sala Regional competente determine la procedencia del mismo, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”
	“ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.

A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.

Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.

Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”

	Como se había señalado anteriormente, en materia estatal, el legislador estableció la prerrogativa de que cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procedería en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso; lo cual resulta distinto a la materia federal en la que existe la condición de que la Sala competente primeramente determine que contrario a la declaración de no interpuesto o declaración de improcedencia, el recurso era procedente para que en ese caso el juicio contencioso administrativo federal proceda en contra de la resolución objeto del recurso.


En ese orden de ideas, en el recurso de revocación previsto en el Código Fiscal del Estado, también es factible que el contribuyente ofrezca las pruebas que, por cualquier motivo, no se exhibieron en el procedimiento de origen para desvirtuar los hechos u omisiones advertidos por las autoridades hacendarias en ejercicio de sus facultades de comprobación; tal y como se advierte del artículo 177, de dicho Código, que establece:

“ARTÍCULO 177.- En el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la confesional a cargo de las autoridades y la testimonial. Sin embargo, podrán pedirse informes por escrito a las autoridades, respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos…”
Por lo tanto, si bien, la Jurisprudencia 2a./J. 73/2013 (10a.) 
-antes analizada-, interpreta el principio de litis abierta y el recurso de revocación establecidos, respectivamente, en la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo y el Código Fiscal de la Federación, es válido que esta Sala adopte dicha interpretación, ya que se trata de una interpretación de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación respecto del concepto jurídico que permite entender el principio de litis abierta y sus limitaciones, que aparece tanto en las legislaciones citadas anteriormente, como en la legislación aplicable al caso concreto que es el Código Procesal Administrativo para el Estado y el Código Fiscal del Estado, que se trata de la misma materia y debe ser interpretado y aplicado en el mismo sentido.
Ahora bien, en atención al principio de mayor beneficio y por cuestión de método se procede a analizar el argumento de la parte actora en el que aduce que la orden de visita domiciliaria es ilegal en virtud de que constituye un acto genérico que produce incertidumbre y trasciende al sentido de la resolución determinante del crédito fiscal, ello en razón de que en la misma no se fija el alcance temporal respecto del cumplimiento de obligaciones fiscales que se rigen por periodos.

El anterior argumento a juicio de esta Sala resulta infundado, en virtud de las consideraciones de hecho y de derecho siguientes:

El artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su primer y antepenúltimo párrafo establecen:

“Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.

(…)

La autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en estos casos, a las leyes respectivas y a las formalidades prescritas para los cateos…”

De la disposición constitucional previamente transcrita se desprende el principio de legalidad del cual se deriva que nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento.

Asimismo, se desprende que la autoridad administrativa podrá practicar visitas domiciliarias únicamente para cerciorarse de que se han cumplido los reglamentos sanitarios y de policía; y exigir la exhibición de los libros y papeles indispensables para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales, sujetándose en tales casos a las leyes respectivas y a las formalidades establecidas para los cateos.
Por su parte, el artículo 46 de Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al momento de la emisión de la orden de visita domiciliaria establecía:
“ARTICULO 46.- Los actos de las autoridades que deban notificarse a los particulares, deberán observar las siguientes reglas:

I. Constar por escrito;

II. Indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación;

III. Señalar la autoridad que lo emite;

IV. Estar fundado y motivado;

V. Expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y

VI. Ostentar el nombre y la firma del funcionario que lo emite.”

De lo dispuesto en el artículo antes transcrito podemos advertir que todo acto de autoridad que deba ser notificado al particular debe constar por escrito, indicar la persona a la que va dirigido o en su defecto, los datos que permitan su identificación, señalar la autoridad que lo emite, estar fundado y motivado, expresar su objeto o propósito en forma clara y concreta, y ostentar el nombre y firma del funcionario que lo emite.
Por su parte, el artículo 57 del ordenamiento fiscal en mención establece:

“ARTICULO 57.- Las visitas domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente, de quien ostentará la firma expresando además de los requisitos que señala el artículo 46 de este Código, los siguientes:

I. El nombre o nombres de las personas a las que vaya dirigido; cuando se ignore el nombre de la persona a la que va dirigido, se señalarán los datos suficientes que permitan su identificación;

II. El lugar o lugares donde debe efectuarse la visita. El aumento de lugares a visitar deberá notificarse al visitado;

III. El nombre de la persona o personas que deben efectuar la visita, las cuales podrán ser sustituidas, aumentadas o reducidas en su número en cualquier tiempo por la autoridad competente; la sustitución o aumento de las personas que deban efectuar la visita se notificará al visitado. Las personas designadas para efectuar la visita la podrán hacer conjunta o separadamente, y
IV. Las obligaciones fiscales de cuya verificación se trate y, en su caso, los impuestos, derechos, o contribuciones de mejoras objeto de la revisión, así como los ejercicios a que deberá limitarse la visita.

Si se trata de resoluciones administrativas que determinen la responsabilidad solidaria, se señalará, además, la causa legal de la responsabilidad.”

De lo dispuesto en el precepto legal antes transcrito se desprende que, las visitas domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente, de quien ostentará la firma expresando además de los requisitos que señala el artículo 46 del mencionado Código, entre otros, señalar las obligaciones fiscales de cuya verificación se trate, y, en su caso, los impuestos, derechos, o contribuciones de mejoras objeto de la revisión, así como los ejercicios a que deberá limitarse la visita.

En tanto, si bien, las autoridades hacendarias se encuentran autorizadas constitucionalmente para practicar visitas domiciliarias y exigir los documentos necesarios que demuestren el cumplimiento de las obligaciones fiscales, es cierto también que la visita correspondiente debe sujetarse a determinadas formalidades, atendiendo en primer lugar al objeto señalado en la orden de visita correspondiente.
En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación a través de diversos criterios ha venido definiendo los requisitos específicos que las órdenes de visita domiciliaria deben cumplir para determinados casos específicos, por lo cual, en el caso destaca la tesis que la accionante invocó en su demanda, cuyo rubro y contenido son:
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“ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA, SU OBJETO. Acorde con lo previsto en el artículo 16 constitucional, así como con su interpretación realizada por esta Suprema Corte en las tesis jurisprudenciales cuyos rubros son: "VISITA DOMICILIARIA, ORDEN DE. REQUISITOS QUE DEBE SATISFACER." (tesis 183, página 126, Tomo III, Segunda Sala, compilación de 1995) y "ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA, REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER LAS." (tesis 509, página 367, Tomo III, Segunda Sala, compilación de 1995), que toman en consideración la tutela de la inviolabilidad del domicilio y la similitud establecida por el Constituyente, entre una orden de cateo y una de visita domiciliaria, cabe concluir que el objeto no sólo debe concebirse como propósito, intención, fin o designio, que dé lugar a la facultad comprobatoria que tienen las autoridades correspondientes, sino también debe entenderse como cosa, elemento, tema o materia, esto es, lo que produce certidumbre en lo que se revisa; con base en esto último, el objeto de la orden de que se trata no debe ser general, sino determinado, para así dar seguridad al gobernado y, por ende, no dejarlo en estado de indefensión. Por tanto, la orden que realiza un listado de contribuciones o cualquier otro tipo de deberes fiscales que nada tenga que ver con la situación del contribuyente a quien va dirigida, la torna genérica, puesto que deja al arbitrio de los visitadores las facultades de comprobación, situación que puede dar pauta a abusos de autoridad, sin que obste a lo anterior la circunstancia de que el visitador únicamente revise las contribuciones a cargo del contribuyente como obligado tributario directo, porque en ese momento ya no se trata del contenido de la orden, sino del desarrollo de la visita, en la inteligencia de que la práctica de ésta debe sujetarse únicamente a lo señalado en la orden y no a la inversa. Esta conclusión, sin embargo, no debe llevarse al extremo de exigir a la autoridad que pormenorice o detalle el capitulado o las disposiciones de las leyes tributarias correspondientes, porque tal exageración provocaría que con una sola circunstancia que faltara, el objeto de la visita se considerara impreciso, lo cual restringiría ilegalmente el uso de la facultad comprobatoria, situación que tampoco es la pretendida por esta Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Es necesario precisar que las anteriores consideraciones únicamente son válidas tratándose de órdenes de visita para contribuyentes registrados, pues sólo de ellos la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, de acuerdo con su registro de alta, sabe qué contribuciones están a su cargo, situación que es distinta de los casos de contribuyentes clandestinos, es decir, aquellos que no están inscritos en el Registro Federal de Contribuyentes porque, en estos casos, la orden necesariamente debe ser general, pues no se sabe qué contribuciones están a cargo del destinatario de la orden. También debe señalarse que las contribuciones a cargo del sujeto pasivo, no sólo conciernen a las materiales o de pago, sino igualmente a las formales o cualquier otro tipo de deber tributario y, por tanto, debe entenderse por obligado tributario, no solamente al causante o contribuyente propiamente dicho, sino también a los retenedores, responsables solidarios y cualquier otro sujeto que a virtud de las normas tributarias tenga que rendir cuentas al fisco.”
Contradicción de tesis 23/97. Entre las sustentadas por el Tercer y Quinto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Administrativa, del Primer Circuito. 26 de septiembre de 1997. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: Edgar Humberto Muñoz Grajales.

Tesis de jurisprudencia 59/97. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión pública de veintiséis de septiembre de mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cuatro votos de los Ministros Juan Díaz Romero, Mariano Azuela Güitrón, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia y presidente Genaro David Góngora Pimentel. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano.

Asimismo, dentro de la ejecutoria que expuso el criterio que dio origen a la anterior jurisprudencia, la Segunda Sala expuso:
"Lo anterior es así, ya que las obligaciones a revisar están precisadas en dicha orden y no por los auditores en el momento de la práctica de la visita; además, la circunstancia de que se hayan señalado impuestos y derechos, entre los que se encuentre alguno de los que la empresa hoy quejosa aduce que no son competencia de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, no implica que por ello resulte genérica la orden mencionada, pues la precisión en el objeto consiste en citar de manera pormenorizada cuáles serán las contribuciones, así como el periodo sujeto a revisión, sin que la segunda jurisprudencia antes transcrita, que invoca la empresa quejosa en el concepto de violación, se refiera a que en la orden de visita se tengan que precisar 'los renglones' de los impuestos que se vayan a revisar pues, contra lo que pretende, la aludida jurisprudencia se refiere precisamente a los renglones como los de los impuestos a los que se sujetarán los visitadores, los cuales se precisaron en la orden de visita; por tanto, cabe concluir que resulta correcto el razonamiento de la Sala juzgadora en el sentido de que era innecesario que la autoridad fiscal hiciera una precisión de 'los renglones' en relación con el impuesto sobre la renta y, por ende, es ineficaz el concepto de violación en análisis.”

Ahora bien, de una simple revisión a la orden de mérito, la cual obra agregada en original a foja 132 y 133 de autos aportada por la propia actora en el presente juicio, se desprende que en su texto se señala “el ejercicio fiscal comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016”.

Para mayor claridad a continuación se reproduce el contenido de la citada orden de visita:
“IMÁGENES DIGITALIZADAS”

De la orden de visita número IEV2400014/17, antes reproducida, se desprende que la misma se compone por dos páginas y el Director de Fiscalización, dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el diez de octubre de dos mil diecisiete, la emitió dirigida al Representante Legal de la ******* ******** ******** *********., a fin de darle a conocer que en el ejercicio de sus facultades de comprobación se ordenó la visita domiciliaria con el objeto de comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales a que se encuentra afecta como sujeto directo en materia de la contribución estatal consistente en el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, establecido en los artículos 20, 21, 23, 24 y 25 del capítulo IV del Título Segundo de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Posteriormente, estableció la fundamentación correspondiente a la citada orden y definió a los funcionarios designados para llevar a cabo la visita,  después del párrafo que contiene dichas expresiones, se ubica el señalamiento que literalmente establece “el ejercicio fiscal comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016”; sin que en dicho documento se advierta la cita de un diverso periodo que genere confusión alguna, de ahí que se considere que en la orden de visita se identificó correctamente el periodo sujeto a revisión.

En ese sentido, la orden de visita se expidió cumpliendo con los requisitos legales establecidos en la fracción V, del artículo 46 y la fracción IV del artículo 57, ambos del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí.
Pues, para considerar que en el documento señalado no existe claridad a juicio de esta Sala Unitaria, en el mismo deberían observarse diversas afirmaciones en su redacción que variaren el objeto o propósito señalado que no permitieran conocer de forma clara dicho objeto, o bien, que no permitieran establecer con concreción sobre dicho objeto o propósito (en particular sobre el periodo a revisar), sin embargo, como se ha señalado, esa situación en el caso particular no acontece, en razón de que del documento mismo se advierte que la autoridad fue clara y concreta sobre el objeto de la orden de visita domiciliaria, al señalar “el ejercicio fiscal comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016”, el cual constituye el periodo a revisar.

En ese sentido, resulta infructuoso el argumento de la parte actora sustentado en el criterio de rubro “ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA, SU OBJETO”, en virtud de que, como se ha dicho la redacción de dicho documento no genera incertidumbre alguna en cuanto al objeto o propósito, pues el que en la mencionada orden de visita por cuestiones mecanográficas o de error de redacción la autoridad demandada hubiere establecido el periodo a revisar fuera del párrafo que utilizó para establecer parte del objeto de la orden, no genera ninguna incertidumbre para el particular.

Lo anterior, en virtud de que independientemente a lo que pretende la actora, como es que el periodo a revisar se debiere encontrar claramente vinculado con el objeto de la visita, es decir, que la redacción de la multicitada orden a juicio del particular señale el objeto para comprobar el cumplimiento de las disposiciones fiscales a que se encuentra afecta como sujeto directo en materia de la contribución estatal consistente en el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, establecido en los artículos 20, 21, 23, 24 y 25 del capítulo IV del Título Segundo de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, y consecutivamente dentro del mismo texto y párrafo se indique el período a revisar para que se pueda considerar que lógicamente ese constituye parte del objeto de la orden, es de considerarse que mientras en el contenido de la orden se exprese como uno de los elementos del objeto el periodo a revisar, aún sea en un apartado independiente a aquel párrafo donde se identifican los demás elementos del objeto, se cumple con el requisito de señalar el objeto de la visita.
Pues a juicio de esta Juzgadora, al no señalarse en la forma que aduce la demandante no genera incertidumbre jurídica ya que  resulta irrelevante para considerar que la orden no cumple con el requisito legal previsto en el artículo 46 fracción V, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, pues pretender que de forma lógica según el dicho de la actora se identifique el periodo en conjunto con la demás redacción y locuciones gramaticales que se refieren al objeto materia de la visita implicaría propiamente establecer y definir un requisito que no se encuentra establecido legalmente, ni siquiera en criterio jurisprudencial que esta Juzgadora deba atender en términos de lo dispuesto en el artículo 217 de la Ley de Amparo, pues como se ha dicho la forma en que se redactó la orden no varía el fondo ni el contenido de dicho documento, de ahí que a juicio de esta Sala no genere incertidumbre alguna al particular.
A mayor abundamiento, la parte actora al señalar que el periodo se encuentra expuesto en texto aislado, reconoce que efectivamente en la orden de visita se expresó el periodo a revisar, el cual como se dijo con anterioridad forma parte del objeto a revisar, pero sobre todo, es de indicarse que el señalamiento de dicho periodo de manera aislada no genera ninguna incertidumbre ni contraviene lo dispuesto en la fracción V del artículo 46 del Código en cita, ni el artículo 57, fracción IV
, del multicitado Código que expresamente regula el requisito de señalar en la orden de visita el ejercicio a revisar a que deberá limitarse la visita, dado que para que se consideren infringidos tales dispositivos, cuando menos el particular debió acreditar de qué manera la redacción le generó incertidumbre jurídica, dado que lo que propiamente alega es que la forma en que se redactó la citada orden no le resulta conveniente, sin demostrar efectivamente alguna falta de claridad o incongruencia, máxime que, sin pretender calificar la visita, de la misma se advierte que el visitador se abocó a la revisión del ejercicio citado en la orden en estudio.
Finalmente, para dar mayor claridad al criterio de esta Sala, se considera oportuno abundar en que supuestos, como lo alega la actora pudiera considerarse que el objeto de la visita, en lo concerniente al periodo a revisar, resultare irregular y por ende violatorio de derecho a la seguridad jurídica, pues, como se ha sostenido es importante destacar que el requisito de señalar el periodo a revisar implica propiamente el señalamiento de la fecha de inicio y conclusión del periodo a revisar, para precisar el periodo formalmente pueden utilizarse locuciones gramaticales que integren o formen parte de una oración o conjunto de palabras que expresen ese sentido gramatical de manera completa, en tanto, en toda orden para cumplir con la obligación de citar el o los periodos a revisar por el visitador en cuanto a las fechas de inicio y conclusión, pues de lo contrario al no ser precisa se permite al visitador realizar tal determinación, en ese sentido, a manera de ejemplo, puede estimarse imprecisa la determinación por la ordenadora y por ende ilegal la citada orden por incumplir con el requisito de identificar adecuadamente el periodo a revisar, de ahí que, por ejemplo, cuando la orden se emita con la intención de verificar distintos periodos a revisar, y sobre unos la orden sea clara y precisa pero sobre otro u otros sea confusa implica que la orden derive en un acto irregular e ilegal, lo cual como se ha evidenciado en el presente asunto no acontece.
Los criterios que ilustran las anteriores precisiones, que resultan aplicables de manera análoga a la materia local, se citan a continuación:
Registro digital: 2015876

Instancia: Segunda Sala

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 143/2017 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 49, Diciembre de 2017, Tomo II, página 715

Tipo: Jurisprudencia

“ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE LAS OBLIGACIONES PREVISTAS EN LA LEY DEL IMPUESTO A LOS DEPÓSITOS EN EFECTIVO PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2008. PARA CUMPLIR CON LA FUNDAMENTACIÓN RELATIVA AL PERIODO DE REVISIÓN BASTA CON PRECISAR LA FECHA DE INICIO Y CONCLUSIÓN DEL EJERCICIO CITADO. La precisión en la orden de visita domiciliaria del periodo que comprende la revisión debe hacerse en términos claros y exactos por la autoridad ordenadora, por lo que para cumplir con la debida fundamentación, en el caso de la revisión del cumplimiento de las obligaciones previstas en la legislación aludida, basta con que se precise la fecha de inicio y conclusión del periodo a revisar; por ende, si se señaló del 1 de enero al 31 de diciembre de 2008, ello no vicia la orden de visita, al cumplirse con uno de los elementos fundamentales objeto de la visita y, por tanto, la autoridad fiscal que la emite cumple con su obligación de precisar el alcance temporal del periodo a revisión, de forma que, aunque la Ley del Impuesto a los Depósitos en Efectivo haya entrado en vigor el 1 de julio de 2008, no genera que el periodo a revisar sea indeterminado ni impreciso, pues el visitador sólo podrá fiscalizar las obligaciones del contribuyente dentro del periodo determinado por la autoridad ordenadora.”
Contradicción de tesis 195/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero del Trigésimo Circuito y Segundo en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito. 16 de agosto de 2017. Mayoría de cuatro votos de los Ministros Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Criterios contendientes:

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado del Trigésimo Circuito, al resolver el amparo directo 955/2016, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Administrativa y de Trabajo del Décimo Primer Circuito, al resolver el amparo directo 37/2012.
Tesis de jurisprudencia 143/2017 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del once de octubre de dos mil diecisiete. 

Esta tesis se publicó el viernes 15 de diciembre de 2017 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 02 de enero de 2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
Registro digital: 171113

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 2a./J. 189/2007

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Octubre de 2007, página 299

Tipo: Jurisprudencia

“ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES EN MATERIA DE COMPROBANTES FISCALES. SI EL PERIODO SUJETO A REVISIÓN SE INDICA CON LA LOCUCIÓN "POR EL DÍA" SEGUIDA DEL DÍA, MES Y AÑO CORRESPONDIENTE, AQUÉLLA CUMPLE CON LA GARANTÍA DE SEGURIDAD JURÍDICA. Para que una orden de visita cumpla con la garantía de seguridad jurídica contenida en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos debe señalar, entre otros datos, el alcance temporal o el periodo que será sujeto de verificación. En congruencia con lo anterior, si en una orden de visita domiciliaria para verificar el cumplimiento de obligaciones en materia de expedición de comprobantes fiscales se especifica el periodo sujeto a revisión mediante la locución "por el día" seguida del día, mes y año correspondiente, debe estimarse que cumple con la referida garantía constitucional, pues aun cuando la mencionada frase expresa la relación "tiempo aproximado", lo cierto es que al estar complementada por el día, mes y año de que se trate, el periodo sujeto a revisión queda determinado, ya que tal locución forma parte de una oración o de un conjunto de palabras que expresan un sentido gramatical completo, de modo que no queda duda sobre el espacio temporal que será materia de revisión.”
Contradicción de tesis 166/2007-SS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Vigésimo Primer Circuito y el Noveno Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito. 26 de septiembre de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Francisco Gorka Migoni Goslinga.

Tesis de jurisprudencia 189/2007. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veintiséis de septiembre de dos mil siete.
Registro digital: 187647

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: 2a./J. 8/2002       

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XV, Febrero de 2002, página 67

Tipo: Jurisprudencia

“VISITA DOMICILIARIA. SI EN LA ORDEN PARA VERIFICAR EL CUMPLIMIENTO DE OBLIGACIONES FISCALES, AL PRECISARSE LOS PERIODOS QUE DEBEN REVISARSE, RESPECTO DE ALGUNO O ALGUNOS SE SEÑALAN CON TODA CLARIDAD LAS FECHAS DE INICIO Y CONCLUSIÓN, Y EN CUANTO A OTRO U OTROS SE HACE EN FORMA CONFUSA, ESTA IRREGULARIDAD SÓLO PUEDE AFECTAR A TALES PERIODOS QUE NO FUERON PERFECTAMENTE IDENTIFICADOS. De la interpretación que la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha realizado de los artículos 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 38 y 45 del Código Fiscal de la Federación, en las tesis de jurisprudencia, de rubros: "VISITA DOMICILIARIA, ORDEN DE. REQUISITOS QUE DEBE SATISFACER." (Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo III, tesis 183, página 126); "ÓRDENES DE VISITA DOMICILIARIA, REQUISITOS QUE DEBEN CONTENER LAS." (Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo III, tesis 509, página 367); y "ORDEN DE VISITA DOMICILIARIA, SU OBJETO." (Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo VI, diciembre de 1997, tesis 2a./J. 59/97, página 333), se desprende que para cumplir con las disposiciones mencionadas en toda orden de visita para verificar el cumplimiento de obligaciones fiscales deben precisarse, los periodos que tendrá que revisar el visitador en cuanto a las fechas de inicio y conclusión, por lo que resulta inconstitucional la orden y sus consecuencias, cuando respecto del periodo a revisión el referido señalamiento se hace de tal forma que su determinación precisa no la hace el emisor de la orden sino el visitador. En congruencia con lo anterior, se concluye que si se está en presencia de una orden en la que respecto de uno o varios periodos que deberán revisarse se precisa, en términos claros, su inicio y conclusión, pero en relación con otro u otros, la determinación de su duración se hace en forma confusa, al dejarla a una acción del visitador, como podría ser la fecha en que entregue la orden al visitado, debe entenderse que la irregularidad cometida sólo afecta lo relacionado con esos periodos, pero no por lo que toca a los perfectamente especificados, lo que implica que no serán inconstitucionales la orden, la propia visita, el acta que le recaiga, ni tampoco la resolución determinante de un crédito que de ella derive.”
Contradicción de tesis 105/2001-SS. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado del Vigésimo Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito. 25 de enero de 2002. Cinco votos. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretaria: Verónica Nava Ramírez. 

Tesis de jurisprudencia 8/2002. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del treinta y uno de enero de dos mil dos.

Por tanto, al haber quedado establecido conforme a lo antes expuesto, que la orden de visita domiciliaria cumple con el requisito constitucional y legal de seguridad jurídica, al señalar de manera suficiente y clara el periodo a revisar respecto del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, y como consecuencia lo infundado del primer concepto de impugnación de la demanda, conviene continuar con el estudio de los restantes conceptos de impugnación hechos valer por la demandante.
A continuación, por cuestión de orden y en virtud del principio de mayor beneficio antes invocado se procede al estudio del segundo concepto de impugnación hecho valer en la ampliación a la demanda, en el cual la parte actora alega que el acta final de visita -de la cual manifestó desconocer su existencia en el punto 4., del apartado de hechos de su demanda inicial- se levantó de manera irregular.
En dicho concepto de impugnación la actora medularmente aduce que el acta es irregular porque su levantamiento inició sin la presencia del representante legal violando con ello la garantía de inviolabilidad del domicilio, lo cual se evidencia de las primeras siete hojas en las que se hacen constar una serie de hechos previos a que se requiriera la presencia del citado representante legal.

Por su parte las autoridades demandadas por conducto de la unidad administrativa encargada de su defensa jurídica sostuvieron la legalidad del levantamiento del acta final.

A juicio de esta Sala Unitaria el concepto de impugnación en estudio resulta infundado con base en las consideraciones de hecho y de derecho que se exponen a continuación:

Los artículos 59, 60 y 62 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establecen:
“ARTICULO 59.- La visita domiciliaria deberá observar las siguientes formalidades:

I. Al iniciarse la visita en el domicilio fiscal, los visitadores que en ella intervengan se deberán identificar ante la persona con quien se entienda la diligencia;

II. Acto seguido, deberán requerir a la persona con quien entiendan la diligencia para que designe dos testigos, si éstos no son designados o los designados no aceptan servir como tales, los visitadores los designarán, haciendo constar esta situación en el acta que levanten, sin que esta circunstancia invalide los resultados de la visita;

III. Los testigos pueden ser sustituidos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar donde se esté llevando a cabo la visita, por ausentarse de él antes de que concluya la diligencia o por manifestar su voluntad de dejar de ser testigo; en tales circunstancias la persona con quien se entienda la visita deberá designar de inmediato a otros y, ante su negativa o impedimento de los designados, los visitadores podrán designar a quienes deban sustituirlos; la sustitución de los testigos no invalida los resultados de la visita;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

IV. Durante el desarrollo de la visita, los visitadores, a fin de asegurar la contabilidad, correspondencia o bienes que no estén registrados en aquella, podrán indistintamente, sellar o colocar marcas en dichos documentos, bienes o en muebles, archiveros u oficinas donde se encuentren, así como dejarlos, en calidad de depósito, al visitado o a la persona con quien se entienda la diligencia, previo inventario que al efecto formulen. En el caso de que algún documento que se encuentre en los muebles, archiveros u oficinas que se sellen, sea necesario al visitado para realizar sus actividades, se le permitirá extraerlo ante la presencia de los visitadores, quienes podrán sacar copia del mismo;

(REFORMADA, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

V. La visita domiciliaria no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación de la orden y hasta el levantamiento de la última acta parcial. Este plazo podrá ampliarse una vez por un período igual, previa notificación del oficio en el que el superior jerárquico de la autoridad que emitió la orden autorice tal ampliación. Vencido el plazo a que se refiere esta fracción sin que se haya notificado el oficio de ampliación, o vencido este plazo también sin que se levante la última acta parcial, quedará sin efectos la orden y no podrá emitirse una nueva por los mismos conceptos; y

(ADICIONADA [N. DE E. CON SUS INCISOS], P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

VI. Los plazos para concluir las visitas domiciliarias o las revisiones de gabinete a que se refiere la fracción anterior, se suspenderán en los casos de:

a) Huelga, a partir de que se suspenda temporalmente el trabajo y hasta que termine la huelga.

b) Fallecimiento del contribuyente, hasta en tanto se designe al representante legal de la sucesión.

c) Cuando el contribuyente desocupe su domicilio fiscal sin haber presentado el aviso de cambio correspondiente o cuando no se le localice en el que haya señalado, hasta que se le localice.

d) Cuando el contribuyente no atienda el requerimiento de datos, informes o documentos solicitados por las autoridades fiscales para verificar el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, durante el periodo que transcurra entre el día del vencimiento del plazo otorgado en el requerimiento y hasta el día en que conteste o atienda el requerimiento, sin que la suspensión pueda exceder de seis meses. En el caso de dos o más solicitudes de información, se sumarán los distintos periodos de suspensión y en ningún caso el periodo de suspensión podrá exceder de un año.

e) Cuando la autoridad se vea impedida para continuar el ejercicio de sus facultades de comprobación por caso fortuito o fuerza mayor, hasta que la causa desaparezca.

(ADICIONADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2017)

Si durante el plazo para concluir la visita domiciliaria o la revisión de la contabilidad del contribuyente en las oficinas de las propias autoridades, los contribuyentes interponen algún medio de defensa contra los actos o actividades que deriven del ejercicio de sus facultades de comprobación, dichos plazos se suspenderán desde la fecha en que se interpongan los citados medios de defensa hasta que se dicte resolución definitiva de los mismos.”
“ARTICULO 60.- De toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la que se harán constar, en forma circunstanciada, los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los visitadores. Asimismo, se determinarán las consecuencias legales de tales hechos u omisiones, las que se podrán hacer constar en la misma acta o en documento por separado. Las actas de visita atenderán a las siguientes reglas:

I. Los hechos u omisiones consignados por los visitadores en las actas, hacen prueba de la existencia de tales hechos o de las omisiones encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones a cargo del visitado en el periodo revisado;

II. Si la visita se realiza simultáneamente en dos o más lugares, en cada uno de ellos se deberán levantar actas parciales, mismas que se agregarán al acta final de la visita que se haga, la cual puede ser levantada en cualquiera de dichos lugares. En los casos a que se refiere esta fracción, se requerirá la presencia de dos testigos en cada establecimiento visitado en donde se levante acta parcial;

III. Con las mismas formalidades a que se refieren las fracciones anteriores, se podrán levantar actas parciales o complementarias en las que se hagan constar hechos, omisiones o circunstancias de carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo de una visita o después de concluida. También se consignarán en dichas actas, los hechos u omisiones que se conozcan de terceros. Formulada la liquidación, no se podrán levantar actas complementarias sin que exista una nueva orden de visita;

IV. En la última acta parcial que al efecto se levante, se hará mención expresa de tal circunstancia; y, entre ésta y el acta final, deberán transcurrir cuando menos veinte días, durante los cuales el contribuyente podrá presentar los documentos, libros o registros que desvirtúen los hechos u omisiones imputados, así como optar por corregir su situación fiscal. Cuando se trate de más de un ejercicio revisado o fracción de éste, se ampliará el plazo por quince días más, siempre que el contribuyente presente aviso dentro del plazo inicial de veinte días;

V. Cuando las autoridades fiscales conozcan de terceros, hechos u omisiones que puedan entrañar incumplimiento de las obligaciones fiscales, le darán a conocer al contribuyente o responsable solidario, el resultado de la compulsa, mediante la entrega del acta u oficio de observaciones correspondiente, junto con la última acta parcial, para que, en los términos y dentro del plazo respectivo, desvirtúe tales hechos u omisiones;

VI. Se tendrán por consentidos, salvo prueba en contrario, los hechos consignados en las actas a que se refiere el párrafo anterior, si antes del cierre del acta final el contribuyente no presenta los documentos, libros o registros de referencia o no señala lugar en que se encuentren, siempre que éste sea el domicilio fiscal o el lugar autorizado para llevar su contabilidad, y

VII. Se entenderá que las actas parciales forman parte integrante del acta final de la visita aunque no se señale así expresamente.”
“ARTICULO 62.- Si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente; si no se presentare, el acta final se levantará ante quien estuviese presente en el lugar visitado; en ese momento, cualquiera de los visitadores que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos, firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado.

Si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta, sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma.

De lo dispuesto en el artículo 59, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, antes transcrito podemos advertir las formalidades que las autoridades deben respetar durante las visitas domiciliarias en el ejercicio de sus facultades de comprobación y los supuestos de suspensión de los plazos de las visitas domiciliarias y revisiones de gabinete.
De lo dispuesto en el artículo 60, se desprende, entre otras cosas, que de toda visita se deberá levantar acta en la que se harán constar, en forma circunstanciada, los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los visitadores, determinándose las consecuencias legales de tales hechos u omisiones, pudiendo hacerse constar en la misma acta o en documento por separado. 
Que dichas actas de visita atenderán las reglas consistentes en que los hechos u omisiones consignados por los visitadores en las mismas, harán prueba de la existencia de tales hechos o de las omisiones encontradas, para efectos de cualquiera de las contribuciones a cargo del visitado en el periodo revisado; si la visita se realiza simultáneamente en dos o más lugares, en cada uno de ellos se deberán levantar actas parciales, mismas que se agregarán al acta final de la visita, la cual puede ser levantada en cualquiera de dichos lugares.
Asimismo, se desprende que, se deberán seguir las mismas formalidades para levantar actas parciales o complementarias en las que se hagan constar hechos, omisiones o circunstancias de carácter concreto, de los que se tenga conocimiento en el desarrollo de una visita o después de concluida; también que dichas actas podrán consignar los hechos u omisiones que se conozcan de terceros; pero una vez formulada la liquidación no podrán levantarse actas complementarias sin la existencia previa de una nueva orden de visita.
Finalmente, y conforme a lo que interesa en el presente asunto se desprende que, se entenderá que las actas parciales forman parte integrante del acta final de la visita, aunque no se señale así expresamente.
En tanto, de lo dispuesto en el artículo 62 del mencionado Código Fiscal, se desprende que si en el cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se  procederá a dejarle citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente; si no se presentare, el acta final se levantará ante quien estuviese presente en el lugar visitado; en ese momento, cualquiera de los visitadores que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entiende la diligencia y los testigos, firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado.

Y si el visitado, la persona con quien se entendió la diligencia o los testigos no comparecen a firmar el acta, se niegan a firmarla o el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia se niegan a aceptar copia del acta, dicha circunstancia se asentará en la propia acta, sin que esto afecte la validez y valor probatorio de la misma.
En el caso, la parte actora alega que el levantamiento del acta final se llevó a cabo sin su presencia y por tanto la misma es irregular, lo cual precisa se desprende de la forma en que se circunstanció su levantamiento, al advertirse que la misma se comenzó a elaborar sin requerir su presencia.
Así las cosas, de las constancias que obran en autos se desprende que obra agregada de la foja 319 a la 338 del expediente en que se actúa, copia certificada del acta final de visita, la cual aportaron las autoridades demandadas al formular su contestación de demanda y de la que se desprende:

En su hoja número 1, podemos advertir que los visitadores inicialmente circunstanciaron que a las 10:00 horas del once de abril de dos mil dieciocho, se constituyeron en el domicilio fiscal de la contribuyente visitada a fin de levantar el acta final de visita domiciliaria practicada al amparo de la orden de visita número IEV2400014/17, contenida en el oficio SF-DF-DSPIE/4191, de diez de octubre de dos mil diecisiete.
Posteriormente, los visitadores desarrollaron un apartado que denominaron “ANTECEDENTES DE INICIO”, los cuales constituyen una relatoría de los hechos que acontecieron durante la visita domiciliaria, previo al momento del levantamiento del acta final, al concluir con dicho apartado, los visitadores iniciaron el desarrollo del apartado denominado “HECHOS DE LA PRESENTE ACTA FINAL”, donde circunstanciaron como antecedente directo el haberse constituido en el domicilio fiscal de la contribuyente visitada a las 10:10 diez horas con diez minutos del diez de abril de dos mil dieciocho, del cual se cercioraron de que fuere el correcto por los datos externos del inmueble que se describen en la misma y por el dicho de la persona que atendió la diligencia en el lugar, a fin de levantar el acta final de visita domiciliaria practicada al amparo de la orden de visita número IEV2400014/17, contenida en el oficio SF-DF-DSPIE/4191, de diez de octubre de dos mil diecisiete, e hicieron constar que requirieron la presencia del representante legal de la contribuyente visitada, a lo cual la C. ****** ******** *******, se apersonó en su carácter de tercero y Jefe de Contabilidad de la Contribuyente visitada, persona que se encontraba en el domicilio fiscal, indicando al efecto que el representante legal de la contribuyente visitada no se encontraba en ese momento en virtud de encontrarse fuera del domicilio atendiendo diversos asuntos y por lo tanto no podía atender la diligencia, por lo cual dicha persona atendería la diligencia en su carácter de tercero y jefe de contabilidad, enseguida se circunstanciaron los datos de identificación y se asentó que el visitador designado procedió a dejar el original del citatorio número 057 de diez de abril de dos mil dieciocho, para que dicho tercero hiciera del conocimiento del representante legal de la visitada, la citación a estar presente en el domicilio fiscal el once de abril de dos mil dieciocho, a las 10:00 diez horas para el levantamiento del acta final.
Enseguida, en el acta final los visitadores bajo la frase “ahora bien” continuaron circunstanciando que siendo las 10:00 diez horas del once de abril de dos mil dieciocho, se constituyeron en el domicilio fiscal de la contribuyente visitada, a fin de levantar el acta final de visita domiciliaria practicada al amparo de la orden de visita número IEV2400014/17, contenida en el oficio SF-DF-DSPIE/4191, de diez de octubre de dos mil diecisiete, del cual se cercioraron que fuere el correcto por los datos externos relacionados con el inmueble y que describieron en la misma, así como por el dicho de la persona que atendió la diligencia en el lugar.

De inmediato, en el acta final circunstanciaron que ante la persona con quien se entendió la diligencia se requirió la presencia física del representante legal de la contribuyente visitada, y en ese momento fue la C. ****** ******** *******, en su carácter de Jefe de Contabilidad de la Contribuyente, quien manifestó de manera expresa que el representante legal no se encontraba en ese momento en las oficinas ya que se encontraba fuera atendiendo diversos asuntos, por lo que ella atendería la diligencia en su carácter de Jefe de Contabilidad, ante la cual los visitadores actuantes se identificaron y quien se identificó a petición de dichos visitadores con credencial para votar con fotografía en la cual aparecía su fotografía y firma.
Asimismo, en la referida acta se asentó que la tercero con quien se entendió la diligencia manifestó bajo protesta de decir verdad ser Jefe de Contabilidad de la contribuyente visitada, y, que su relación laboral la acreditó con credencial que le fue proporcionada por la visitada donde aparece el nombre, puesto de jefe de contabilidad, número de nómina ****** y número de seguridad social.

Precisado lo anterior, conforme a lo que interesa del acta final, de acuerdo a los argumentos de la parte actora, esta Juzgadora también advierte que las visitadoras circunstanciaron los distintos elementos que deben constar en la respectiva acta tales como la identificación de los visitadores; la designación de testigos; la descripción de los hechos conforme a lo acontecido en el última acta parcial, donde se dieron a conocer a la contribuyente los hechos u omisiones derivados de la visita, por lo cual la contribuyente visitada presentó escrito con fecha nueve de marzo de dos mil dieciocho, recibido en la oficialía de partes de la Dirección de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, el doce de marzo del citado año, en el cual expuso lo que a su derecho convino, texto que transcribieron en el acta final.
Posteriormente, se advierte un apartado de generalidades, en el cual los visitadores hicieron constar la manifestación de la persona con quien se entendió la diligencia en el sentido de que no había sido practicada visita domiciliaria para efecto de comprobar el cumplimiento de sus obligaciones relativas al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, por el ejercicio comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016.

Enseguida se hizo constar el requerimiento de los visitadores a la persona con quien se entendió la diligencia de levantamiento del acta final para que manifestara bajo protesta de decir verdad si se habían presentado o no a la fecha del levantamiento de la citada acta las declaraciones mensuales para efectos de la contribución estatal Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, por el ejercicio comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016, a lo cual la persona con quien se entendió la diligencia exhibió original y proporcionó fotocopia de las declaraciones presentadas en ceros por el Impuesto y meses del ejercicio en mención.
A continuación los visitadores hicieron constar el resultado de la revisión conforme al análisis y documentación proporcionada por la contribuyente visitada en relación con el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal por el ejercicio comprendido del 1 de enero al 31 de diciembre de 2016, indicaron las consecuencias, el lugar donde se encuentra la documentación original revisada y las copias fotostáticas de la documentación exhibida por la contribuyente visitada durante el transcurso de la visita domiciliaria, así como la documentación y escrito exhibidos en relación con la última acta parcial, integradas al expediente de papeles de trabajo abierto a nombre de la contribuyente, mismos que obran en la Dirección de Fiscalización y que forman parte del acta final en mención.
Al final, en la hoja 20 del acta en cuestión se asientan los datos relativos a su lectura y cierre, el cual se dio a las 11:30 once treinta horas del once de abril de dos mil dieciocho, indicándose que la misma fue levantada en original y dos tantos de los cuales se entregó un tanto legible y pre foliado al tercero con quien se entendió la diligencia, indicándose que éste último firmó de conformidad y por la recepción del tanto entregado, quien además de firmar al final del acta firmó al calce de todos y cada uno de los folios, al igual que quienes en ella intervinieron.
En adición a esas consideraciones, obra agregado en copia certificada a fojas 339 y 340, el citatorio con número 057 de diez de abril de dos mil dieciocho, del cual se desprende que en esa fecha la visitadora designada por la autoridad hizo constar que siendo las 10:10 diez horas con diez minutos, se constituyó en el domicilio de la contribuyente visitada indicando como se cercioró de encontrarse en el domicilio correcto y por la respuesta de la persona con quien se entendió la diligencia, que dijo llamarse ****** ******** *******, quien se identificó con credencial para votar con fotografía expedida por el Instituto Federal Electoral, la cual contenía fotografía que correspondía con los rasgos físicos de dicha persona, indicando el domicilio personal que constaba en dicho documento.

Enseguida el visitador quien se identificó con el documento indicado en el texto del citatorio en mención, requirió la presencia del representante legal de la ******* ******** ******** *********., a lo cual la persona descrita líneas arriba manifestó expresamente que el representante legal no se encontraba presente en el domicilio, toda vez que el mismo “se encuentra fuera del domicilio atendiendo diversos asuntos”, y, por lo tanto no podía atender la diligencia, razón por la cual se entendió con la C. ****** ******** *******, a quien se entregó el citatorio en cuestión para que por su conducto se hiciera del conocimiento del representante legal de la contribuyente visitada, que debía encontrarse presente en el mencionado domicilio fiscal, el día once de abril de dos mil dieciocho, a las 10:00 diez horas, para el levantamiento del acta final de visita domiciliaria practicada al amparo de la orden número IEV2400014/17, contenida en el oficio SF-DF-DSPIE/4191, de diez de octubre de dos mil diecisiete, bajo el apercibimiento de que de no encontrarse presente en la fecha y hora señaladas la diligencia de levantamiento del acta final se entendería con quien se encontrara en el domicilio.
Retomando el argumento de la actora, debe indicarse que a juicio de esta Juzgadora no se advierte la existencia de vicio de irregularidad en el levantamiento y entrega del tanto del acta final de visita, pues conforme a la forma en que se redactó, se desprende que para su elaboración los visitadores designados por la demandada, previo a hacer constar las circunstancias acontecidas durante el levantamiento de la misma, hicieron constar algunos de los antecedentes y hechos acontecidos en el desarrollo de la visita -todos previos al levantamiento del acta final-, es decir, con una descripción previamente elaborada de los antecedentes iniciaron la redacción del acta final, sin que en las primeras siete hojas hubieren descrito circunstancia alguna que conformara los hechos advertidos durante su levantamiento, razón por la cual, es de precisarse que resulta evidente, en el caso, que conforme a la redacción del acta final los visitadores integraron de manera pre elaborada una descripción de los antecedentes acontecidos durante la visita domiciliaria previos al levantamiento del acta final, lo cual no se encuentra vedado ni genera inseguridad jurídica para conocer los hechos acontecidos en el levantamiento de la referida acta final.
En esta última consideración, se advierte que para la elaboración del acta final de visita domiciliaria resultan aplicables, en lo conducente, los artículos 59 fracciones I y III; 60 fracciones I y VII y 62 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que prevén que los visitadores deben identificarse al inicio ante la persona con quien se entienda la diligencia, las hipótesis para sustituir a los testigos en cualquier tiempo por no comparecer al lugar donde se está llevando la visita; así como que, de toda visita en el domicilio fiscal se levantará acta en la que se harán constar, en forma circunstanciada, los hechos u omisiones que se hubieren conocido por los visitadores, los cuales al haber sido consignados en las actas, hacen prueba plena de la existencia de tales hechos o de las omisiones encontradas, asimismo se advierte que dispone de manera expresa que debe entenderse que las actas parciales forman parte integrante del acta final de visita aunque no se señale expresamente. 
Finalmente, se desprende que si al cierre del acta final de la visita no estuviere presente el visitado o su representante, se le dejará citatorio para que esté presente a una hora determinada del día siguiente; y si no se presentare, el acta final se levantará ante quien estuviese presente en el lugar visitado; así las cosas, en el momento del levantamiento cualquiera de los visitadores que haya intervenido en la visita, el visitado o la persona con quien se entendió la diligencia y los testigos, firmarán el acta de la que se dejará copia al visitado. 
Ahora bien, la parte actora manifestó desconocer la existencia del acta final de visita, por lo que la autoridad demandada al contestar la demanda allegó las constancias consistentes en copia certificada del acta final de visita y del citatorio previo, con las cuales esta Juzgadora considera que la autoridad demandada acreditó haber llevado a cabo el legal levantamiento del acta final de visita domiciliaria el día once de abril de dos mil dieciocho, pues de dichas documentales se advierte que previo al levantamiento del acta en cuestión, el diez de abril de dos mil dieciocho, los visitadores acudieron al domicilio fiscal de la contribuyente a levantar la multicitada acta final, sin embargo, al advertirse la ausencia del representante legal de la visitada hoy actora, procedieron a dejar citatorio con la persona con quien se entendió la diligencia, a fin de que el mencionado representante estuviere presente el once de abril de dos mil dieciocho, a las 10:00 diez horas para efecto de levantar el acta final de visita domiciliaria llevada a cabo al amparo de la orden de visita número IEV2400014/17, contenida en el oficio SF-DF-DSPIE/4191, de diez de octubre de dos mil diecisiete.

Posteriormente, el once de abril de dos mil dieciocho, se llevó a cabo el levantamiento del acta final de visita, sin la presencia del representante legal de la contribuyente hoy actora, previo requerimiento de su presencia formulado a la persona que atendió la diligencia en su carácter de tercero y Jefe de Contabilidad de la demandante, quien manifestó de manera expresa que el representante legal se encontraba fuera atendiendo diversos asuntos, y con quien se entendió la diligencia debido a la ausencia descrita, ante quien se identificaron los visitadores y en el desarrollo del levantamiento del acta en cuestión hicieron constar los requisitos que en ella correspondía asentar.

En tal sentido, de acuerdo al argumento de la hoy actora consistente en que no se encontraba presente durante el inicio del levantamiento del acta final, debido a que no fue requerida su presencia el día y hora señalados en el citatorio, debe precisarse que dicho argumento se basa en que la elaboración del acta final es incorrecta por iniciar con un apartado de antecedentes de inicio, lo cual, como se dijo previamente se considera un texto previamente elaborado por los visitadores para reiterar cuestiones asentadas en las actas levantadas durante el desarrollo de la visita, del que a simple vista no se desprende que haga constar ningún hecho acontecido durante el levantamiento del acta final.
Pues, debe indicarse que dicha aseveración de la actora resulta irrelevante por intrascendente debido a que no demuestra en realidad como afecta su esfera jurídica o le deja en estado de incertidumbre que los visitadores hubieren pre elaborado e insertado dicho texto en el acta de mérito, ya que, lo que en su caso le puede deparar un perjuicio es que aquellos hechos que se debieron pormenorizar durante el levantamiento mismo del acta final, que constituyen propiamente hechos que van aconteciendo momento a momento, se hubiesen circunstanciado indebidamente y fuera del orden legal previsto reflejando con ello hechos que deriven en irregularidades durante el levantamiento de la propia acta final, tal como podría ser la falta de identificación de los visitadores en el momento preciso, o la falta de requerimiento de la presencia del representante legal de la visitada, lo cual a juicio de esta Juzgadora de lo relatado en las constancias correspondientes no acontece, pues ello se realizó en el orden establecido inmediatamente al iniciar la relatoría de los hechos que acontecieron durante el levantamiento del acta final.
A mayor abundamiento, debe precisarse que de manera equivocada la parte actora pretende hacer creer que los visitadores, inmediatamente al constituirse en su domicilio fiscal, iniciaron el levantamiento del acta final haciendo constar hechos que previamente fueron asentados en diversas actas -que conforme al artículo 60 fracción VII del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí forman parte del acta final-, lo cual resulta irrelevante para considerar que el acta de mérito se levantó de manera irregular, pues como podemos advertir, la señalada circunstancia que por conveniencia práctica y ahorro de tiempo utilizaron los visitadores como método en su levantamiento, no resulta por sí sola ilegal, pues para que ello suceda debe restar particularidad a la diligencia, y en caso de que ello ocurriese se permite expresar con oportunidad en el acto de levantamiento, o bien con posterioridad demostrarlo como se pretende en el caso, de ahí que, de las disposiciones legales que regulan los requisitos de las actas no encontramos alguna que establezca un impedimento a los visitadores de que al levantar el acta final integren inicialmente en su redacción los antecedentes que estimen pertinentes y que se hayan hecho constar en diversas actas parciales que se entiende forman parte del acta final.
Máxime que, si en la redacción de la misma se identifica que en realidad constituyen antecedentes, ello permite con toda lógica considerar que esos datos eran previamente conocidos, no solo por los visitadores sino también por la visitada, lo cual torna aún más irrelevante para considerar ilegal el acta final que en la redacción relativa los visitadores utilizaran de manera pre elaborada y como antecedentes, por lo cual no le asiste la razón a la actora cuando señala sus consideraciones para justificar que resultaba imposible que al momento del levantamiento del acta final los visitadores redactaran esa amplía cantidad de datos.
En concordancia, cabe agregar que el argumento de la actora en que insiste y precisa que al describir ciertos hechos en las primeras ocho fojas -que contienen pre elaborados los datos y antecedentes del desarrollo de la visita-, tales hechos se asentaron y llevaron sin requerir la presencia del representante, lo cual es incorrecto, en razón de que como se dijo con anterioridad esos hechos en realidad son relatoría de hechos ya conocidos y hechos constar en actas previas, no de los hechos propios del levantamiento del acta final, y evidentemente al utilizar dicho método ante quien se entendió la diligencia constituye una circunstancia que de igual manera se hubiese realizado ante el representante legal de la hoy actora, por ello es que no le asiste la razón al señalar que el levantamiento del acta se dio sin su presencia, aunado a que conforme lo asentado medió citatorio previo para que esperara a determinada hora del once de abril de dos mil dieciocho, sin que se encontrase presente conforme al dicho de la persona con quien se entendió la diligencia a quien al iniciar con la diligencia se le requirió la presencia del representante legal de la visitada, inicio que conforme a lo expuesto en el acta final se dio a las 10:00 diez horas del once de abril de dos mil dieciocho, que propiamente es la obligación de los visitadores de constituirse en el domicilio a la hora señalada en el citatorio para dar inicio a la diligencia respectiva, lo cual constriñe además a la visitada a encontrarse presente para efectos del levantamiento, pero no como lo indica la actora, según su dicho, que el requerimiento de su presencia no se realizó en el minuto precisado en el citatorio, ya que lo que importa es que la constitución para llevar a cabo el levantamiento del acta con la circunstanciación y demás hechos que correspondan inicien a la hora indicada en el citatorio, pues resultaría absurdo considerar, por ejemplo, que a pesar de que la diligencia iniciara con la constitución de los visitadores en el domicilio fiscal a la hora indicada en el citatorio, la diligencia fuere declarada ilegal porque el requerimiento de la presencia del representante legal, hubiere sucedido un minuto después de haber iniciado la diligencia.
Las consideraciones anteriores resultan ilustradas por identidad y analogía con el criterio de Jurisprudencia cuyos datos de identificación rubro y contenido son los siguientes:
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“ACTAS DE VISITA. NO CAUSA PERJUICIO EL SOLO HECHO DE QUE SE LEVANTEN EN UN FORMATO IMPRESO Y LOS HECHOS QUE ACONTECIERON EN LA MISMA SE ASIENTEN EN FORMA MANUSCRITA. La utilización de formatos impresos que por conveniencia de práctica o facilidad y ahorro de tiempo utilizan los visitadores, por sí sola no es ilegal, dado que ello no le resta particularidad a la diligencia; en caso contrario, se tiene la oportunidad de expresarlo en el acto o de demostrar con posterioridad que su contenido no corresponde a la realidad.”
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Amparo directo 145/2001. Laura Gabriela Pérez Tello Gámez. 31 de mayo de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretaria: Blanca Elia Feria Ruiz.

Amparo directo 195/2001. Ana María Adelina Fernández y Álvarez. 5 de julio de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Eduardo Edmundo Rocha Caballero.

Amparo directo 319/2001. Construcciones y Mantenimiento de Tlaxcala, S.A. de C.V. 6 de diciembre de 2001. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Rojas Fonseca. Secretario: Víctor Martínez Ramírez.

Amparo directo 400/2001. Bonasa, S.A. de C.V. 21 de febrero de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Jaime Raúl Oropeza García. Secretario: Eduardo Edmundo Rocha Caballero.

En adición, debe puntualizarse que los hechos acontecidos durante el levantamiento del acta final de visita domiciliaria de mérito se hicieron constar a partir de la hoja número 7 en donde los visitadores indicaron como antecedente del levantamiento la entrega del citatorio previo a que se refiere el primer párrafo de artículo 62 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, para posterior a su descripción indicar la frase “ahora bien”, en continuación utilizado como conector contra argumentativo, lo cual no se traduce en un actuar irregular, pues bajo las mismas consideraciones ese hecho descrito constituye un hecho previamente acontecido, y la continuidad que se advierte con dicha frase únicamente denota que a partir de ese momento se estaban haciendo constar los hechos u omisiones advertidos de momento a momento durante el levantamiento mismo del acta final, donde los visitadores designados por la demandada reiteran haberse constituido en el domicilio fiscal de la contribuyente visitada hoy actora.
En ese sentido, esta juzgadora considera que la frase ahora bien, no necesariamente indica consecución a una descripción de hechos que acontecieron en el levantamiento del acta, pues en realidad es utilizada para diferenciar a los hechos que se van a hacer constar y que se adviertan durante el levantamiento del acta, los cuales son distintos a aquellos que como antecedente fueron descritos y pre elaborados por los visitadores.

Aquí, es de resaltarse que, inmediatamente después de que los visitadores asentaron de forma reiterada que se constituyeron en el domicilio fiscal de la contribuyente visitada, consecutivamente asentaron el requerimiento de la presencia del representante legal de la contribuyente visitada, asentando que se apersonó en ese momento la C. ****** ******** *******, en su carácter de Jefe de Contabilidad de la Contribuyente, quien manifestó de manera expresa que el representante legal no se encontraba en ese momento en las oficinas ya que se encontraba fuera atendiendo diversos asuntos, por lo que ella atendería la diligencia en su carácter de Jefe de Contabilidad, y ante la cual los visitadores actuantes circunstanciaron que se identificaron; indicando además los datos de identificación de dicho tercero, a petición de los visitadores actuantes, con credencial para votar con fotografía en el cual aparecía su fotografía y firma.

Asimismo, en la referida acta se asentó que la tercero con quien se entendió la diligencia manifestó bajo protesta de decir verdad ser Jefe de Contabilidad de la contribuyente visitada, así como que, su relación laboral la acreditó con credencial proporcionada por la visitada donde aparece el nombre, puesto de jefe de contabilidad, número de nómina ****** y número de seguridad social.

Persona respecto de la cual, la hoy actora no negó tener relación laboral, ni ofreció prueba alguna que desvirtuara que fuere su trabajadora, por lo cual pudiese considerarse que la diligencia llevada ante dicha tercero fue irregular por llevarse con una persona sin vínculo alguno con la visitada, pues al contrario de los hechos que se desprenden del propio oficio liquidatorio se advierte que la visita domiciliaria fue llevada a cabo con la atención de dicha tercero, por lo que, el hecho asentado en el acta final relativo a la manifestación de dicha persona de que el representante legal de la visitada no se encontraba en el domicilio, hace prueba plena de dicha circunstancia, en términos de lo dispuesto en el artículo 60, fracción I del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, sin que se hubiere desvirtuado la presunción de legalidad que le reviste a dicha acta prevista en el artículo 45 del citado Código.
Lo anterior, ni aun bajo la afirmación de la parte actora realizada en la página 16 de su escrito de ampliación a la demanda, en el que señaló expresamente: “…manifiesto que el día 11 de abril de 2018, en punto de las 10 horas, me encontraba en el domicilio fiscal de mi representada, esperando a que la autoridad fiscal solicitara mi presencia, hecho que no aconteció, al menos no a las 10 horas del día 11 de abril del 2018, hora en que se me había citado para levantar el acta final.”, manifestación que carece de respaldo probatorio, máxime que, si bien la actora con ello introduce una negativa a que se le hubiere requerido se presentare para el levantamiento del acta final el día y hora señalados en el citatorio 057, lo cierto es que, a su vez afirma haberse encontrado en el domicilio fiscal esperando se le requiriera su presencia, lo cual se traduce en una afirmación sobre un hecho constitutivo de su acción que debe ser probado conforme a lo señalado en el artículo 273 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, aplicable de manera supletoria en el presente juicio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, el cual establece:
“ARTÍCULO 273.- El actor debe probar los hechos constitutivos de su acción y el reo los de sus excepciones.”

Que si se tomase en consideración inicialmente, el sentido de la negativa constituiría la afirmación del hecho de encontrarse presente, situación que implica su demostración probatoria según lo dispuesto en la fracción I del artículo 274 del mencionado Código de Procedimientos Civiles, que establece:
“ARTÍCULO 274.- El que niega sólo estará obligado a probar: 

I.- Cuando la negación envuelva la afirmación expresa de un hecho; 

II.- Cuando se desconozca la presunción legal que tenga en su favor el colitigante; 

III.- Cuando se desconozca la capacidad; 

IV.- Cuando la negativa fuere elemento constitutivo de la acción.”
De todo lo anterior, resulta inconcuso para esta Juzgadora que el acta final de visita domiciliaria se levantó y dio a conocer a la visitada cumpliendo con las formalidades previstas para su levantamiento en el Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, y, consecuentemente que la parte actora sí conoció de la misma, al haberse dejado un tanto de ella con la persona con quien se entendió la diligencia de mérito por encontrarse ausente el representante legal de la visitada, única obligación legal de los visitadores y que se encuentra debidamente circunstanciada en la citada acta final, pues debe precisarse que para dar a conocer dicha acta no rigen los artículos 72 a 78 BIS, que corresponden al capítulo denominado de las notificaciones del citado Código Fiscal.
Una vez resuelto lo infundado del argumento de la actora en cuanto a que el acta final de visita domiciliaria se levantó sin las formalidades legales y por ende su desconocimiento, para atender los restantes argumentos del escrito de ampliación a la demanda, resulta oportuno precisar que de autos se advierte como fecha cierta del levantamiento y efectos ante la contribuyente visitada el once de abril de dos mil dieciocho.
En tanto, de las constancias que obran agregadas en el expediente en que se actúa, se desprende que las facultades de comprobación de la demandada dieron inicio con la notificación de la orden de visita domiciliaria y el levantamiento del acta de inicio de dieciocho de octubre de dos mil diecisiete –como la propia actora lo reconoce en su escrito de ampliación-, que obra agregada de la foja 141 a la 147, misma que fue ofrecida como prueba por la accionante, en la cual constan las firmas autógrafas de quienes intervinieron en su levantamiento.
Por su parte, el artículo 59, fracción V, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece:

“ARTICULO 59.- La visita domiciliaria deberá observar las siguientes formalidades:

(…)

V. La visita domiciliaria no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación de la orden y hasta el levantamiento de la última acta parcial. Este plazo podrá ampliarse una vez por un período igual, previa notificación del oficio en el que el superior jerárquico de la autoridad que emitió la orden autorice tal ampliación. Vencido el plazo a que se refiere esta fracción sin que se haya notificado el oficio de ampliación, o vencido este plazo también sin que se levante la última acta parcial, quedará sin efectos la orden y no podrá emitirse una nueva por los mismos conceptos.
De lo dispuesto en el artículo antes transcrito se desprende que toda visita domiciliaria observara las formalidades previstas en el mencionado artículo, y en lo que interesa, que la visita domiciliaria no podrá durar más de seis meses, contados a partir de la notificación de la orden y hasta el levantamiento de la última acta parcial.

En ese sentido, el comienzo de las facultades de comprobación, se entiende iniciado con la notificación de la orden de visita domiciliaria, y por decirlo de alguna manera para definir el límite de las autoridades a postergar la intromisión al domicilio de la contribuyente visitada, por regla general dichas facultades concluyen a los seis meses de haber iniciado, conforme a lo dispuesto en el citado precepto legal con el levantamiento de la última acta parcial.
En tanto el lapso de seis meses conforme a lo dispuesto en el artículo 21 del Código Fiscal en comento, debe computarse por todos los días, y entendiéndose que el plazo se vence el mismo día del mes siguiente; y cuando no exista el mismo día en el mes calendario respectivo, el término se entenderá vencido hasta el día hábil siguiente del que corresponda.

En ese orden, es de concluirse que conforme a lo que acreditan las constancias autos puede definirse válidamente que entre el inicio de las facultades de comprobación (levantamiento del acta de inicio) y el levantamiento del acta final de visita domiciliaria (aún posterior al levantamiento del última acta parcial) no transcurrieron más de seis meses calendario, en razón de que, si el acta de inicio que hizo constar la notificación de la orden de visita domiciliaria fue levantada el dieciocho de octubre de dos mil diecisiete; y el acta final de visita, conforme fue resuelto con anterioridad por esta Juzgadora, fue levantada ante un tercero en su calidad de jefe de contabilidad de la contribuyente visitada hoy actora, el día once de abril de dos mil dieciocho, resulta inconcuso que no existió un perjuicio al principio de inviolabilidad del domicilio como lo alega la actora.
Pues, con el simple cómputo de seis meses desde el dieciocho de octubre de dos mil diecisiete; al considerar que: el primer mes se cumplió en noviembre; el segundo en diciembre; el tercero en enero del año próximo; el cuarto en febrero siguiente; el quinto en marzo; y el sexto el mismo día 18 pero de abril de dos mil dieciocho, se desprende de manera incuestionable que el plazo para la conclusión de la visita domiciliaria concluía hasta el dieciocho de abril de dos mil dieciocho, día en que se cumplían los seis meses respectivos, lo cual con todo y el levantamiento del acta final (once de abril de dos mil dieciocho) sucedió antes de que se entendieran concluidas las facultades de comprobación de la autoridad –el dieciocho de abril de dos mil dieciocho-.
En ese orden, cabe agregar que, si bien en el argumento en estudio la actora pretende demostrar la inconstitucionalidad y por ende la inaplicación del artículo 59, fracción V, en relación con el diverso 60, fracción III, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, al indicar que en los mismos no se prevé que el levantamiento del acta final de la cual forman parte las demás actas, como lo es el última acta parcial, por indicar que la visita concluye hasta el levantamiento de ésta última, cuestión que a su juicio le irroga perjuicio; debe indicarse que a juicio de esta Juzgadora tales argumentos resultan inatendibles por inoperantes.
Lo anterior en virtud de que, con las constancias de autos se encuentra demostrado que la visita domiciliaria con todo y el levantamiento del acta final no duró más de seis meses calendario, lo cual en su caso se traduciría en una causal de ilegalidad que por ministerio de ley provocaría la nulidad del procedimiento de visita domiciliaria, pero que en el caso no fue demostrado por la actora.

Por ende, a pesar de que la accionante alegue que los preceptos aludidos son inconstitucionales por prever implícitamente en perjuicio de los particulares que la visita domiciliaria pueda durar más del plazo previsto, ya que no vinculan la obligación de levantar el acta final dentro del plazo previsto para llevar a cabo la visita domiciliaria 
-seis meses-, la circunstancia de que la actora no logró demostrar el perjuicio a su interés jurídico relacionado propiamente con aquel plazo de seis meses, no obstante que la interpretación de las disposiciones en comento pudiere resultarle favorable, aquella declaración relativa ningún beneficio le acarrearía, dado que conforme a las constancias de mérito se desprende que la autoridad demandada llevó a cabo la visita domiciliaria y levantó el acta final –inclusive- en un plazo menor a seis meses calendario, de ahí la inoperancia de los argumentos del primer concepto de impugnación de la ampliación de demanda en estudio.
Asimismo, dichos argumentos resultan inoperantes en razón de que descansan sustancialmente en el diverso concepto de impugnación segundo de la ampliación a la demanda declarado infundado por esta Sala, pues resultaba necesario que prosperará el argumento de que el acta final de inicio no fue levantada con las formalidades que le correspondían para poder desprender que está se levantó en un momento diferente al que consta en el documento mismo que la contiene, lo cual no aconteció, por ello resulta aplicable por analogía el criterio establecido en la jurisprudencia cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:
Registro digital: 178784

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: XVII.1o.C.T. J/4

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXI, Abril de 2005, página 1154

Tipo: Jurisprudencia

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. SON INOPERANTES LOS QUE PARTEN O SE HACEN DESCANSAR SUSTANCIALMENTE EN LO ARGUMENTADO EN OTROS QUE FUERON DESESTIMADOS. Si de lo alegado en un concepto de violación se advierte que la impugnación planteada se hace descansar, sustancialmente, en lo que se argumentó en otro u otros conceptos de violación que fueron anteriormente desestimados en la misma ejecutoria, en tanto que resultaron infundados, inoperantes o inatendibles, ello hace que aquél resulte a su vez inoperante, dado que de ninguna manera resultará procedente, fundado u operante lo que en dicho concepto se aduce, por basarse en  la supuesta procedencia de aquéllos.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.
Resulta igualmente aplicable por analogía al caso la jurisprudencia I.6o.C. J/21, emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XII, Agosto de 2000, Página: 1051, en la cual se resolvió lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO.  Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1186/95. Sistemas de Alimentos Rápidos, S. de R.L. de C.V. 9 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secretario: Rogelio Saldaña Hernández.

Amparo directo 7976/96. Quezadas Macías Contadores Públicos, S.C. 13 de marzo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Sergio Ignacio Cruz Carmona.

Amparo directo 886/98. Francisco Ríos Villegas. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Max Enrique Cymet Ramírez.

Amparo directo 10876/98. María del Consuelo Avendaño Galindo. 7 de julio de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Alfonso Avianeda Chávez.

Amparo directo 11736/99. Comercializadora Granda, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Víctor Hugo Guel de la Cruz.”
Ahora bien, únicamente con la finalidad de evitar que se pudiera argumentar que esta Juzgadora, no fue exhaustiva con la Litis planteada en el presente juicio y en virtud de que la impetrante pretende que se realice el ejercicio del control difuso respecto de la norma correspondiente; debe señalarse que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la Tesis de Jurisprudencia de rubro: “CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO”, estableció que cuando el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del Tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos de la actora, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. 
Para sustentar lo anterior, a continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en comento:
Localización: [J]; 10a. Época; 2a. Sala; Gaceta S.J.F.; Libro 5, Abril de 2014; Tomo I; Pág. 984. 2a./J. 16/2014 (10a.). Registro No. 2 006 186
“CONTROL DIFUSO. SU EJERCICIO EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.- Si bien es cierto que, acorde con los artículos 1o. y 133 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las autoridades jurisdiccionales ordinarias, para hacer respetar los derechos humanos establecidos en la propia Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte, pueden inaplicar leyes secundarias, lo que constituye un control difuso de su constitucionalidad y convencionalidad, también lo es que subsiste el control concentrado de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, cuya competencia corresponde en exclusiva al Poder Judicial de la Federación, a través del juicio de amparo, las controversias constitucionales y las acciones de inconstitucionalidad. La diferencia entre ambos medios de control (concentrado y difuso), estriba en que, en el primero, la competencia específica de los órganos del Poder Judicial de la Federación encargados de su ejercicio es precisamente el análisis de constitucionalidad y convencionalidad de leyes, por tanto, la controversia consiste en determinar si la disposición de carácter general impugnada expresamente es o no contraria a la Constitución y a los tratados internacionales, existiendo la obligación de analizar los argumentos que al respecto se aduzcan por las partes; en cambio, en el segundo (control difuso) el tema de inconstitucionalidad o inconvencionalidad no integra la litis, pues ésta se limita a la materia de legalidad y, por ello, el juzgador por razón de su función, prescindiendo de todo argumento de las partes, puede desaplicar la norma. Ahora bien, en el juicio contencioso administrativo, la competencia específica del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa es en materia de legalidad y, por razón de su función jurisdiccional, este tribunal puede ejercer control difuso; sin embargo, si el actor formula conceptos de nulidad expresos, solicitando al tribunal administrativo el ejercicio del control difuso respecto de determinada norma, de existir coincidencia entre lo expresado en el concepto de nulidad y el criterio del tribunal, éste puede inaplicar la disposición respectiva, expresando las razones jurídicas de su decisión, pero si considera que la norma no tiene méritos para ser inaplicada, bastará con que mencione que no advirtió violación alguna de derechos humanos, para que se estime que realizó el control difuso y respetó el principio de exhaustividad que rige el dictado de sus sentencias, sin que sea necesario que desarrolle una justificación jurídica exhaustiva en ese sentido, dando respuesta a los argumentos del actor, pues además de que el control difuso no forma parte de su litis natural, obligarlo a realizar el estudio respectivo convierte este control en concentrado o directo, y transforma la competencia genérica del tribunal administrativo en competencia específica. Así, si en el juicio de amparo se aduce la omisión de estudio del concepto de nulidad relativo al ejercicio de control difuso del tribunal ordinario, el juzgador debe declarar ineficaces los conceptos de violación respectivos, pues aun cuando sea cierto que la Sala responsable fue omisa, tal proceder no amerita que se conceda el amparo para que se dicte un nuevo fallo en el que se ocupe de dar respuesta a ese tema, debido a que el Poder Judicial de la Federación tiene competencia primigenia respecto del control de constitucionalidad de normas generales y, por ello, puede abordar su estudio al dictar sentencia. Si, además, en la demanda de amparo se aduce como concepto de violación la inconstitucionalidad o inconvencionalidad de la ley, el juzgador sopesará declarar inoperantes los conceptos de violación relacionados con el control difuso y analizar los conceptos de violación enderezados a combatir la constitucionalidad y convencionalidad del precepto en el sistema concentrado.” 
Contradicción de tesis 336/2013
Por consiguiente, debe precisarse que la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, no advierte violación alguna de derechos humanos a la parte actora durante la visita domiciliaria, ni una aplicación de los artículos 59 fracción V y 60 fracción III del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, que constituya una violación a los derechos humanos.
Por otro lado, esta Juzgadora considera conveniente analizar y resolver de manera conjunta los argumentos hechos valer por la parte actora en el segundo, tercero y cuarto conceptos de impugnación del escrito de demanda inicial, debido a su estrecha relación.
En dichos conceptos de impugnación la actora medularmente se duele de una indebida fundamentación y motivación por parte de la autoridad fiscalizadora, al resolver que la visitada no acreditó con documentación reciente y actualizada que comprobara su actividad, pues la determinación del crédito fiscal se dio con la visita iniciada el dieciocho de octubre de dos mil diecisiete para liquidar el ejercicio dos mil dieciséis, es decir, si la autoridad liquidó por dicho ejercicio, los motivos para establecer que no gozaba de la exención debieron ser por falta de información o documentación referida al dos mil dieciséis y no como lo señaló la fiscalizadora al descalificar la exención por no aportar información vigente y actualizada.

Asimismo, alega que la autoridad demandada interpreta de manera incorrecta el artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, máxime si se toma en consideración que las disposiciones fiscales son de aplicación estricta, tal y como se desprende del artículo 2°, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, y 5° del Código Fiscal de la Federación, lo cual contravino la demandada al agregar en sus consideraciones los conceptos “única y exclusivamente” sobre el servicio de atención médica que presta a personas de escasos recursos, pues impera el principio que reza “donde la ley no distingue no hay que distinguir”.
Además de que la demandada adicionó a su interpretación el concepto usuarios en general para determinar que la actora no se encontraba en el supuesto de exención, para obligar a la hoy demandante a que cumpla con requisitos no establecidos en la ley.

Que durante el desarrollo de la visita domiciliaria aportó pruebas suficientes para acreditar encontrarse constituida como una sociedad autorizada a recibir donativos y que su actividad consistía en el supuesto normativo razón por la cual considera incorrecto que las demandadas argumenten que no aportó documentación idónea que comprobara que su actividad consistía exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica a personas de escasos recursos, en específico a menores, ancianos o discapacitados.
Asimismo, alega que la demandada realizó una incorrecta valoración de las pruebas aportadas que contraviene el artículo 178 del Código Fiscal del Estado y 407 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, indicando que el hecho de haberse reformado los artículos 20 a 28 de la Ley de Hacienda para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no afecta en lo absoluto las pruebas aportadas, por lo que resulta conducente establecer que cumplió con todas y cada una de las premisas a la fecha de la revisión de la autoridad.

La representación de las enjuiciadas cuando formuló su contestación de demanda; defendió la legalidad del acto impugnado, manifestando que se encontraba debidamente y fundado.

En primer lugar, es de señalarse que parte de los argumentos de la accionante se encuentran encaminados a señalar que el acto debatido en el recurso de revocación se encuentra indebidamente fundado y motivado, así como la resolución al citado recurso; por lo que es necesario precisar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
. Asimismo, el artículo 46, fracción IV, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece que todo acto que deba notificarse a los particulares deberá estar fundado y motivado.
En tanto, los artículos 164, fracción V, 165, II, y 167, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, son categóricos en señalar que es un elemento y requisito del acto administrativo el estar adecuadamente fundado y motivado; y que en caso de que se omitiera o fuera irregular lo anterior, producirá la nulidad del acto administrativo. 

En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a determinada conclusión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.

Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
Sirve de apoyo a lo anterior el criterio sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época, el cual a la letra dice lo siguiente:
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado.- SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO.” 

De igual manera, refuerzan lo anterior los siguientes criterios cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Séptima Época

Registro: 238369

Instancia: Segunda Sala

Tesis aislada

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Volumen: 80, Tercera Parte

Materias: administrativa y común 

Página: 36

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS MANDAMIENTOS DE LA AUTORIDAD. ARTÍCULO 16 CONSTITUCIONAL. Por fundar debe entenderse la expresión de los fundamentos legales o de derecho del acto reclamado; en consecuencia, una resolución reclamada no queda debidamente fundada si no contiene la expresión de ningún fundamento legal o de derecho. Por motivar debe entenderse el señalamiento de las causas materiales o de derecho que hayan dado lugar al acto reclamado, sin que pueda admitirse que la motivación consista en la expresión general y abstracta: ‘por razones de interés público’, ya que la mencionada expresión no señala en principio las causas materiales o de hecho que hubieran dado lugar al acto reclamado."

Séptima Época

Registro: 238212

Instancia: Segunda Sala

Jurisprudencia

Fuente: Semanario Judicial de la Federación

Volúmenes: 97-102, Tercera Parte

Materia: común

Página: 143

Genealogía: Informe 1970, Segunda Parte, Segunda Sala, página 100.

Informe 1977, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 72, página 77.

Informe 1978, Segunda Parte, Segunda Sala, tesis 3, página 7.

Apéndice 1917-1985, Tercera Parte, Segunda Sala, tesis 373, página 636.

Apéndice 1917-1995, Tomo III, Primera Parte, tesis 73, página 52.

Apéndice 1917-1995, Tomo VI, Primera Parte, tesis 260, página 175.

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

El Pleno de este Alto Tribunal en la controversia constitucional 4/2005, resuelta por unanimidad de diez votos de los señores Ministros Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Ramón Cossío Díaz, Margarita Beatriz Luna Ramos, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Sergio A. Valls Hernández,

Olga Sánchez Cordero de García Villegas, Juan N. Silva Meza y presidente Mariano Azuela Güitrón. Fue ponente en este asunto el señor Ministro José Ramón Cossío Díaz. Ausente el señor Ministro José de Jesús Gudiño Pelayo, por estar cumpliendo con una comisión de carácter oficial.”
Establecido lo anterior, debe precisarse que en el expediente del juicio en que se actúa obra agregada copia certificada de la resolución determinante del crédito fiscal de treinta y uno de mayo de dos mil dieciocho, mediante la cual el Director de Fiscalización dependiente de la Dirección General de Ingresos de la Secretaría de Finanzas del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, estableció, en su parte conducente, lo siguiente:
“IMÁGEN DIGITALIZADA”
Ahora bien, la parte demandante señaló que la resolución recurrida en revocación se encontraba indebidamente fundada y motivada, centrándose en que durante el ejercicio revisado se encontró en los supuestos de excepción de pago establecido en el inciso a), numeral 3, de la fracción II, del artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; razón por la cual esta Juzgadora estima necesario en principio conocer la naturaleza del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, por lo que, en ese sentido se realiza la transcripción, en su parte conducente, de los artículos 20, 21, 22, 23, 24 y 25 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, que establecen:
“CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto: 

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre; aun cuando cualesquiera de los sujetos mencionados en esta fracción, o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad, y 

II. Las erogaciones en efectivo o en especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, aún cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, o ambos, tenga su domicilio fuera de la Entidad. 

Entiéndase por efectivo todo pago que sea realizado en efectivo, cheque, transferencia o cualquier otro medio de pago. 

(…)”
“ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo anterior, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.”
“ARTICULO 22. La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal, en términos del artículo 20 de esta Ley.”
“ARTICULO 23. El Impuesto se causará, liquidará y pagará aplicando la tasa del dos punto cinco por ciento sobre la base que señala el artículo anterior.”

“ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal. 

Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello. 

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo. 

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aun cuando no hubiese cantidad a cubrir. 

(…)”
“ARTICULO 25. Los sujetos de este impuesto están obligados a:

I. Registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas; las personas morales y las personas físicas, acreditarán esta condición ante la autoridad fiscal estatal, mediante exhibición de la solicitud de inscripción en el registro federal de contribuyentes presentada ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En el entendido que las personas morales presentarán además, su acta constitutiva protocolizada ante fedatario, debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad con los registros que marca la ley. Los fedatarios públicos comunicarán a la autoridad fiscal estatal la constitución de dichas personas morales; 

II. Presentar aviso ante las mismas autoridades, dentro de los quince días hábiles siguientes de ocurrido uno o varios de los eventos como: cambio de nombre, denominación o razón social; cambio de domicilio; sustitución patronal; suspensión, reanudación o terminación de actividades; aumento, disminución de obligaciones; suspensión, reanudación de operaciones; apertura, cierre de sucursal; escisión, fusión, liquidación de sociedades; clausura definitiva; cancelación de registro federal de contribuyentes; corregir, aclarar o modificar cualquier información presentada a la autoridad; 

(…)”
De los artículos anteriormente transcritos se desprenden las siguientes consideraciones:

· Que son objeto del impuesto todas las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado prestado dentro del territorio del Estado, y los servicios prestados en el mismo, aun cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, tengan su domicilio fuera de la entidad; 

· Que son sujetos del impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones anteriormente señaladas;

· La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones;

· El impuesto se liquida aplicando a la base calculada la tasa del 2.5%;

· El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal subordinado; 

· Que dicho impuesto deberá pagarse mediante declaración mensual a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto; subsistiendo la obligación de presentar dicha declaración aun cuando no hubiese cantidad a cubrir; 

· Que los sujetos de este impuesto están obligados a registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente dentro de los quince días siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que expida la Secretaría de Finanzas; 

· Que los sujetos obligados deberán presentar aviso ante las mismas autoridades de aquellas modificaciones que registren en su situación fiscal, incluyendo, entre otros, el aviso de suspensión de actividades o terminación de actividades. 
De las consideraciones anteriores, vinculadas en su mayoría a los elementos esenciales de la contribución, así como a las obligaciones formales derivadas de la relación tributaria que se integra entre el Estado y los particulares; resulta relevante lo establecido respecto de la figura jurídica de la causación tributaria, en el sentido de asociarse a la causación del impuesto la obligación de pago conforme a lo previsto en el artículo 24 de la Ley de Hacienda en comento; el cual debe realizarse mediante una declaración mensual y presentarse a más tardar el día quince del mes siguiente al de su causación.

En ese orden de ideas, resalta lo establecido en el propio texto legal de referencia –artículo 24-, en la parte que se establece que la obligación de presentar dicha declaración subsiste aun y cuando no hubiese cantidad a cubrir.

De tal suerte que, la cantidad a cubrir dependerá de la base del impuesto, la cual se obtiene del monto total de las erogaciones que se hayan realizado en un periodo determinado por concepto de remuneraciones al trabajo personal, conforme a lo establecido en el artículo 20 de la Ley de Hacienda; en correlación con aquellas erogaciones que se podrían excluir de la integración de la base por razón de su contenido o por el tipo del sujeto que las realiza, de conformidad con lo previsto en el artículo 27 de dicha Ley –lo que será motivo de estudio más adelante-; incluyendo en su caso, la aplicación de incentivos y/o beneficios fiscales previstos en el artículo 28 del ordenamiento legal en comento.

Sin que sea óbice mencionar que en el supuesto de que no se hayan realizado aquellas erogaciones previstas en el artículo 20 de la Ley de Hacienda; no habría cantidad a cubrir en razón de que la base tendría como resultado un cero aritmético.

En este orden de ideas, también es necesario advertir que los sujetos del impuesto -personas físicas y morales-, que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo 20 de la Ley de Hacienda, adquieren ese carácter precisamente cuando con motivo de sus actividades realizan dichas erogaciones causando así el impuesto de referencia; detonándose como consecuencia el deber jurídico de tramitar su registro dentro del plazo que se establece en la fracción I, del artículo 25, de la Ley en comento ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas.

El carácter de ser sujeto del impuesto, le conmina a cumplir con la presentación de la declaración mensual establecida en el artículo 24, con independencia de la cantidad a cubrir; además de presentar los avisos previstos en la fracción II, del diverso 25, cuando ocurran los eventos que se mencionan en dicho precepto legal, dentro de los cuales se contempla el aviso de suspensión o terminación de actividades a fin de mantener actualizada su situación fiscal ante las autoridades administrativas.
En este contexto, la presentación de la declaración mensual, con independencia de la cantidad a cubrir –lo cual dependerá del resultado que arroje el cálculo de la base gravable-, constituye una obligación de carácter formal exigible por la autoridad mientras el sujeto del impuesto no presente su aviso mediante el cual modifique su situación fiscal.
Ahora bien, en el concepto de impugnación que en este acto se analiza, la parte actora afirma y sustenta la ilegalidad del acto impugnado en virtud de que a su dicho se encuentra en los supuestos de excepción de pago establecidos en el artículo 27, fracción II, incisos a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; de ahí que no deba perderse de vista que el artículo 2°
, del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, es categórico en señalar que las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.
Así, en el impuesto sobre nóminas o sobre remuneraciones al trabajo personal, el sujeto pasivo de la relación en función del hecho imponible seleccionado por el legislador para dar lugar a su causación, en términos generales, será aquella persona que en su carácter de patrón realice pagos o erogaciones por concepto de remuneraciones al trabajo personal, hecha excepción de aquellos casos en que el propio legislador establezca exenciones o esquemas de no sujeción del tributo a favor de determinados sujetos, a condición de que sean generales.

En ese sentido, esta Juzgadora precisa que la exención es una técnica impositiva que sin alterar los elementos de la relación jurídica tributaria (sujetos, base, cuota, tasa o tarifa), aminora o libera la obligación de pago nacida, por razones de equidad o política económica, a determinadas personas o respecto de ciertos hechos, para ajustar el tributo a la realidad económica o social actual, al tenor de una valoración particularizada de los principios de justicia tributaria; lo que es diferente a un supuesto de no sujeción. 

En los supuestos de no sujeción, no se configura el hecho imponible del tributo ni surge consecuencia alguna, sino que la norma que los contiene es de carácter didáctico, ya que solamente aclara que determinados hechos nunca han formado parte del presupuesto legal, de carácter fáctico, que explica y justifica el nacimiento de la obligación tributaria (hecho imponible), esto es, el legislador tributario únicamente esclarece cuáles son las personas que no se encuentran sujetas al gravamen mediante un pronunciamiento negativo, pero no excluye el surgimiento de la mencionada obligación, en virtud de que teóricamente nunca emergió al mundo jurídico. 
A diferencia de lo anterior, la exención es resultado de la confluencia de dos normas, a saber, la que determina la sujeción y la que establece los casos de exención –en la especie, los artículos 24 y 27 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí-, pues no puede existir ésta sin hecho imponible previo, ya que no es posible declarar exento lo que previamente no se ha declarado sujeto, habida cuenta que los beneficiarios de la exención se encuentran obligados a cumplir con los deberes formales respectivos.
Bajo ese contexto, como se señaló anteriormente, en la especie las excepciones al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal (ISERTP), se encuentran establecidas en el artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, que por su importancia se transcribe textualmente a continuación:

“ARTICULO 27. Se exceptúan del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal:

I. Las erogaciones que se efectúen por concepto de:

a) Aportaciones del patrón al fondo de ahorro constituido a favor de sus trabajadores, ayuda o vales para despensa y vales de restaurantes, alimentación, pagos de membresías o mantenimiento de clubes sociales o deportivos, pago de colegiaturas y becas para trabajadores o para sus hijos, seguro de vida, seguro de gastos médicos mayores, gastos y honorarios médicos y arrendamiento financiero de vehículos para los trabajadores.

b) Indemnizaciones por la rescisión o terminación de la relación laboral.

c) Indemnizaciones por riesgos de trabajo y enfermedades profesionales que se concedan de acuerdo a las leyes o contratos respectivos.

d) Pensiones y jubilaciones en los casos de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte.

e) Viáticos y gastos de representación efectivamente erogados por cuenta del patrón y que hayan sido debidamente comprobados en los mismos términos que, para su deducibilidad, requiere la Ley del Impuesto sobre la Renta.

f) Participaciones de los trabajadores en las utilidades de las empresas.

g) Aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores (INFONAVIT), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), al Instituto de Pensiones del Estado (IPE), y las del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM), de las cuotas a cargo del patrón.

h) Gastos funerarios.

i) El ahorro cuando se integra por una cantidad semanaria, quincenal o mensual igual del trabajador y del patrón; si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo más de dos veces al año, integrará salario.

j) Las cantidades aportadas para fines sociales, considerándose como tales las entregadas para constituir fondos de algún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado de contratación colectiva. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro.

Para que los conceptos mencionados se exenten deberán estar debidamente registrados en la contabilidad del patrón;

II. Las erogaciones que efectúen:

a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:

1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.

2. Atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad de escasos recursos.

3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.

4. La reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas.

5. La rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos.

b) Ejidos y comunidades.

c) Uniones de ejidos y de comunidades.

d) La empresa social constituida por avecindados, ejidatarios o hijos de éstos, así como las sociedades de solidaridad social y las empresas integradoras de éstas que se constituyan en los términos de la ley de la materia.

e) Asociaciones rurales de interés colectivo.

f) Unidad agrícola industrial de la mujer campesina.

g) Colonias agrícolas y ganaderas;

III. Los pagos realizados a personas físicas por la prestación de su trabajo personal independiente por el cual se deba pagar y, en su caso, retener el Impuesto al Valor Agregado, y
IV. El patrón que contrate a personas que padezcan discapacidad motriz y que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas o sillas de ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o más de la capacidad normal, o tratándose de débiles visuales en el mismo porcentaje, podrá deducir de sus ingresos, un monto equivalente al cien por ciento del impuesto causado por la remuneración del trabajador con alguna de las discapacidades citadas; el cual deberá acreditar mediante certificado de discapacidad que expida la Secretaría de Salud y apegarse al procedimiento que emita la Secretaría para la obtención de dichos estímulos.
Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos mayores, consistentes en el equivalente al veinticinco por ciento del salario efectivamente pagado a las personas de 65 años y más. Para estos efectos se deberá considerar la totalidad del salario que sirva de base para calcular, en el ejercicio que corresponda, las retenciones del impuesto de que se trate.”

(Énfasis añadido)

Del artículo en estudio se desprende que fue pretensión del legislador exceptuar del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, las siguientes hipótesis:

I. Las erogaciones que se efectúen por concepto de:

a) Aportaciones del patrón al fondo de ahorro constituido a favor de sus trabajadores, ayuda o vales para despensa y vales de restaurantes, alimentación, pagos de membresías o mantenimiento de clubes sociales o deportivos, pago de colegiaturas y becas para trabajadores o para sus hijos, seguro de vida, seguro de gastos médicos mayores, gastos y honorarios médicos y arrendamiento financiero de vehículos para los trabajadores.

b) Indemnizaciones por la rescisión o terminación de la relación laboral.

c) Indemnizaciones por riesgos de trabajo y enfermedades profesionales que se concedan de acuerdo a las leyes o contratos respectivos.

d) Pensiones y jubilaciones en los casos de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte.

e) Viáticos y gastos de representación efectivamente erogados por cuenta del patrón y que hayan sido debidamente comprobados en los mismos términos que, para su deducibilidad, requiere la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

f) Participaciones de los trabajadores en las utilidades de las empresas.

g) Aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores (INFONAVIT), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), al Instituto de Pensiones del Estado (IPE), y las del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM), de las cuotas a cargo del patrón.

h) Gastos funerarios.

i) El ahorro cuando se integra por una cantidad semanaria, quincenal o mensual igual del trabajador y del patrón; si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo más de dos veces al año, integrará salario.

j) Las cantidades aportadas para fines sociales, considerándose como tales las entregadas para constituir fondos de algún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado de contratación colectiva. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro.

II. Las erogaciones que efectúen:

a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:
1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.

2. Atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad de escasos recursos.

3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.

4. La reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas.

5. La rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos.

b) Ejidos y comunidades.

c) Uniones de ejidos y de comunidades.

d) La empresa social constituida por avecindados, ejidatarios o hijos de éstos, así como las sociedades de solidaridad social y las empresas integradoras de éstas que se constituyan en los términos de la ley de la materia.

e) Asociaciones rurales de interés colectivo.

f) Unidad agrícola industrial de la mujer campesina.

g) Colonias agrícolas y ganaderas.
III. Los pagos realizados a personas físicas por la prestación de su trabajo personal independiente por el cual se deba pagar y, en su caso, retener el Impuesto al Valor Agregado.

Asimismo, en la fracción IV, del artículo en estudio, el Legislador estableció dos hipótesis especiales de excepción, una relacionada con que el sujeto contratase a personas con capacidades diferentes; y la otra a través del otorgamiento de un estímulo fiscal cuando se contrataran adultos mayores.

Así, del análisis detallado al artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, esta Juzgadora advierte que fue el legislador quien estableció que se exceptuaba del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a las siguientes hipótesis:

1.- Por el tipo –concepto- de erogación efectuada, lo que se ve reflejado en la fracción I del ordinal en estudio y todos sus subincisos.

2.- Por quién efectúa las erogaciones, es decir, por el sujeto; lo que detalló en dos casos distintos:

2.1.- Por las actividades que realiza el sujeto, caso reflejado en la fracción II, inciso a) del ordinal en estudio y todos sus numerales.

2.2.- Únicamente por la propia naturaleza jurídica del sujeto, casos comprendidos en los incisos b), c), d), e), f), y g), de la fracción II, del ordinal en estudio.
3.- Categóricamente señaló que se exceptuaban, los pagos realizados a personas físicas por la prestación de su trabajo personal independiente por el cual se debiese pagar y, en su caso, retener el Impuesto al Valor Agregado; hipótesis prevista en la fracción III, del ordinal en estudio.

4.- Las hipótesis especiales de excepción, reflejadas en la fracción IV y último párrafo, del ordinal en estudio.

En efecto, debe destacarse que el legislador estableció únicamente para las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, el que dependiera la excepción del pago, de acuerdo a las actividades que realizan.
Las diversas excepciones de pago establecidas en la fracción II, incisos b), c) y d), del artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado, se refieren única y exclusivamente al sujeto que realiza las erogaciones –no por sus actividades, sino por su naturaleza-.

Ahora bien, debe precisarse que la parte actora controvierte que la autoridad demandada al emitir la resolución liquidatoria indicó con una fundamentación y motivación deficiente que la contribuyente no aportó durante la visita documentación reciente y actualizada que comprobara que su actividad se encontraba en el supuesto de exención, bajo la premisa de que el periodo al que se refería era el de aquel momento de emisión de la resolución determinante del crédito fiscal.
Así como que la interpretación normativa de la autoridad fue incorrecta al violar dicho principio y extralimitar sus funciones en perjuicio de la actora, por agregar conceptos en su interpretación que la norma no contempla.
Y que la valoración del cúmulo probatorio realizado por la demandada y aportado para acreditar que se encontraba en el supuesto de exención al pago del impuesto fue incorrecto y por ello con las resoluciones impugnadas se violó el principio de legalidad que deben cubrir todos los actos.
En esas consideraciones, esta Juzgadora estima que para definir si la hipótesis de exención en el caso en estudio le resultaba aplicable a la demandante, se requiere esencialmente conocer las actividades que realizó la hoy actora en el ejercicio revisado, para establecer si con ellas cumplió con los requisitos para ser considerada sujeto de excepción conforme a lo dispuesto en el artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.

Por consiguiente, en cuanto al argumento de la accionante planteado en parte del segundo concepto de impugnación de la demanda relativo a que la autoridad demandada incurrió en una indebida fundamentación y motivación por señalar que al momento en que se emitió la resolución recurrida en revocación no se acreditó con documentación reciente y actualizada, debe precisarse que dicha expresión no le irroga agravio alguno a la accionante, pues en efecto, tal motivación se refiere propiamente a que ni aún en aquel momento en que se emitió la mencionada resolución la actora había acreditado que en el ejercicio fiscal sujeto a revisión se encontró en el supuesto de excepción al pago del impuesto.

Pues, como se analizó con anterioridad la hipótesis de excepción constituye la actualización de dos requisitos, de entre ellos, aquel que se basa en las actividades que se realizan, más allá de la simple naturaleza de la asociación actora, lo cual evidentemente requiere de acreditación probatoria, que de manera indubitable demuestre que efectivamente realizaba actividades a las que resultaba aplicable la excepción del pago del impuesto durante el ejercicio sujeto a revisión, de ahí que dicho argumento se considere inoperante al basarse en una premisa que tiene como sustento una hipótesis no verídica, como es que la autoridad demandada estimó que en el ejercicio relativo al año dos mil dieciocho, en que emitió la determinante del crédito fiscal controvertida en revocación, la parte actora no acreditaba con documental alguna encontrarse en el supuesto de exención al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, cuando resulta evidente que el pronunciamiento de la autoridad demandada se refería al ejercicio revisado el cual correspondía al año dos mil dieciséis.
Cobra aplicación por analogía a lo anterior la tesis de jurisprudencia cuyos datos de identificación rubro y contenido son los siguientes:
Registro digital: 2008226

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Común

Tesis: XVII.1o.C.T. J/5 (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 14, Enero de 2015, Tomo II, página 1605

Tipo: Jurisprudencia

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE TIENEN COMO SUSTENTO UN POSTULADO NO VERÍDICO [APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 108/2012 (10a.)]. La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la jurisprudencia en cita, determinó que los agravios cuya construcción parte de premisas falsas son inoperantes, ya que a ningún fin práctico conduciría su estudio pues, al partir de una suposición no verdadera, su conclusión es ineficaz para obtener la revocación de la sentencia recurrida; principio que aplica a los conceptos de violación cuyo sustento es un postulado que resultó no verídico; de ahí que sea ocioso su análisis y, por ende, merecen el calificativo de inoperantes.”
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL DÉCIMO SÉPTIMO CIRCUITO.

Amparo directo 39/2014. Leoni Cable, S.A. de C.V. 15 de mayo de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Amador Muñoz Torres, secretario de tribunal autorizado para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Myrna Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 607/2014. Joel Armando Estrada Morales. 2 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Gerardo Torres García. Secretario: Dante Orlando Delgado Carrizales. 

Amparo directo 711/2014. Rogelio Reza Valenzuela. 16 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretario: Carlos Martín Hernández Carlos.

Amparo directo 688/2014. Ivonne Elizabeth Torres Ramírez. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: María del Carmen Cordero Martínez. Secretaria: Grisselle Chan Muñoz.

Amparo directo 693/2014. 23 de octubre de 2014. Unanimidad de votos. Ponente: Manuel Armando Juárez Morales. Secretario: Ismael Romero Sagarnaga.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 108/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 3, octubre de 2012, página 1326, con el rubro: "AGRAVIOS INOPERANTES. LO SON AQUELLOS QUE SE SUSTENTAN EN PREMISAS FALSAS."

Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 09:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
Asimismo es de señalarse que, el motivo de disenso esgrimido como mera apreciación sin alcanzar a definir siquiera de qué manera se estima actualizada la afectación jurídica por el señalamiento de la autoridad de no demostrar con documentación vigente y actualizada el supuesto de excepción, implica que se considere inoperante, pues la actora no construye argumento lógico jurídico alguno que denote la transgresión a su esfera jurídica, ya que en realidad solo se duele de una expresión que a su juicio -por estimar de manera aislada el pronunciamiento de la autoridad- resultó imprecisa, de ahí que resulte aplicable por analogía al caso la jurisprudencia I.6o.C. J/21, emitida por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, publicado en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XII, Agosto de 2000, Página: 1051, en la cual se resolvió lo siguiente:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN INOPERANTES. LO SON SI NO CONTIENEN DE MANERA INDISPENSABLE, LOS ARGUMENTOS NECESARIOS QUE JUSTIFIQUEN LAS TRANSGRESIONES DEL ACTO RECLAMADO.  Si en los conceptos de violación no se expresan los razonamientos lógicos y jurídicos que expliquen la afectación que le cause a la quejosa el pronunciamiento de la sentencia reclamada, los mismos resultan inoperantes, toda vez que todo motivo de inconformidad, no por rigorismo o formalismo, sino por exigencia indispensable, debe contener los argumentos necesarios, tendientes a justificar las transgresiones que se aleguen, de tal manera que si carecen de aquéllos, no resultan idóneos para ser analizados por el tribunal federal correspondiente, en el juicio de amparo.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 1186/95. Sistemas de Alimentos Rápidos, S. de R.L. de C.V. 9 de agosto de 1995. Unanimidad de votos. Ponente: Enrique R. García Vasco. Secretario: Rogelio Saldaña Hernández.

Amparo directo 7976/96. Quezadas Macías Contadores Públicos, S.C. 13 de marzo de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Sergio Ignacio Cruz Carmona.

Amparo directo 886/98. Francisco Ríos Villegas. 26 de febrero de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Max Enrique Cymet Ramírez.

Amparo directo 10876/98. María del Consuelo Avendaño Galindo. 7 de julio de 1999. Unanimidad de votos. Ponente: Adalid Ambriz Landa. Secretario: Alfonso Avianeda Chávez.

Amparo directo 11736/99. Comercializadora Granda, S.A. de C.V. 26 de mayo de 2000. Unanimidad de votos. Ponente: José Juan Bracamontes Cuevas. Secretario: Víctor Hugo Guel de la Cruz.”

Ahora bien, a continuación resulta pertinente analizar el argumento de la actora, en que alega que la autoridad demandada interpreta inadecuadamente la fracción II, inciso a) numeral 3, del artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, ya que aduce haberse encontrado sujeta a la hipótesis prevista en la misma, por la cual se encontraba exenta al pago del impuesto relativo en el ejercicio dos mil dieciséis.

Ello en concatenación con las pruebas ofrecidas y aportadas por la demandante ante la autoridad demandada y propiamente hechas llegar a este Tribunal con motivo de la interposición de la demanda que dio inicio al presente juicio, lo cual se traduce propiamente en la facultad de esta Juzgadora de analizar las cuestiones de fondo privilegiando a la forma, aunado a que se considera que se cuenta con los elementos para resolver efectivamente la cuestión planteada. 
Lo anterior en franco respeto al principio de pronta, completa e imparcial aplicación de justicia en términos de lo establecido en el artículo 17 constitucional.
En ese sentido, de lo dispuesto en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, podemos desprender lo siguiente:

“ARTICULO 27. Se exceptúan del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal:

(…)

II. Las erogaciones que efectúen:

a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:

1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.

2. Atención en establecimientos especializados a menores, adultos mayores en estado de abandono o desamparo, y personas con discapacidad de escasos recursos.

3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.
De lo dispuesto en el artículo 27, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, esta Juzgadora reitera que se advierte que fue el legislador quien estableció que se exceptuaba del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a la siguiente hipótesis en particular:

1.- Por quién efectúa las erogaciones, es decir, por el sujeto; lo que detalló en dos casos distintos:

· Por las actividades que realiza el sujeto, caso reflejado en la fracción II, inciso a) del ordinal en estudio y todos sus numerales, -3 en el caso que nos atañe-.
Ahora bien, en cuanto al argumento de la actora en el sentido de que las autoridades demandadas contravinieron lo dispuesto en el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en relación con lo dispuesto en el artículo 5° del Código Fiscal de la Federación, al realizar una incorrecta interpretación del artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí; ello en razón de que las autoridades demandadas hicieron una libre interpretación de la norma argumentando que se encuentra sujeta al pago del Impuesto de mérito, toda vez que no comprueba que su actividad consistiera única y exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.
Una vez analizado el anterior argumento, esta Juzgadora estima que el mismo resulta parcialmente fundado pero insuficiente por sí solo para declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas, en razón de lo siguiente:

El artículo 3° de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, establece:

“ARTICULO 3º. En lo no previsto por esta Ley, se aplicará supletoriamente el Código Fiscal del Estado y, en defecto de éste, las normas del derecho común local.”

De la disposición antes citada se desprende que, en lo no previsto en la Ley que rige el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, se aplicará supletoriamente el Código Fiscal del Estado, y, en defecto de éste, las normas del derecho común local.

Por su parte el artículo 2° del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establece: 

“ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”

Del dispositivo legal antes transcrito se desprende que, las disposiciones fiscales que, entre otras, señalen excepciones a dichas disposiciones, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.

Así las cosas, un vez establecido el marco normativo relativo, debe tomarse en consideración lo expuesto por las autoridades demandadas en las resoluciones impugnadas, las cuales se reproducen a continuación en su parte conducente:
Resolución determinante del crédito fiscal:

“IMÁGEN DIGITALIZADA”

De lo expuesto por la autoridad demandada en el texto antes transcrito se desprende que la autoridad emisora de la determinación crediticia estableció que la hoy actora no demostró plenamente encontrarse en alguno de los supuestos establecidos en el artículo 27, fracción II, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, al no aportar documentación reciente y actualizada que comprobara que su actividad consiste única y exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica, de orientación social y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, específicamente a menores, ancianos o discapacitados.
Asimismo, se advierte que la citada autoridad concluyó que al no demostrar la hoy actora con elementos suficientes, así como de la interpretación armónica y sistemática del numeral 27, fracción II, inciso a), numerales o sus incisos 1, 2 y 3 de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, era evidente que la contribuyente si se encuentra sujeta al pago del impuesto revisado.

Y que, al verificar en los registros electrónicos de la autoridad se conoció que el 14 de febrero de 2017, la contribuyente visitada presentó declaración del ejercicio personas morales, tipo de declaración normal, correspondiente al ejercicio 2016 revisado, y concluyó que la cantidad de $215´431,863.00 (doscientos quince millones, cuatrocientos treinta y un mil ochocientos sesenta y tres pesos 00/100 M.N.) correspondía a ingresos por su actividad de los cuales expidió comprobantes fiscales a sus clientes, concluyendo que los servicios que presta tienen un carácter preponderantemente económico, es decir, no va dirigido únicamente a personas con escasos recursos, sino al usuario en general, que cuenten con los medios suficientes para satisfacer sus necesidades de salud y bienestar social; a lo cual hizo mención especial que el Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, como lo señala el artículo 20 de la Ley de Hacienda para el Estado, grava las erogaciones en efectivo en especie por remuneraciones al trabajo personal subordinado, mas no la actividad de los contribuyentes.

Y en la resolución recaída al recurso de revocación al final de la página 15, la autoridad demandada estableció:
“IMÁGENES DIGITALIZADAS”

De lo expuesto por la autoridad emisora de la resolución recaída al recurso de revocación en la parte antes reproducida se desprende que, estableció en su criterio que al no encontrarse previsto en el artículo 27 fracción II, inciso 3, el concepto usuarios en general, en concatenación con lo que advirtió la fiscalizadora en el oficio determinante del crédito fiscal, consistente en que al verificar los registros electrónicos de la Dirección de Fiscalización quedaba claro que los servicios que presta la contribuyente hoy actora, tienen un carácter económico, y que no van dirigidos exclusivamente a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados, como lo establecía en ese entonces la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí en el ejercicio revisado.
En efecto, de lo expuesto por las autoridades demandadas en las resoluciones impugnadas se desprende que, como lo indica la parte actora, al identificar los supuestos de exención de la norma tributaria incurren en el error de señalar que la actividad debe consistir única y exclusivamente en prestar asistencia médica o jurídica, de orientación social y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, específicamente a menores, ancianos o discapacitados.
Sin embargo, dicha irregularidad no implica que los hechos por los cuales las citadas autoridades consideraron que la hoy actora era sujeta al pago de la contribución omitida por haberse declarado en cero aritmético en las declaraciones correspondientes, no se actualizan, es decir, la expresión que de manera errónea realizaron las autoridades demandadas al utilizar los conceptos única y exclusivamente, si bien constituyen una irregularidad en la emisión de las correspondientes resoluciones, no menos cierto es que, en el fondo la hoy actora aduce no ser sujeta al supuesto normativo que le obliga al pago de la contribución local en cuestión, lo cual con independencia de la correcta o incorrecta interpretación realizada en las resoluciones impugnadas, al ser una cuestión que en el caso no puede quedar sin analizar por haberse sometido al escrutinio jurídico de este Tribunal, en conjunto con el análisis que corresponde al cúmulo probatorio debe quedar completamente definida en la presente resolución.
A lo anterior, debe indicarse que la interpretación realizada por las autoridades demandadas no se comparte por lo siguiente:
Como lo dispuesto el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, del cual se desprende que se exceptuaba del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, a aquellos sujetos mencionados en el multicitado inciso, en relación con sus actividades, en particular en el caso que acontece, la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.
De la simple revisión al supuesto de exención previsto en el numeral 3, esta Juzgadora desprende que tal dispositivo legal, en su parte correspondiente, no establece expresamente que las actividades de los contribuyentes que se encuentren en alguno de los posibles supuestos de exención de pago, deban realizar dichas actividades en el caso particular prestando asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad, de manera única y exclusiva, lo cual de igual manera se hace extensivo al concepto usuarios en general que utilizaron las demandadas para definir que no se encontraba en el supuesto de exención por ofrecer sus servicios a este tipo de usuarios.
En ese sentido, resulta inconcuso para esta Juzgadora que en las actividades de los contribuyentes como la hoy actora, para cumplir con los requisitos de exención al pago de Impuesto pueden concurrir actividades que tengan como finalidad un carácter económico y aquellas que la norma que define la exención refiere -prestar asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad-, dado que la norma en estudio no establece expresamente una proscripción legal a esa circunstancia, lo cual torna en irregular el pronunciamiento de las autoridades demandadas, en violación a lo dispuesto en el artículo 46, fracciones IV y V del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, por una indebida fundamentación y motivación para resolver que en el caso la hoy parte actora se encontraba fuera de los supuesto de exención de la norma tributaria.

Ahora bien, no obstante lo anterior, debe precisarse que en el caso concreto, de declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas para el único efecto de que las autoridades demandadas emitieran un nuevo acto en el cual realizaran una correcta interpretación del dispositivo legal y determinasen lo que en derecho procediera, en nada beneficiaría a la hoy actora, pues, como en el caso, el supuesto de exención implica la constatación de la concurrencia de requisitos adicionales y no la simple interpretación relativa a si la hoy actora podía realizar actividades que se encontrasen fuera del supuesto normativo de excepción, lo cual implica propiamente parte de las funciones de las demandadas, que en nada constituyen extralimitarse en tales funciones.
Por la anterior consideración, lo conveniente es continuar con el estudio de los restantes argumentos expuestos por la actora para determinar si con el cúmulo probatorio que aportó e intentó aportar ante las demandadas y las que allegó al presente juicio, se demuestra que efectivamente se encontraba en el supuesto de excepción al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, lo cual implicaría la nulidad absoluta de las resoluciones impugnadas.
En tales circunstancias, es importante precisar que, en el caso particular, a fin de acreditar la procedencia de la hipótesis de exención establecida en la multicitada disposición, es necesario que la parte actora demostrara en específico el cumplimiento de los siguientes requisitos: 1. Que la contribuyente sea una sociedad o asociación civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta; y, 2. Que en el caso, además de lo anterior, realice la prestación de asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.
En ese contexto, es concluyente que para acreditar la actualización del supuesto de exención, no basta con que se cumpla de manera aislada con el primer o segundo requisito, sino que el cumplimiento de ambos requisitos es el que actualiza la hipótesis de exención al pago del Impuesto de mérito.

En ese orden, la hoy actora alega en su último concepto de impugnación del escrito de demanda que la autoridad demandada realiza una incorrecta valoración de las pruebas, argumentando que las pruebas aportadas por la entonces recurrente no fueron suficientes para demostrar que se encontraba en el supuesto establecido en el artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, destacando que el hecho de que se hayan reformado los artículos 20 a 28 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí (sic) pues su mandante cumplió con todas las premisas a la fecha en que se llevó a cabo la revisión por parte de la autoridad.
Enseguida, arguye la actora que quedó suficientemente probado con el directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, el cual fue obtenido de la página oficial del Servicio de Administración Tributaria, que también trajo como prueba en el presente juicio, que durante el ejercicio 2016 se encontraba como donataria autorizada en términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta.
Sin embargo, la autoridad demandada decidió tacharla por improcedente por haberla ofrecido supuestamente bajo los lineamientos de una legislación inaplicable, lo cual la actora aduce es contrario a lo establecido en el artículo 2° párrafo segundo del Código Fiscal del Estado, en relación con el Código Fiscal de la Federación al que es aplicable el Código Federal de Procedimientos Civiles, razón por la cual la demandada se encontraba obligada a otorgar la valoración pertinente a la “impresión del directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, obtenida de la página del Servicio de Administración Tributaria”, por así derivarse de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí.
Que en ese tenor, si la autoridad hubiera hecho una valoración correcta de la prueba en comento habría quedado perfectamente demostrado que durante el ejercicio fiscal 2016, la hoy actora se encontraba en el estatus de “donataria autorizada”, lo cual era de suma importancia para decidir si se encontraba exenta o no del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, en dicho ejercicio.
Asimismo, en cuanto a la prueba consistente en la impresión del anexo 14 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, publicada el 23 de diciembre de 2016 en el Diario Oficial de la Federación, en el cual se incluye la información relativa del 1° de enero al 1° de diciembre de 2016, la parte actora alega que la autoridad demandada de manera arbitraria decide no otorgarle valor probatorio bajo el argumento de que fue exhibida en copia fotostática y aplica lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, el cual considera totalmente incorrecto e ilegal en razón de que existe criterio jurisprudencial de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que establece que basta con que una prueba sea referida a las publicaciones del Diario Oficial de la Federación, para que las autoridades se encuentren obligadas a tomarlos en cuenta.

Aunado a lo anterior alega la actora que en cuanto a la prueba consistente en: “copia certificada del acta de Asamblea de 1998 donde se establece que el objeto social de mi representada es el de instauración, operación, administración, control, dirección, y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de atención médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socio(sic), personas de escasos recursos económicos y a usuarios en general”, decide no otorgarle valor probatorio pleno bajo el mismo argumento de constituir una prueba ofrecida en copia fotostática.

Y, en la parte final del concepto de impugnación en estudio en cuanto a la prueba consistente en “copia certificada del oficio número 11223 de fecha 31 de octubre de 2002, firmado por la Profa. Ma. del Rayo H. Núñez, Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de San Luis Potosí”, la parte actora alega que la autoridad decidió restarle valor probatorio, en razón de que las modificaciones que tuvo y que entraron en vigor a partir del 1° de enero de 2013, dentro de las cuales se reformaron los artículos del 20 a 28 de la Ley de Hacienda para el Estado, dicho oficio ya no cumple con lo señalado en el artículo  27 fracción II, inciso a), numeral 3, de la mencionada ley; lo cual la deja en estado de indefensión pues a su juicio la autoridad no explica suficientemente las razones que la llevaron a esa conclusión.
Agrega que no es dable que la autoridad argumente lo señalado con anterioridad, pues que se hayan realizado diversas modificaciones a la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, no cambia en lo absoluto la situación que se buscaba comprobar con el oficio 11223, es decir, que su representada efectivamente tenía como actividad la asistencia médica, ya que los artículos 22 al 28 de la Ley de Hacienda, no constituyen un capítulo que hable sobre pruebas o establezca el procedimiento para estas (sic).
Finalmente, en cuanto a las pruebas consistentes en los legajos 1 y 2, conformados por nueve y veinticuatro expedientes respectivamente, con los cuales la actora pretendió acreditar que materialmente se actualizó la actividad relativa al supuesto de exención de pago, la demandante se duele de que la autoridad demandada decidió no otorgarle valor probatorio alguno por haber aportado el primer legajo en copia simple y en cuanto a las pruebas del segundo legajo porque se trata de documentales privadas, y en razón de ello, en contradicción omitió respetar el valor de indicio que otorgó a las mismas, ya que pudo adminicularlas con el demás caudal probatorio para determinar su alcance probatorio.
A juicio de esta Sala los argumentos del cuarto concepto de impugnación antes sintetizado resultan fundados pero inoperantes para acreditar las pretensiones de la actora, en virtud de lo siguiente:
Los artículos 172, 173 fracción IV y antepenúltimo párrafo, 177 y 178 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, establecen:

“ARTICULO 172.- El escrito de interposición del recurso deberá contener los siguientes requisitos:

I. Los datos del contribuyente a que se refiere el artículo 33 de este Código;

II. El acto o resolución que se impugna, indicando brevemente sus antecedentes;

III. Los agravios que cause al promovente el acto o resolución impugnada, y

IV. Las pruebas que ofrezca.
Cuando falte alguno de los requisitos establecidos, la autoridad requerirá al promovente para que los señale, otorgándole un plazo de cinco días, vencido el cual sin atenderse el requerimiento, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo en el caso de la fracción IV de este artículo, en que se tendrán por no ofrecidas las pruebas.”
“ARTICULO 173.- Al escrito en que se promueva el recurso, deberá anexarse lo siguiente:

(…)
IV. Las pruebas documentales que se ofrezcan.

Cuando se omita anexar alguno de los documentos a que se refiere este artículo, la autoridad requerirá al promovente para que lo haga, otorgándole un plazo de cinco días, vencido el cual sin que se atienda el requerimiento, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo en el caso de la fracción IV de este artículo, en que se tendrán por no ofrecidas las pruebas…”
“ARTICULO 177.- En el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la confesional a cargo de las autoridades y la testimonial. Sin embargo, podrán pedirse informes por escrito a las autoridades, respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos.

Las pruebas supervenientes podrán ofrecerse hasta en tanto no se dicte resolución en el recurso.

La autoridad que conozca del recurso, para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, así como ordenar la práctica de cualquier diligencia.”
“ARTICULO 178.- Las autoridades resolutorias valorarán las pruebas siguiendo las reglas establecidas en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.”
De lo dispuesto en los artículos antes transcritos se desprende que el escrito de interposición del recurso de revocación deberá contener diversos requisitos, entre ellos, señalar las pruebas que ofrezca, y, cuando falte alguno de los requisitos establecidos, la autoridad requerirá al promovente para que los señale, otorgándole un plazo de cinco días, vencido el cual sin atenderse el requerimiento, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo en el caso de la fracción IV de dicho artículo, en que se tendrán por no ofrecidas las pruebas.
Asimismo se desprende que, en el recurso de revocación serán admisibles toda clase de pruebas, excepto la confesional a cargo de las autoridades y la testimonial, no obstante ello podrán pedirse informes por escrito a las autoridades, respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos. Y las pruebas supervenientes podrán ofrecerse hasta en tanto no se dicte resolución en el recurso, aunado a que la autoridad que conozca del recurso, para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, así como ordenar la práctica de cualquier diligencia.
Finalmente, del artículo 178 del Código Fiscal en comento se desprende que las autoridades resolutoras valorarán las pruebas siguiendo las reglas establecidas en el Código de Procedimientos Civiles del Estado.

Con base en lo anterior, en cuanto a la prueba consistente en “impresión del directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, obtenida de la página del Servicio de Administración Tributaria” se tiene que el argumento de la parte actora resulta parcialmente fundado, en virtud de que como se advierte de lo dispuesto en los artículos del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, antes citados, el recurrente en su escrito de revocación se encuentra constreñido a señalar las pruebas que ofrezca y anexar al mismo dichas pruebas, pero cuando omita anexar alguno de los documentos a que se refiere el artículo 173 del citado ordenamiento, la autoridad requerirá al promovente para que lo haga, otorgándole un plazo de cinco días, vencido el cual sin que se atienda el requerimiento, se tendrá por no interpuesto el recurso, salvo en el caso de la fracción IV de este artículo, en que se tendrán por no ofrecidas las pruebas.

Enseguida, tenemos que en el recurso de revocación se admitirá toda clase de pruebas, excepto la confesional a cargo de las autoridades y la testimonial, sin embargo, podrán pedirse informes por escrito a las autoridades, respecto de hechos que consten en sus expedientes o de documentos agregados a ellos, y, que la autoridad que conozca del recurso, para un mejor conocimiento de los hechos controvertidos, podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga relación con los mismos, así como ordenar la práctica de cualquier diligencia.

En ese sentido, tenemos que de lo dispuesto en los artículos en estudio se desprende que el propio Código Fiscal del Estado regula las formalidades a seguir al plantear el recurso de revocación y el actuar de las autoridades resolutoras según cada caso particular, de donde advertimos esencialmente que se encuentra previsto que en el recurso será admisible toda clase de prueba, salvo la confesional y testimonial a cargo de las propias autoridades.
A su vez, podemos advertir que las autoridades resolutoras valorarán las pruebas siguiendo las reglas del Código de Procedimientos Civiles del Estado.
En ese sentido, se advierte que la autoridad demandada en la resolución impugnada estableció que la prueba consistente en la: “impresión del directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, obtenida de la página del Servicio de Administración Tributaria”, se tacha de improcedente por no ser ofrecida bajo los lineamientos de la legislación aplicable”, ello porque a su juicio la disposición procedimental local contempla que se puede ofrecer dicha probanza, pero la recurrente no señaló en todo caso la supletoriedad a que se refiere el artículo 2° del Código Fiscal de Estado.

Tomando en consideración lo anterior, resulta inconcuso para esta Juzgadora que en el recurso de revocación se podrán ofrecer toda clase de pruebas, mismas que deberán señalarse en el escrito de interposición del recurso y anexarse al mismo, y en caso de no satisfacer dichos requisitos deberá mediar requerimiento de la autoridad o pronunciamiento en sentido de desecharlas por improcedentes o bien tenerlas por no ofrecidas, circunstancia que de no ocurrir, en la resolución que recaiga al recurso la autoridad resolutora se encontrará constreñida a valorar las pruebas siguiendo las reglas establecidas en el Código de Procedimientos Civiles del Estado, impedida por su puesto para determinar tachar de improcedente cualquier prueba en razón de que en esa etapa de resolución no es el momento para tachar de improcedentes pruebas, sino en todo caso, determinar su valor y alcance probatorio.
Por tanto, esta Sala considera que respecto de la documental ofrecida por la hoy parte actora en el escrito del recurso de revocación, debió emitirse por parte de la resolutora pronunciamiento en el cual determinara el valor y alcance probatorio de la misma y no de manera equivocada tacharla de improcedente para evadir su obligación establecida en el artículo 178 del Código Tributario en mención, máxime que, como lo señala la autoridad demandada dicha prueba podía ser ofrecida en términos de la disposición aplicable, es decir, los preceptos citados por la recurrente para realizar su ofrecimiento no impedían a la demandada que conforme a la naturaleza propia de las documentales ofrecidas como prueba realizara su valoración y determinara su alcance probatorio, menos aún en el caso de que se estime que el error en su ofrecimiento consiste en citar un dispositivo erróneo, ya que ello no se encuentra legalmente establecido para impedir o limitar su valoración.
Enseguida, por lo que hace a los argumentos en torno al pronunciamiento de la autoridad demandada respecto de la prueba consistente en la impresión de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, publicada el 23 de diciembre de 2016, en el Diario Oficial de la Federación, en el que se incluyó la información relativa del 1° de enero de 2016 al 13 de diciembre de 2016, esta Sala Unitaria estima que la autoridad demandada de manera incorrecta estableció que no podía otorgarle un valor probatorio pleno, en razón de que consistía en una fotocopia, con sustento en lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, en el cual se establece que “El valor de las pruebas fotográficas, taquigráficas y de otras cualesquiera aportadas por los descubrimientos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio judicial.”; adicionando a su determinación el criterio jurídico de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación de rubro “DOCUMENTOS PRIVADOS ORIGINALES Y COPIAS FOTOSTATICAS SIMPLES. SU VALOR PROBATORIO EN LOS JUICIOS MERCANTILES.”
Se dice lo anterior, en virtud de que, si bien la autoridad demandada estima que dicha documental constituye una documental pública al ser presentada en fotocopia no podía otorgarle valor probatorio pleno, sin embargo, debe precisarse por un lado que al constituir una prueba documental publica como la propia autoridad lo reconoce en la resolución impugnada, no le es aplicable el criterio jurisprudencial que cita en razón de que el mismo es aplicable en materia mercantil y se refiere a distinciones sobre el valor probatorio que pudiere otorgarse a documentales privadas aportadas en original o en copia fotostática lo cual en el caso no aconteció.
Aunado a que en su pronunciamiento la autoridad demandada únicamente establece otorgarle un valor probatorio de indicio, sin que posteriormente conforme a dicho valor se pronunciara sobre el alcance del citado documento.

En cuanto al pronunciamiento de la autoridad demandada respecto de la prueba consistente en el Acta de asamblea de 1998, donde se establece que el objeto social de la actora es la “instauración, administración, control, dirección y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de atención médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socios, personas de escasos recursos económicos y a usuarios en general”, en el que determinó no otorgarle valor probatorio pleno con fundamento en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, por haber sido aportado en copia fotostática, decidiendo otorgar un valor probatorio de indicio, de igual manera se estima que dicha determinación de la autoridad incurre en la irregularidad detectada previamente que consiste en omitir pronunciarse sobre el alcance probatorio de tal documental limitándose a señalar que con esas probanzas no acreditó su pretensión, sin mayor justificación, razón por la cual se estima parcialmente fundado el argumento de la actora.

Hasta este punto, esta Sala Unitaria estima que debe destacarse que conforme a la litis planteada en el presente asunto, se cuenta con los elementos suficientes para determinar si en el fondo le asiste la razón a la parte actora en cuanto su pretensión, la cual consiste en conocer si efectivamente se encontraba en el supuesto de exención al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, razón por la cual, respecto de las pruebas que la autoridad demandada decidió negar valor probatorio y de las cuales en párrafos anteriores se ha decidido que dicha autoridad incurrió en error al pronunciarse sobre su valor y alcance probatorio, se procede a realizar el análisis conducente.
Así las cosas, del cumulo probatorio consistente en la “impresión del directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, obtenida de la página del Servicio de Administración Tributaria”; la impresión del anexo 14 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, publicada el 23 de diciembre de 2016, en el Diario Oficial de la Federación, en el que se incluyó información relativa del 1° de enero de 2016 al 13 de diciembre de 2016; y el “acta de Asamblea de 1998 donde se establece que el objeto social de mi representada es el de instauración, operación, administración, control, dirección, y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de atención médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socio(sic), personas de escasos recursos económicos y a usuarios en general” –este último exhibido en copia certificada en el presente juicio-, se puede advertir que el valor probatorio de indicio en relación con dichos documentos analizados en su conjunto tiene como alcance probatorio, a juicio de esta Sala Unitaria determinar que la hoy actora acreditó tener la naturaleza de ser una asociación civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, lo anterior con sustento en lo dispuesto en el primer párrafo del artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, y a razón del uso de su arbitrio judicial sobre dichas documentales a las cuales por las razones aducidas por la autoridad les corresponde un valor de indicio pero suficiente para demostrar lo anterior, de ahí que se considere que el primer requisito de aquellos que se deben cubrir para ser sujeto de exención al pago del multicitado Impuesto, se encuentra acreditado y cubierto por la accionante.
No obstante ello, se reitera que, para el caso que en la escritura constitutiva o en los estatutos de la asociación civil respectiva, se encuentre señalado en forma expresa que el objeto de dicha persona jurídica sea la instauración, operación, administración, control, dirección, y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de atención médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes a socio(sic), personas de escasos recursos económicos y a usuarios en general; aunado a que exista registro en el directorio de organizaciones civiles autorizadas para recibir donativos, según se advierte de la página del Servicio de Administración Tributaria, lo cual se desprende del cumplimiento a los requisitos de los puntos 3.10.2 y 3.10.3 de la resolución miscelánea fiscal para dos mil diecisiete, no implica el acreditamiento de los requisitos previstos en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues para que se halle fehacientemente demostrado el extremo de que se trata, es necesario que lo anterior se vea robustecido con algún otro medio de prueba, tendente a justificar que la actora en realidad llevó a cabo actividades consistentes en la prestación de asistencia médica, jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, adultos mayores, y personas con discapacidad.
 Ahora bien, en concatenación con lo anterior, en cuanto a las restantes documentales ofrecidas por la hoy actora ante la autoridad demandada para acreditar los extremos de exención al pago del impuesto, consistentes en: “…oficio número 11223 de fecha 31 de octubre de 2002, firmado por la Profa. Ma. del Rayo H. Núñez, Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de San Luis Potosí”; el legajo 1 que se conforma “…de nueve expedientes…”; y el legajo 2 que conformado “por veinte cuatro expedientes…”, las cuales se estima que constituyen documentales con las que se pretendió acreditar la materialidad de las actividades de la hoy actora, esta Juzgadora procede al análisis correspondiente para determinar si el pronunciamiento de la autoridad en cuanto al otorgamiento de valor probatorio fue correcta.

Así las cosas, de lo expuesto por la autoridad demandada en la resolución impugnada se desprende lo siguiente:
1. Respecto del legajo 1, conformado de nueve expedientes en el que cada uno se incluyen diversas documentales, la demandada decidió no otorgarle valor probatorio pleno, por haberse presentado en copia fotostática, a lo cual brindó a dichas documentales valor de indicio, sin mayor pronunciamiento, más que el de señalar que la recurrente no acreditaba su pretensión.
2. Respecto del legajo 2, conformado por veinticuatro expedientes que incluyen distintas documentales, al tratarse de documentos privados decidió no otorgarle valor probatorio pleno, por lo cual debieron ofrecerse en original, y en virtud de haberse presentado en fotocopia, las consideró insuficientes para acreditar por sí solas(sic) la pretensión de la contribuyente, pues se trata de documentos privados que carecen por sí mismos de valor probatorio pleno, de ahí que su valor probatorio quedara al prudente arbitrio judicial, a lo cual brindó a dichas documentales valor de indicio, sin mayor pronunciamiento, más que el de señalar que la recurrente no acreditaba su pretensión.

Expuesto lo anterior, esta Juzgadora considera que la determinación de la autoridad para establecer el valor de indicio de dichas documentales con fundamento en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado, fue apegado a derecho, sin embargo, es evidente que, si bien lo establece el artículo antes citado el valor probatorio de las pruebas fotográficas, taquigráficas y de otras cualesquiera aportadas por los descubrimientos de la ciencia, quedará al prudente arbitrio judicial, no menos cierto es que, dicho arbitrio implica que la autoridad según lo pretendido con dichas pruebas realice un pronunciamiento específico en cuanto a su alcance y valor probatorio, y cuando se ofrezcan pruebas con valor de indicio se analicen estas en conjunto con el caudal probatorio y no de manera aislada o sin realizar dicho ejercicio para determinar su alcance, pues ello implica una indebida valoración de pruebas que incide y afecta al sentido de la resolución impugnada, y deja en un estado de indefensión al particular al no tener certeza del porque la decisión de la demandada. 
Lo anterior es así debido a que, la falta de certificación de las fotocopias no implica que carezcan de valor probatorio, sino que la consideración a aplicar es que dichas pruebas constituyen un medio de prueba reconocido por la ley cuyo valor queda al prudente arbitrio del juzgador –autoridad administrativa- como indicio, por tanto, no es apegado a derecho negar todo valor probatorio a las copias fotostáticas de referencia –así como a las documentales privadas- por el solo hecho de carecer de certificación, sino que, considerándolas como indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretende probar y a los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de establecer como resultado de una valuación integral y relacionada de todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles.
Resulta aplicable por analogía, en lo conducente los criterios cuyos datos de identificación, rubro y contenido son los siguientes:
Registro digital: 192109

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Común

Tesis: 2a./J. 32/2000      

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XI, Abril de 2000, página 127

Tipo: Jurisprudencia

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIN CERTIFICAR. SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO JUDICIAL COMO INDICIO. La jurisprudencia publicada en el Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, Volumen II, página 916, número 533, con el rubro: "COPIAS FOTOSTÁTICAS. SU VALOR PROBATORIO.", establece que conforme a lo previsto por el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, el valor de las fotografías de documentos o de cualesquiera otras aportadas por los descubrimientos de la ciencia, cuando carecen de certificación, queda al prudente arbitrio judicial como indicio. La correcta interpretación y el alcance que debe darse a este criterio jurisprudencial no es el de que las copias fotostáticas sin certificar carecen de valor probatorio, sino que debe considerarse que dichas copias constituyen un medio de prueba reconocido por la ley cuyo valor queda al prudente arbitrio del juzgador como indicio. Por tanto, no resulta apegado a derecho negar todo valor probatorio a las fotostáticas de referencia por el solo hecho de carecer de certificación, sino que, considerándolas como indicio, debe atenderse a los hechos que con ellas se pretende probar y a los demás elementos probatorios que obren en autos, a fin de establecer como resultado de una valuación integral y relacionada de todas las pruebas, el verdadero alcance probatorio que debe otorgárseles.”

Tesis de jurisprudencia 32/2000. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del veinticuatro de marzo del año dos mil.

Nota: La tesis 533 a que se hace mención, aparece publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1988, Segunda Parte, página 916.

Registro digital: 2023257

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Undécima Época

Materias(s): Civil

Tesis: I.8o.C.96 C (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Junio de 2021, Tomo V, página 5057

Tipo: Aislada

“COPIAS FOTOSTÁTICAS SIMPLES. SU VALORACIÓN EN EL PROCEDIMIENTO CIVIL. De acuerdo con la jurisprudencia 2a./J. 32/2000, de la Segunda Sala de nuestro Máximo Tribunal de Justicia del País, que interpretó el artículo 217 del Código Federal de Procedimientos Civiles, las copias fotostáticas sin certificar son medios de prueba que deben ser valorados por el juzgador como indicio, atendiendo a su prudente arbitrio y sano juicio. Ahora bien, existen diferentes tipos de documentos, como aquellos que son de fácil confección, cuya autoría se atribuye a cierta persona física o moral y los que son de confección más compleja, entre los que podemos ver los que además de atribuirse a cierta persona contienen, por ejemplo, un sello o logotipo. Luego, la reproducción en cada caso es distinta, pues no es de fácil confección o alteración un documento que contenga sellos o logotipos, a diferencia de los que no los tienen. De manera que el juzgador en cada caso que se le presenten copias fotostáticas simples debe valorarlas de manera adecuada, acorde a la dificultad de su reproducción.”
OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 365/2020. Societe Generale, Sucursal en España. 12 de noviembre de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. del Refugio González Tamayo. Secretario: José Antonio Franco Vera.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 32/2000, de rubro: "COPIAS FOTOSTÁTICAS SIN CERTIFICAR. SU VALOR PROBATORIO QUEDA AL PRUDENTE ARBITRIO JUDICIAL COMO INDICIO." citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XI, abril de 2000, página 127, con número de registro digital: 192109.
Esta tesis se publicó el viernes 18 de junio de 2021 a las 10:24 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
En ese orden, conforme al principio de Litis abierta y a fin de deducir la cuestión de fondo efectivamente planteada ante esta Juzgadora, lo que procede es asumir jurisdicción y en sustitución de la autoridad demandada analizar si con las documentales de referencia la parte actora demuestra que efectivamente se materializaron las actividades por las que considera que se encuentra exenta al pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal.

Resulta aplicable por analogía, en el caso particular, la tesis cuyo rubro y contenido son los siguientes:
Registro digital: 2003079

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: I.7o.A.84 A (10a.)

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Libro XVIII, Marzo de 2013, Tomo 3, página 2035

Tipo: Aislada

“LITIS ABIERTA EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. SE ACTUALIZA DICHO PRINCIPIO CUANDO LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, EN LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, OMITE EL ANÁLISIS DE ALGÚN AGRAVIO HECHO VALER CONTRA LA INICIALMENTE RECURRIDA. Los artículos 1o., segundo párrafo y 50, cuarto párrafo, de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo establecen el principio de litis abierta, que opera en el juicio de nulidad y consiste, esencialmente, en que el afectado, en la parte de la resolución recaída a un recurso en sede administrativa que no satisfizo su interés jurídico, puede expresar conceptos de nulidad tanto respecto de la determinación impugnada en dicho recurso como de la emitida en éste y, además, por lo que toca a la primera, le es posible introducir argumentos diferentes a los hechos valer inicialmente, con la posibilidad de ofrecer las pruebas que estime pertinentes para demostrar la ilegalidad de ambos pronunciamientos. No obstante, este principio no es de aplicación absoluta, pues si el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa no cuenta con los elementos suficientes que le permitan resolver debidamente el fondo de la cuestión debatida, debe realizar una declaratoria de nulidad para efectos, con el objeto de que sea la autoridad administrativa quien lo defina, por ser ésta la que tiene todos los medios pertinentes para ello; por el contrario, de contar con los necesarios, debe resolver la litis propuesta. Consecuentemente, cuando la autoridad administrativa, en la resolución impugnada, omite el análisis de algún agravio hecho valer contra la inicialmente recurrida, se actualiza el principio de litis abierta, toda vez que la desatención en que incurrió al fallar el recurso administrativo, válidamente puede ser reparada por la Sala del conocimiento, pues la finalidad del referido principio radica en evitar el reenvío del asunto a la sede administrativa, cuando el tribunal contencioso cuenta con elementos suficientes para examinar la legalidad de la resolución recurrida en la parte que no satisfizo la pretensión de la demandante.”
SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo directo 795/2012. Fine Servicios, S.C. 12 de diciembre de 2012. Unanimidad de votos. Ponente: F. Javier Mijangos Navarro. Secretario: Valentín Omar González Méndez.

Nota: Por ejecutoria del 6 de julio de 2016, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 235/2015 derivada de la denuncia de la que fue objeto el criterio contenido en esta tesis, al estimarse que no son discrepantes los criterios materia de la denuncia respectiva.
Asimismo, resulta ilustrativo el criterio de jurisprudencia que a continuación se cita:                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                     
Registro digital: 168417

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Novena Época

Materias(s): Administrativa

Tesis: I.4o.A. J/73

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVIII, Noviembre de 2008, página 1259

Tipo: Jurisprudencia

“SENTENCIAS DEL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA. SU CONTENIDO Y FINALIDAD EN RELACIÓN CON LA PRETENSIÓN DEDUCIDA (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO). Del artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo se advierte que las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa al dictar sus fallos, resolverán "sobre la pretensión del actor que se deduzca de su demanda, en relación con una resolución impugnada", lo que determina el contenido y finalidad de las sentencias e implica considerar: a) el petitum en relación con un bien jurídico; y, b) la razón de la pretensión o título que es la causa petendi. Es así que el juzgador, sobre la base no formalista de un fundamento de hecho, debe evaluar si la esencia y relevancia de lo planteado es conforme con el ordenamiento, todo ello de una manera razonable, integral y no rigorista, sin desvincularlo de los efectos o consecuencias de la esencia de la pretensión, privilegiando una respuesta basada en la verdad fáctica y real por encima de lo procesal. Lo anterior implicará un pronunciamiento completo y amplio de la litis propuesta atendiendo a la solución de fondo, al problema jurídico y a la controversia, como lo ordena el artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Aunado a lo anterior, la mencionada ley faculta y conmina a las Salas del mencionado tribunal a pronunciarse sobre los siguientes aspectos: a) una litis abierta, b) la eventual sustitución en lo que deban resolver las autoridades demandadas, c) invocar hechos notorios, d) resolver el tema de fondo con preferencia a las violaciones formales, e) corregir errores en la cita de preceptos y suplir agravios en el caso de ciertas causas de ilegalidad, f) examinar conjuntamente los agravios, causales de ilegalidad y argumentaciones, g) constatar el derecho que en realidad asista a las partes y, h) aplicar los criterios y principios jurisprudenciales dictados y reconocidos por los tribunales del Poder Judicial de la Federación.”
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

En consecuencia, con las pruebas aportadas, por la parte actora en copia certificada en el presente juicio, de los legajos 1 y 2 que contienen nueve y veinticuatro expedientes, respectivamente, esta Sala Unitaria considera que no se acredita la materialización de las actividades que especialmente actualizan el supuesto de exención al pago del Impuesto de mérito, tal como se desprende de lo siguiente:
Del primer legajo que obra agregado al tomo I complementario del expediente del juicio en que se actúa, se observa una diversidad de documentos que se encuentran relacionados entre sí agrupados y certificados de esa manera, de los cuales se desprende lo que se hace constar en la siguiente tabla:

	
	Factura
	Fecha 
	Nombre 
	Edad 
	Institución 
	Adeudo 
	Importe de nota de crédito
	Porcentaje de Apoyo Social

	1
	********* ****** *********
	02 de marzo de 2016
	********* ****** *********
	72
	DIF San Luis Potosí
	$40,779.78
	19,779.78
	49%

	2
	********* ****** *********
	04 de marzo de 2016
	********* ****** *********
	84
	DIF San Luis Potosí
	$331,525.78
	
	

	3
	********* ****** *********
	04 de marzo de 2016
	********* ****** *********
	84
	DIF San Luis Potosí
	$120,000.00
	$120,000.00
	27%

	4
	********* ****** *********
	04 de marzo de 2016
	********* ****** *********
	52
	DIF San Luis Potosí
	$200,946.75
	
	

	5
	********* ****** *********
	31 de mayo de 2016
	********* ****** *********
	52
	DIF San Luis Potosí
	$40,000.00
	$40,000.00
	17%

	6
	********* ****** *********
	30 de mayo de 2016
	********* ****** *********
	57
	DIF San Luis Potosí
	$118,202.18
	$50,000.00
	42%

	7
	********* ****** *********
	29 de junio de 2016
	********* ****** *********
	75
	DIF Valparaíso, Zacatecas
	$154,816.89
	$154,816.89
	41%

	8
	********* ****** *********
	23 de julio de 2016
	********* ****** *********
	60
	DIF Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.
	$168,000.00
	$36,796.26
	22%

	9
	********* ****** *********
	29 de septiembre de 2016
	********* ****** *********
	59
	DIF Moctezuma, S.L.P.
	$227,759.27
	$80,000.00
	35%

	10
	********* ****** *********
	22 de julio de 2016
	********* ****** *********
	Sin edad
	Sin estudio socioeconómico
	$380,123.57
	$100,000.00
	35%

	11
	********* ****** *********
	25 de mayo de 2016
	********* ****** *********
	72
	DIF San Luis Potosí
	$227,759.27
	$80,000.00
	35%


Respecto de los datos de los nueve expedientes que obran en el legajo 1, agregado al tomo I complementario, podemos advertir que todos y cada uno de los pacientes a que se refieren ingresaron por decisión propia a la clínica de la ****** ********., para recibir atención médica y de ninguno de los documentos se desprende que acrediten cumplir con el presupuesto que la norma establece de manera especial que consiste en que la prestación del servicio de asistencia médica sea a personas de escasos recursos especialmente menores de edad, pues en todos los casos las documentales se refieren a personas con mayoría de edad o sin registro de ella; asimismo de todos los casos, se puede advertir que derivado del costo generado por la atención médica recibida las personas a que refieren se encontraron en contingencia económica para solventar la totalidad de los gastos de atención médica, es decir, tales personas realizaron pagos parciales de su adeudo con motivo del costo generado por la atención médica proporcionada en las instalaciones de la hoy actora, por lo cual, solicitaron expresamente el apoyo de la actora quien proporcionó descuentos y condonó las cantidades adeudadas en distintos porcentajes a las personas atendidas o sus familiares, por no contar con la posibilidad de cubrir en aquel momento el adeudo total.
Aunado a lo anterior, de las circunstancias de cada caso se desprende lo siguiente:

En cuanto al caso indicado con el número 1 de la tabla elaborada con anterioridad en la presente sentencia, podemos advertir que en el caso de la paciente, obra un estudio socioeconómico emitido por el DIF del Ayuntamiento de San Luis Potosí, en el cual se menciona que la fuente de ingreso fija la constituye la pensión que recibe el esposo de la paciente y la hija que solicitó el apoyo es quien vive con ellos y tiene un negocio de gorditas en un local que renta en su localidad, de donde además se desprende que contaba con servicio de salud proporcionado por el Instituto Mexicano del Seguro Social, con motivo de la pensión de que gozaba su esposo, pero después de que su salud agravó el veintinueve de enero de dos mil dieciséis, decidieron acudir a atención médica a la clínica de la ****** ******** *******.
Lo cual, se desprende también de la solicitud de apoyo asistencial que obra anexa a la factura y estudio socioeconómico, en la cual manifestó “…mi hija al ver la mala atención que se da en las clínicas del seguro, decidió hacer el gasto y llamar un urólogo particular…”, en esas circunstancias, podemos advertir claramente que, si bien el estudio socioeconómico definió a la familia de dicha paciente como de nivel socioeconómico bajo, no obstante ello, también se desprende que la paciente indicada en el número 1, de la tabla no se encontraba en una situación de escases de recursos en específico para obtener la prestación de asistencia médica, dado que esa escases debe entenderse como la imposibilidad de satisfacer determinadas necesidades, como lo es en el caso la asistencia médica, que al demostrarse que contaba con la posibilidad de recibir atención médica hospitalaria derivado de la pensión que cubre su seguridad social, por lo cual, dichas documentales del expediente que en copia certificada aportó la hoy actora no acreditan la materialización de la acción consistente en la prestación de asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.
En cuanto a lo que se advierte de las constancias relativas al caso expuesto en el número 2 y 3, de la tabla se desprenden circunstancias similares, dado que existe un estudio socioeconómico que define que el nivel de la familia es bajo, pero del mismo se desprende que la fuente principal de ingresos la constituye la pensión con que cuenta el esposo de la paciente, es decir, de cierta manera no se encontraba en una situación específica de escases de recursos para obtener la prestación de asistencia médica, pues con la pensión además es válido considerar que contaba con el servicio de salud inherente a dicha pensión, máxime que se advierte que respecto a su tratamiento fue cubierta una cantidad considerable por parte de los familiares de la paciente, quienes manifestaron una imposibilidad temporal para cubrir los gastos totales por la contingencia financiera derivada de su atención médica, lo cual no se traduce propiamente en una escases de recursos.
Por lo que hace a las personas a que se refieren los números 4, 5, 6 y 9 de la tabla elaborada por esta Sala, se advierte que según su edad no logran cumplir con el presupuesto que la norma establece de manera especial que consiste en que la prestación de asistencia médica a personas de escasos recursos se preste especialmente a ancianos –se desprende que tienen 52, 57 y 59 años, respectivamente-, pues el término anciano resulta sinónimo al de adulto mayor –edad en la cual inicia la disminución de las capacidades físicas, sociales y económicas la cual comúnmente es considerada a los 60 años-
, por lo cual podemos advertir que dichas personas sólo podrían ser contempladas para efectos de acreditar la materialización de las acciones de la actora bajo el caso de actualizar la última condición –discapacitado-, sin embargo, no se desprende registro alguno en los documentos ofrecidos como prueba que permita considerar que alguna de las personas identificadas se encontrase en esa condición.
Ahora bien, del caso relacionado con el número 7 de la tabla arriba elaborada, se puede desprender según las constancias aportadas por la actora que la factura a que se refiere dicha tabla constituye una parte del valor total del servicio de atención médica prestado, ello en razón de que, con las constancias que se relacionan al caso se puede desprender que obra en una foja una tabla elaborada con el sello del departamento de crédito y cobranza de la ****** ******** *******, en el cual se hizo constar, entre otros datos, la emisión de una diversa factura con número A135357 por la cantidad de $223,911.00 (doscientos veintitrés mil novecientos once pesos 00/100 M.N.), en donde se observa que el concepto aportaciones refleja la misma cantidad, a la cual se suma la diversa cantidad que se indica en la tabla elaborada por esta Sala, de las cuales resulta un total de $378,727.89 (trescientos setenta y ocho mil setecientos veinte siete pesos 89/100 M.N.).
En suma a lo anterior, se advierte también que, mediante carta suscrita por el hijo de la paciente a que se refieren dichas documentales dirigida a la Junta Directiva de la ****** ******** *******, se solicitó el apoyo a la institución para que les apoyara con “algún descuento”; así como que mediante carta dirigida a quien correspondiera el C. ****** ******** *******, miembro de la Junta Directiva canalizó a los familiares de la paciente para que se realizara estudio socioeconómico y carta de recomendación derivado de que lo estaban evaluando para considerarlo en su programa de asistencia, asimismo se desprende la existencia del documento expedido por el Departamento de Trabajo Social del DIF Municipal de Valparaíso, Zacatecas, en el cual se hace constar los resultados del estudio realizado al C. ****** ******** *******, en el cual no se deprende que hubiese firmado en el apartado de nombre y firma del entrevistado, así como el oficio 12824/DGSM/JUNIO/2016, expedido el dieciséis de junio de dos mil dieciséis, por el Secretario de Gobierno Municipal de Valparaíso, Zacatecas, que lleva como asunto “constancia de escasos recursos”, en la cual hace constar lo que el C. ****** ******** *******, manifestó ante dicha autoridad, el cual expidió a petición del propio interesado.
En este punto podemos advertir que, si bien existe un estudio socioeconómico que define a la familia de la paciente como de nivel socioeconómico bajo, y la paciente en el caso al parecer tenía más de 60 años edad que en aproximación se considera a una persona adulta mayor, lo cual se dice porque no se sabe de manera cierta su edad, en razón de que de la carta suscrita por su hijo se desprende que se señaló como edad 72 años y del estudio socioeconómico se advierte que su edad era de 75 años según el entrevistador del Departamento de Trabajo Social del DIF Municipal de Valparaíso, Zacatecas; no menos cierto es que, como se señaló con anterioridad se desprende abiertamente que la prestación de atención médica a dicha paciente tuvo un costo total distinto al valor de la factura citada en la tabla y del cual se realizaron pagos parciales hasta por la cantidad de $223,911.00 (doscientos veintitrés mil novecientos once pesos 00/100 M.N.), lo cual se traduce en que la asistencia social que pretende acreditar la demandante no fue proporcionada sin previo costo, sino que derivado de la contingencia económica en que se encontró la familia de la paciente y a petición expresa de su hijo es que optó, en apariencia después de realizado el estudio socioeconómico por realizar un descuento en el monto total de la cuenta o bien dicho de otra manera condonó el monto de $154,816.89 (ciento cincuenta y cuatro mil ochocientos dieciséis pesos 89/100 M.N.) que constituye un 41% de la cantidad total a pagar por el servicio de atención médica prestado a dicha paciente, razón por lo cual se considera que con dichas documentales no se acredita el supuesto de exención previsto en la norma, al advertirse que el trato dado a la paciente fue de un usuario en general cobrándole el costo de la atención médica, lo cual no cambió hasta que se solicitó a la Junta Directiva de la hoy actora se realizara un descuento en la cuenta, que tampoco cambió el trato de usuario en general, pues a pesar de que descontó o condonó un porcentaje del costo total del servicio prestado, el trato dado, a pesar de demostrarse el supuesto de escasos recursos fue como el de un usuario general –a quien se cobró una diversa cantidad según se advierte de la propia tabla que corre anexa al expediente de mérito-.

 Por lo que hace al dato descrito en el número 8 de la tabla que esta Sala elaboró previamente, se desprende una circunstancia que demuestra que el sujeto al que se realizó un descuento bajo el concepto apoyo asistencial no se encontraba dentro de aquellas personas sobre las que al materializarse se actualiza el supuesto de exención que la actora aduce, lo anterior en virtud de que, respecto del caso se advierte un estudio socioeconómico expedido por el DIF municipal de Soledad de Graciano Sánchez, en el cual se hizo constar como diagnostico social “se acudió al domicilio con el objetivo de verificar la situación económica del ciudadano, depende económicamente de su hija quien le apoya con los gastos de la casa, alimentación, se le diagnosticó cáncer de páncreas, por lo cual se extiende este estudio socioeconómico para que a medida de sus posibilidades se pueda brindar el apoyo”, manifestaciones de dicho estudio que no establecen de manera concreta la situación económica de aquella persona, ya que no existe expresamente señalado en dicho estudio que el supuesto beneficiario se encontrara en el supuesto específico de escasos recursos, máxime que, de la parte conducente del estudio socioeconómico se desprende en el apartado denominado “SERVICIO MÉDICO: SEGURO POPULAR”; lo cual denota que no se encontraba en una situación de escases de recursos en específico para obtener la prestación de asistencia médica, dado que esa escases debe entenderse como la imposibilidad de satisfacer determinadas necesidades, como en el caso es la asistencia médica, al demostrarse que contaba con la posibilidad de recibir atención médica hospitalaria derivado de su situación que cubría su servicio de Seguro Popular, de ahí que a juicio de esta Sala Unitaria las documentales aportadas en ese sentido carezcan de suficiente alcance probatorio para acreditar y determinar que la hoy actora se encontraba en el supuesto de exención de pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal prevista en la fracción II, inciso a), numeral 3 del artículo 27 de la Ley de Hacienda para el Estado, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.
Aunado a lo anterior, dentro del grupo de documentales del legajo I, las que se relacionan con el número 10 identificado en la tabla, podemos advertir que carecen de un estudio socioeconómico que las respalde, por cual no se pueden identificar las características de la persona, a quien conforme a la tabla que obra agregada anexa a la factura A137286, le fue aplicado el porcentaje de 35% sobre la cantidad de $380,123.57 (trescientos ochenta mil ciento veintitrés pesos 57/100), es decir, que sea en especial una persona de escasos recursos que hubiese recibido asistencia médica ya sea que fuere menor de edad, anciano o discapacitado, por lo cual, con esas documentales a juicio de esta Juzgadora y de conformidad con el citado artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, no se logra acreditar que la actora se ubicara en el supuesto de exención que nos atañe.
Finalmente, encontramos que en el caso del número 11 de la tabla elaborada por esta Sala, se encuentra la documental que en su parte superior indica Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia, Coordinación de Trabajo Social y Salud, del cual no se desprende expresamente que constituya un estudio socioeconómico -como en el caso específico del paciente indicado con el número 1 de la tabla anterior-, sin número alguno que lo identifique como oficio, del cual esencialmente se desprende en el apartado correspondiente lo siguiente: “COBERTURA INSTITUCIONAL ISSSTE”, en el cual, en diverso apartado se indica “MOTIVO DE LA ENTREVISTA OFICIO A LA ****** ********.” asimismo, se observa que obra el oficio número DIF/TSYS/736/16, de siete de junio de dos mil dieciséis, a través del cual, la Directora General del Sistema Municipal para el Desarrollo Integral de la Familia de San Luis Potosí, canalizó a los familiares de la C. ****** ******** *******, quien generó la cuenta total de $150,000.00 (ciento cincuenta mil pesos 00/100 M.N.), y a esa fecha adeudaba $100,000.00 (cien mil pesos 00/100 M.N.).
Ahora bien, obra agregada además carta suscrita por la hija de la C. ****** ******** *******, dirigida a la H. Junta Directiva de la ******* ******** ******** *********., por la cual se manifiesta, entre otras cosas, que la paciente estuvo internada en esa Institución y después fue trasladada a la clínica del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, en la cual no se vio mejoría, por lo cual se decidió trasladarla de nuevo a la ****** ********, indicando que la citada paciente era jubilada, pero que debido a los ingresos económicos de la paciente les era difícil pagar la totalidad de la cuenta hospitalaria, además de que su mamá no tenía fuerza muscular para firmar documentos lo cual le imposibilitaba para vender sus diversos bienes, lo cual propiamente se traduce en aparente capacidad económica.
En ese sentido, debe precisarse que el documento expedido por la Coordinación de Trabajo Social y Salud, no revela expresamente que la citada persona sea una persona de escasos recursos económicos, aunado a que se indicó especialmente que contaba con la cobertura de salud institucional que brinda el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado, razones por las cuales, esta Juzgadora estima que dichas documentales no acreditan de manera fehaciente que la hoy actora hubiese realizado materialmente las acciones a que especialmente se refiere el supuesto de exención al pago de Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, previsto en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda del Estado de San Luis Potosí, pues si bien son indicio de las acciones asistenciales que otorga no menos ciertos es que de ellas no se desprende de manera concreta aquellas acciones que de manera especial actualizan el presupuesto de exención, lo cual tiene sustento en lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado.

En este momento, debe destacarse y reiterarse que, no obstante que las citadas documentales demuestren a manera de indicio que la parte actora otorgó descuentos o condonó adeudos por determinados porcentajes a las cuentas generadas con motivo del servicio de atención médica, a lo cual ella misma en las documentales privadas que se relacionan con las diversas facturas y notas de crédito que exhibió, denominó asistencia social, debe precisarse que el servicio de asistencia que debe acreditar se encuentra delimitado a ciertos supuestos, como los que se han venido definiendo según lo expuesto en la norma de mérito, y, que constituyen los siguientes:
La prestación de asistencia médica a personas
· De escasos recursos, especialmente a 
1. menores, 
2. ancianos o
3. discapacitados
Por lo tanto, dadas las anotadas circunstancias no basta con demostrar que realizó funciones de asistencia social, sino que debió demostrar con dichas documentales que efectivamente esas actividades de asistencia médica se prestaron a personas de escasos recursos, especialmente, a menores, ancianos o discapacitados, lo cual como quedó evidenciado no sucedió, de ahí que no le asista la razón hasta este momento a la hoy accionante.
Ahora bien, no escapa del presente estudio, el análisis del valor probatorio que corresponde al legajo que contiene veinticuatro expedientes, con diversas documentales, que comprenden, entre otras, notas de crédito y facturas relacionadas con dichas notas, estados de cuenta, misivas de solicitud de apoyo, y misivas de agradecimiento de apoyo asistencial otorgado por la Junta Directiva de la ****** ********.
En cuanto a dichas documentales, debe precisarse una circunstancia común que se advierte de las mismas, la cual consiste en que el apoyo asistencial otorgado no se encuentra soportado con un estudio socioeconómico, dado que el estudio socioeconómico es un documento por el cual se logra definir a fondo el entorno económico de una persona, y su finalidad esencial consiste en validar la información de determinadas personas, la cual se realiza generalmente mediante una entrevista o visita domiciliar, en la que se investigan las condiciones de vida del paciente, realizando preguntas relacionadas con la ocupación, los ingresos de la persona que sostiene económicamente a la familia, etcétera, de ahí que, por esa ausencia de estudios socioeconómicos se considere que el hecho que pretende acreditar la actora, consistente en que se materializó el supuesto normativo de excepción al pago del impuesto con la prestación de asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados, a juicio de esta Sala Unitaria no se acredita de manera fehaciente, pues no fue aportado por la parte actora el documento que de manera idónea permita conocer la situación de escases de recursos de las personas a que se refieren dichos documentos, lo cual encuentra sustento en lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí.
Aunado a lo anterior, y, a mayor abundamiento de dichas documentales se desprenden ciertas circunstancias que a juicio de esta Sala demeritan el alcance probatorio requerido para demostrar el hecho de materialización de las actividades que la actora debió demostrar para considerar que se encontraba sujeta al supuesto de exención de pago del impuesto, por decir algunas, se advierten las que se identifican en la tabla siguiente:

	
	Factura
	Fecha
	Nombre
	Edad
	Institución
	Adeudo
	Importe de nota de crédito

	1
	********* ****** *********
	30/05/16
	********* ****** *********
	42
	********* ****** *********
	8,275.00
	8,275.00

	2
	********* ****** *********
	06/10/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	598.50
	598.50

	3
	********* ****** *********
	29/03/16
	********* ****** *********
	82
	********* ****** *********
	7,272.88
	7,272.88

	4
	********* ****** *********
	17/03/16
	********* ****** *********
	90
	********* ****** *********
	7,393.27
	7,393.27

	5
	********* ****** *********
	08/04/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	6,418.56
	6,418.56

	6
	********* ****** *********
	29/02/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	2,161.98
	2,161.98

	7
	********* ****** *********
	25/01/16
	********* ****** *********
	77
	********* ****** *********
	613.21
	613.21

	8
	********* ****** *********
	26/01/16
	********* ****** *********
	48
	********* ****** *********
	6,903.35
	6,903.35

	9
	********* ****** *********
	27/01/16
	********* ****** *********
	33
	********* ****** *********
	223.18
	223.18

	10
	********* ****** *********
	11/01/16
	********* ****** *********
	23
	********* ****** *********
	10,335.87
	10,335.87

	11
	********* ****** *********
	28/10/16
	********* ****** *********
	33
	********* ****** *********
	2,337.93
	2,337.93

	12
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	69,782.24
	24,782.24 

	13
	********* ****** *********
	23/09/2016
	********* ****** *********
	60
	********* ****** *********
	8,529.04
	8,529.04

	14
	********* ****** *********
	21/07/16
	********* ****** *********
	47
	********* ****** *********
	1,362.88
	1,362.88

	15
	********* ****** *********
	09/08/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	402.00
	402.00

	16
	********* ****** *********
	27/07/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	879.91
	879.91

	17
	********* ****** *********
	01/06/16
	********* ****** *********
	47
	********* ****** *********
	1,210.12
	1,210.12

	18
	********* ****** *********
	05/05/16
	********* ****** *********
	40
	********* ****** *********
	1,168.64
	1,168.64

	19
	********* ****** *********
	04/05/16
	********* ****** *********
	77
	********* ****** *********
	1,539.09
	1,539.09

	20
	********* ****** *********
	24/06/19
	********* ****** *********
	41
	********* ****** *********
	26,385.41
	26,385.41

	21
	********* ****** *********
	27/05/19
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	487.29
	487.29

	22
	********* ****** *********
	20/05/16
	********* ****** *********
	70
	********* ****** *********
	49,187.67
	49,187.67

	23
	********* ****** *********
	28/10/16
	********* ****** *********
	Sin dato
	********* ****** *********
	302,100.38
	252,100.38


Asimismo, dentro del legajo en cuestión podemos advertir la existencia de la nota de crédito *********  de 27 de octubre de 2016, relacionada con la factura *********, y la documental privada expedida por el encargado del departamento de socios, mediante la cual dirige a la Coordinadora de Crédito y Cobranza, ambos de la ********* ****** *********, la instrucción de aplicar un descuento del 50% a pagar para aplicarse a la factura B44739, ello con el fin de que esa cuenta no siguiera afectando en la recuperación del saldo en socios, aunado a que en dicha nota de crédito se desprende que contiene un apartado denominado comentarios que indica: “DESCUENTO AUTORIZADO POR EL SR. ********* ****** ********* POR PETICIÓN A LA JUNTA DIRECTIVA”.
En adición a las consideraciones que esta Sala ha realizado en cuanto al alcance probatorio de las documentales en estudio, se precisa que respecto de los datos a que se refieren los números 1, 2, 5, 6, 8, 9, 10, 11, 12, 14, 15, 16, 17, 18, 20, 21 y 23, se desprende que las personas a que se relacionan dichos documentos, en particular de aquellas por las que corre agregado el documento denominado “ESTADO DE CUENTA”, su edad se encuentra fuera del rango de edad que la norma establece de manera especial –menores de edad y ancianos-, pues las edades de dichas personas según dichos documentos son: 42, 48, 33, 23, 33, 47, 47, 40 y 41, respectivamente y por quienes así se advierte.
Y, por las restantes ocho personas no obra el documento en mención, ni algún otro documento que permita advertir que la persona a que se refieren correspondía en específico a las del supuesto normativo en cuanto a su ciclo de vida según su edad, como lo son menores de edad y ancianos.

Asimismo, podemos advertir que, de ninguna documental contenida en los expedientes aportados por la accionante obra constancia que demuestre o acredite que alguna de las personas a quienes la actora pretende acreditar que brindó asistencia médica se encontraba en situación de discapacidad de cualquier índole, ya que se considera así a la situación de la persona que por sus condiciones físicas o mentales duraderas se enfrenta con notables barreras de acceso a su participación social
.
Aunado a lo anterior, se advierte que de los datos que corresponden a la tabla anterior obran nombres de pacientes y la factura correspondiente en algunos casos fue expedida a nombre de determinada congregación religiosa, o bien, que el servicio de asistencia médica se otorgó a solicitud de algún representante de dichas congregaciones, lo cual si bien es cierto que en la mayoría de los casos obra documental privada mediante la cual se hace la solicitud de apoyo a la Junta Directiva de la ****** ******** *******., además de carta de agradecimiento por el apoyo asistencial, debe precisarse que no se desprende cual es el vínculo o relación que tiene cada una de esas personas con la solicitante del apoyo, pues lo único que se advierte es que se manifiesta expresamente que se conoce de la situación económica precaria, lo cual no les permitía solventar los gastos, pero en específico a la congregación solicitante sin que realmente se pueda advertir porque razón por tales personas se solicitó el apoyo y requerían que quien cubriera el gasto por atención médica fuera la congregación solicitante, de ahí que, se considere que era necesario aportar pruebas que establecieran de manera concreta la relación con los pacientes y por supuesto la existencia de un estudio socioeconómico en particular para definir si efectivamente todas y cada una de estas personas se encontraban en situación de escases de recursos, que implicara la imposibilidad de solventar el servicio de atención médica, pero que con las simples manifestaciones realizadas en documentales privadas como son las misivas dirigidas a la Junta Directiva de la hoy actora, resulta insuficiente para considerar efectivamente acreditado que se materializaron las acciones de asistencia a que se refiere específicamente el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, pues ello cuando menos debe constar en un documento público expedido por las autoridades correspondientes en que se haga constar los resultados de un estudio socioeconómico para cada caso en particular, lo cual en el caso de los expedientes a que se refieren los datos de la tabla que se analizan no acontece, de ahí que a juicio de esta Sala Unitaria, dichas documentales carezcan de suficiente alcance probatorio para acreditar que se acreditaron las acciones materiales que dan pie a que sea sujeta al supuesto de exención del pago del impuesto.

En ese orden, se estima conveniente en este punto indicar que, si bien como lo aduce la parte actora las autoridades demandadas en sus respectivas resoluciones realizaron manifestaciones en las que utilizaron los conceptos “usuarios en general” y “única y exclusivamente”, debe precisarse que a juicio de esta Juzgadora ello no constituye una integración e interpretación normativa contraria a lo establecido en el artículo 27, fracción II, inciso a), numeral 3 de la Ley de Hacienda del Estado, pues si bien, equivocadamente expresaron dichos conceptos para referirse a que no se acreditaban materialmente las acciones que la norma establece como supuestos que actualizan la exención de pago, no menos cierto es que, como se vio evidenciado al analizar los documentos probatorios a lo que pretendían referirse dichas autoridades es que la acreditación de acciones materiales no eran las sujetas a lo dispuesto en la norma, de ahí que como también lo indica la actora en su demanda la autoridad demandada reconociera que efectivamente se acreditaban acciones asistenciales, sin embargo, sin contrariarse como equivocadamente lo considera la hoy accionante, estimó que esa acciones de asistencia que se acreditaron no encuadraban en el supuesto específico de la norma que refiere debió materializarse.
En ese sentido, como se ha mencionado con anterioridad la norma implica la acreditación no sólo de la naturaleza del sujeto sino de aquellas acciones materiales que demuestren que efectivamente se encuentra en el supuesto normativo de exención, de ahí que se considere que al señalar la autoridad demandada que la actora no acreditaba encontrarse en el supuesto de exención porque a su juicio se brindó el servicio y asistencia a usuarios en general se refería a que los usuarios a quienes se pudiere considerar que otorgó la asistencia social que aduce constituían usuarios en general, es decir, personas que no actualizaban el supuesto normativo al no desprenderse que figurasen en los supuestos de la norma –personas de escasos recursos, especialmente menores, ancianos y discapacitados-; de ahí que la expresión única y exclusivamente realizada por la autoridad se entienda relacionada con que las pruebas que debieron aportarse para demostrar que efectivamente se actualizaba el supuesto de exención de pago, es decir, las pruebas debían acreditar el supuesto normativo más que simplemente acreditar algún tipo de acción asistencial.
Es por lo anterior que, se considera que la autoridad demandada no incurrió en alguna ilegalidad interpretativa al momento de valorar los argumentos de la hoy accionante para resolver si se encontraba sujeta al supuesto de exención de pago del Impuesto, pues en ningún momento aplicó analógicamente disposiciones o interpretaciones del dispositivo legal en estudio, sino una interpretación literal y sistemática pero con error en sus expresiones, que sin duda no se premia por esta autoridad la forma en que se pronunció generando incertidumbre, pero que por la necesidad de resolver de fondo la cuestión efectivamente planteada por la hoy actora, impiden a esta Juzgadora que declare u ordene a la autoridad demandada emita una nueva resolución para aclarar el alcance de su manifestación, pues a nada práctico conduciría derivado propiamente de las consideraciones realizadas con anterioridad.
Resulta aplicable en lo conducente lo dispuesto por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la Jurisprudencia cuyo rubro y contenido son los siguientes:

Registro digital: 175569

Instancia: Segunda Sala

Novena Época

Materias(s): Constitucional, Administrativa

Tesis: 2a./J. 26/2006

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Marzo de 2006, página 270

Tipo: Jurisprudencia

“INTERPRETACIÓN DE LAS NORMAS FISCALES QUE ESTABLECEN LOS ELEMENTOS ESENCIALES DE LOS TRIBUTOS. SU ALCANCE EN RELACIÓN CON LOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES DE LEGALIDAD TRIBUTARIA Y SEGURIDAD JURÍDICA. Si bien es verdad que el juzgador, al momento de definir los elementos esenciales del tributo, debe partir del texto literal de la norma, como exigencia lógica de su aplicación al caso concreto, ello no implica que le esté prohibido acudir a los diversos métodos de interpretación reconocidos por la ciencia jurídica. Esto es así, ya que los principios de legalidad tributaria y de seguridad jurídica, y las disposiciones legales que establecen fórmulas dirigidas a condicionar la aplicación e interpretación de las normas tributarias, deben entenderse únicamente en el sentido de impedir aplicaciones analógicas en relación con los elementos esenciales de los tributos.

Contradicción de tesis 181/2005-SS. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto y Tercero, ambos del Décimo Quinto Circuito. 17 de febrero de 2006. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos; en su ausencia hizo suyo el asunto Guillermo I. Ortiz Mayagoitia. Secretarios: Fernando Silva García y Paula María García Villegas.

Tesis de jurisprudencia 26/2006. Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del primero de marzo de dos mil seis.
Ahora bien, a continuación resulta procedente analizar si con el oficio 11223 de 23 de octubre de 2002, que en copia fotostática simple fue aportado por la hoy actora al formular su recurso de revocación -en copia certificada en el presente juicio-, la demandante acredita encontrarse en el supuesto de exención que aduce, es decir, que las actividades que realiza materializan el supuesto normativo que la ubica en la hipótesis de exención establecida en el artículo 27 fracción II, inciso a), numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, consistente en que sea una Asociación Civil autorizada para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tenga como actividad la prestación asistencia médica a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados, oficio del cual se desprende:

“IMÁGEN DIGITALIZADA”

De lo expuesto en el mencionado oficio se desprende que la entonces Directora General del Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia, hizo constar que la citada institución verificó y constató las actividades que venía realizando la hoy actora, por lo que avaló las acciones asistenciales que brindaba en beneficio de la población del Estado, las cuales desarrollaba derivadas de su objeto que es la instauración, operación, administración, control, dirección y sostenimiento de establecimientos para la prestación de servicios de asistencia médica, consultorios médicos, laboratorios y gabinetes, a socios, personas de escasos recursos y a usuarios en general. 
Esas consideraciones fueron sostenidas con apoyo en lo dispuesto en los artículos 15, 16, fracción II inciso o), 29, fracción XVIII y 72 de la Ley Sobre el Sistema de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Ahora bien, de las documentales que obran aportadas al presente juicio se advierte la existencia del diverso escrito de veintitrés de octubre de dos mil dos, mediante el cual el Tesorero de la Junta Directiva de la ******* ******** ******** *********. solicitó al Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado de San Luis Potosí (sic), se expidiera la renovación de la constancia que acreditaba a la actora como entidad de beneficencia o asistencia privada sin fines de lucro en ajuste a los términos del Título Tercero de la Ley de Impuesto Sobre la Renta.
En ese sentido, la Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, norma vigente al momento de expedición del oficio de mérito, en sus artículos 15, 16, fracción II inciso o), 29, fracción XVIII y 72, establecía:
“ARTICULO 15. El Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, es un organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado, con personalidad jurídica y patrimonio propios, sectorizado bajo la coordinación de la oficina del Gobernador Constitucional del Estado.

Este sistema es el órgano rector de la asistencia social en el Estado.”

“ARTICULO 16. El DIF Estatal tendrá las siguientes atribuciones:

(…)

II. Operativas:

(…)

o) Avalar el objeto y actividades de las instituciones de asistencia privada legalmente constituidas, cuando así lo soliciten, previa investigación que de las mismas se haga.”

“ARTICULO 29. El Director General tendrá las siguientes facultades:

(…)

XVIII. Avalar las actividades de las instituciones de asistencia privada que así lo soliciten, previa verificación de las mismas, y…”

“ARTICULO 72. Para efectos de la presente Ley, se entiende por certificación el acto mediante el cual el DIF Estatal reconoce la calidad de las funciones asistenciales de los servicios y apoyos que presten las instituciones de asistencia privada.

Esta certificación se hará valer ante las autoridades competentes y servirá para recibir los beneficios y prerrogativas que en su favor se establecen en esta Ley, su Reglamento y los ordenamientos legales aplicables.”

De los artículos antes transcritos podemos desprender que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia del Estado, es el organismo público descentralizado del Poder Ejecutivo del Estado rector de la asistencia social en el Estado.

El cual tiene, entre otras, atribuciones el avalar el objeto y actividades de las instituciones de asistencia privada legalmente constituidas, cuando así lo soliciten, previa investigación que de las mismas se haga, asimismo se desprende que su Director General tiene, entre otras facultades, el avalar las actividades de las instituciones de asistencia privada legalmente constituidas, cuando así lo soliciten, previa verificación de las mismas.

Se advierte además que, para efectos de dicha ley se entiende por certificación el acto mediante el cual el DIF estatal reconoce la calidad de las funciones asistenciales de los servicios y apoyos que presten las instituciones de asistencia privada.

Dicha certificación se hará valer ante las autoridades competentes y servirá para recibir los beneficios y prerrogativas que en su favor se establecen en la Ley, su reglamento y los ordenamientos legales aplicables.
En ese sentido, podemos advertir que la norma que regía la expedición del oficio de mérito reconocía que, la certificación es el acto mediante el cual el DIF estatal reconoce la calidad de las funciones asistenciales de los servicios y apoyos que prestan las instituciones de asistencia privada, y que dicha certificación se haría valer ante las autoridades competentes y serviría para recibir los beneficios y prerrogativas que en su favor se establecen en dicha Ley, su reglamento y los ordenamientos legales aplicables.

En ese sentido, podemos advertir que como lo dice la actora el oficio por sí solo podía ser considerado un elemento probatorio que avalara y certificara las funciones asistenciales de la ahora actora, sin embargo, no debe perderse de vista que, si bien la citada norma carece de un dispositivo legal que establezca una periodicidad o vigencia del oficio que avale las acciones asistenciales, no menos cierto es que, conforme a lo dispuesto en el artículo 75 de la citada Ley de Asistencia Social para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, el DIF estatal con el objeto de garantizar permanentemente la calidad en la prestación de los servicios que ofrecen las instituciones de asistencia privada, realizará las recertificaciones de las mismas en los términos que establecen los artículos 73 y 74, así como su reglamento.
De ahí que, sea de considerarse que el periodo de tiempo que transcurrió entre la expedición del oficio 11223 (31 de octubre de 2002) y el ejercicio fiscal revisado 2016, transcurrió considerablemente un periodo de tiempo en el que las labores asistenciales señaladas en dicho oficio no fueron certificadas por la autoridad competente, máxime que, como lo dijo la autoridad demandada, entre aquel periodo en que fue expedido el multicitado oficio y el ejercicio revisado se realizaron modificaciones a la norma especial que rige la exención de pago del Impuesto, lo cual trastoca especialmente los efectos de acreditamiento de dicho oficio, dado que en el mismo se hace constar de manera general que se avalaba que derivado de su objeto la hoy actora prestaba acciones asistenciales, las cuales no fueron especificadas en dicho oficio, para poder considerar que se ajustaban al supuesto especial de exención de pago por el cual se pronunció la autoridad demandada y que aduce la actora encontrarse.
Lo anterior en virtud de que, del oficio de mérito únicamente en relación con el supuesto de exención de pago se advierte que la asistencia social se prestaba a personas de escasos recursos, pero no bajo la regla de especialidad de que las personas de escasos recursos fueren especialmente menores de edad, ancianos y discapacitados, lo cual aminora el alcance probatorio que pudiere concederse a dicho oficio a simplemente la acreditación y alcance de prestar asistencia social a personas de escasos recursos, sin permitir conocer si esas acciones materializan el supuesto que la norma hacendaria local establece para ubicarle en el supuesto de exención del pago.

Se dice lo anterior, en razón de que como se ha sostenido previamente, ante la ausencia de una recertificación cercana al ejercicio fiscal revisado, se desconoce si efectivamente esas labores asistenciales avaladas por el Sistema Estatal, constituyen alguna de las que la norma reconoce como supuesto de exención, pues no debe perderse de vista que efectivamente la norma establece que supuestos de labor asistencial materializados actualizan la hipótesis normativa de excepción.
A mayor abundamiento, y conforme lo señaló la autoridad demandada entre la fecha de expedición del multicitado oficio y el ejercicio fiscal revisado existieron modificaciones legislativas al supuesto de exención de pago del Impuesto.
En ese aspecto, resulta importante destacar cuales fueron esas modificaciones legislativas a la Ley de Hacienda del Estado, que inciden directamente en el supuesto de exención del tributo, pues la contribución que nos atañe es la correspondiente al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal –en específico las disposiciones aplicables al ejercicio dos mil dieciséis-, no debe soslayarse que ésta sustituyó al Impuesto Sobre Nóminas, en tal virtud a continuación se expresan en un cuadro los artículos relativos a cada Impuesto así como los aplicables de la ley vigente para el ejercicio fiscal dos mil dieciséis revisado a la contribuyente hoy actora: 

	LEY DE HACIENDA 
–vigente en el ejercicio dos mil tres, que corresponde al periodo más cercano a la expedición del oficio 11223-
	LEY DE HACIENDA 
–vigente a partir del primero de enero de dos mil trece-
	LEY DE HACIENDA 
–vigente en dos mil dieciséis-

	“TITULO SEGUNDO

IMPUESTOS

(…)
CAPITULO IV

IMPUESTOS SOBRE NOMINAS

ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto las erogaciones pagadas dentro del territorio del Estado, en dinero o en especie, por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado, considerándose como tales, los siguientes:

I. Salarios y, en general, toda remuneración derivada de una relación laboral, con las excepciones a que se refiere el artículo 27, fracción I;
II. Honorarios y todo tipo de pagos realizados a los administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos y de vigilancia en toda clase de sociedades y asociaciones; y

III. Honorarios a personas que presten servicios profesionales en forma preponderante al contribuyente, en términos de lo dispuesto por la Ley del Impuesto Sobre la Renta.

ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales o unidades económicas que dentro del territorio del Estado, realizan las erogaciones a que se refiere el artículo anterior.

ARTICULO 22. Es base del impuesto el monto total de las remuneraciones a que se refiere el artículo 20. No incluirán dentro de la base aquellos conceptos que la Ley del Seguro Social excluye expresamente de la integración del salario base de cotización de las aportaciones de seguridad social.
ARTICULO 23. El Impuesto se causará y pagará a razón del uno por ciento sobre la base señalada en el artículo anterior.
ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se realicen las erogaciones objeto del impuesto y se pagará en forma mensual mediante declaración que deberá presentarse a más tardar el día quince del mes siguiente al de las erogaciones, ante la oficina recaudadora o establecimiento autorizado de la jurisdicción a que pertenezca el domicilio del contribuyente, en los formatos que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas.

La obligación de presentar esta declaración subsistirá aún cuando no exista impuesto a cargo.

ARTICULO 25. Son obligaciones de los contribuyentes de este impuesto:

I. Registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas;

II. Presentar aviso ante las mismas autoridades, dentro de los 15 días hábiles siguientes de ocurrido uno o varios de los eventos como cambio de nombre, denominación o razón social, cambio de domicilio, sustitución patronal, suspensión de actividades o cualquier otra modificación a su registro inicial;

III. Presentar los avisos, datos, documentos e informes que les soliciten las autoridades fiscales en relación con este impuesto dentro de los plazos y en los lugares señalados al efecto;

IV. Llevar un registro acorde con sus sistemas de contabilidad, en el que consignarán tanto el monto de las erogaciones realizadas para remunerar el trabajo personal subordinado en el Estado, como los conceptos por los cuales se efectuaron tales erogaciones;

V. En el caso de que dos o más establecimientos se encuentren ubicados en la misma localidad, el contribuyente deberá señalarlos todos en el aviso de inscripción, indicando el que deberá considerarse como domicilio para efectos fiscales; y

VI. Las personas físicas o morales que tengan establecimientos en el Estado y en otras Entidades, pagarán el Impuesto sobre las erogaciones al personal que presta sus servicios en los establecimientos ubicados en el Estado, independientemente del lugar en que se encuentre su domicilio fiscal.

ARTICULO 26. Las autoridades fiscales, podrán determinar la cantidad del impuesto que deben pagar los contribuyentes, mediante el ejercicio de sus facultades de comprobación; incluso, en forma presuntiva, en términos del Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 27. Están exentas del pago de este impuesto:

I. Las erogaciones que se cubran por concepto de:

a) Aguinaldo;

b) Vacaciones y prima vacacional;

c) Bonos de productividad;

d) Participación de los trabajadores en las utilidades de las empresas;

e) Indemnizaciones por riesgos o enfermedades profesionales, que se conceden de acuerdo con las leyes o contratos respectivos;

f) Pensiones y jubilaciones en los casos de invalidez, vejez, cesantía y muerte;

g) Indemnizaciones por rescisión o terminación, que tenga su origen en la prestación de servicios personales subordinados;

h) Pagos por primas de antigüedad;

i) Pagos por gastos funerarios;

f) (sic) Gastos de representación y viáticos efectivamente erogados por cuenta del patrón y debidamente comprobados, en los mismos términos que para su deducibilidad requiere la Ley del Impuesto sobre la Renta.
II. Las erogaciones que efectúen:

a) La Federación, el Estado y los Municipios;
b) Instituciones sin fines de lucro que realicen o promuevan asistencia social en cualquiera de sus formas, así como actividades deportivas, culturales o sociales;
c) Partidos políticos;
d) Sindicatos de trabajadores, agrupaciones de empresarios o de propietarios en cámaras, uniones, asociaciones agrupaciones de profesionistas en institutos, colegios y asociaciones sin fines de lucro;

e) Las instituciones de educación con reconocimiento oficial; y
f) Aquellas personas que efectúen pagos por servicios personales subordinados a cinco o menos trabajadores.

ARTICULO 28. Para el fomento de la inversión productiva y la generación de empleos en el Estado de San Luis Potosí, se establecen los siguientes estímulos fiscales:
I. Las personas físicas o morales que incrementen en términos reales las remuneraciones a que se refiere este capítulo, tendrán derecho a solicitar a la Secretaría de Finanzas, un certificado que podrán aplicar contra el impuesto que resulte a pagar en los dos años posteriores a la fecha en que lo reciban, de acuerdo a las siguientes reglas:

a) Al monto total de los salarios base del impuesto, correspondientes al ejercicio de que se trate, se le restará el monto total de los salarios base del impuesto, correspondientes al ejercicio inmediato anterior, adicionado éste último en un porcentaje equivalente a aquél en que, por acuerdo de la Comisión Nacional de Salarios Mínimos, se haya incrementado el salario mínimo general en el ejercicio anterior a aquél en que se solicite el estímulo.
b) El resultado de la operación a que se refiere el inciso anterior, se multiplicará por el factor que resulte de dividir el índice nacional de precios al consumidor del mes de diciembre del ejercicio de que se trate, entre el citado índice del mes de diciembre del ejercicio inmediato anterior;

c) Al producto de la operación anterior, se le restará la cantidad determinada conforme al inciso a) y, el resultado, a su vez, se multiplicará por el 1%, obteniendo así el monto del certificado, y

d) El contribuyente solicitará en los tres primeros meses del año, el certificado a que se refiere esta fracción, acreditando la información señalada en los incisos anteriores.

II. Las empresas que amplíen su capacidad de producción instalada, tomando como base la que tenían al 31 de diciembre de 1998, tendrán derecho a solicitar a la Secretaría de Finanzas un certificado equivalente al 0.25% de la inversión que realicen a partir del 1 de enero de 1999, en infraestructura física, maquinaria, desarrollo tecnológico, equipo destinado a producción y otros de naturaleza análoga, mismo que podrán aplicar contra el impuesto que resulte a pagar en los tres años posteriores a la fecha en que lo reciban. Quedan exceptuados de esta disposición las inversiones que se hagan en áreas administrativas, o de servicios, equipo de transporte y, en general, aquella que no se dirija a incrementar la estructura de producción de las empresas. La Secretaría de Finanzas se reserva el derecho de verificar físicamente la inversión efectuada y, de acuerdo al resultado, resolver sobre la procedencia del certificado de acreditamiento solicitado.

En ningún caso estos estímulos darán lugar a devoluciones.
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CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto:

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre, aun cuando cualesquiera de los sujetos mencionados en esta fracción, o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad, y

II. Las erogaciones en efectivo o en especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, aún cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, o ambos, tenga su domicilio fuera de la Entidad.

Entiéndase por efectivo todo pago que sea realizado en efectivo, cheque, transferencia o cualquier otro medio de pago.

Para los efectos de este impuesto quedan comprendidas en el concepto de remuneraciones al trabajo personal, ya sea subordinado o no, los sueldos y salarios, los cuales se integran con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria; gratificaciones, bonos, bonificaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie; los honorarios profesionales, emolumentos; contraprestaciones contractuales, cuando el contrato tenga como objeto la prestación de un servicio; los pagos a los administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos, de vigilancia o de administración de sociedades o asociaciones como remuneración a dichos cargos; los pagos realizados a fiduciarios como remuneración a sus servicios; los pagos por concepto de servicios personales; y cualquier otra de la misma naturaleza que los anteriores, con independencia de la denominación que reciba. Lo anterior, sin perjuicio de las excepciones señaladas en el artículo 27 de esta Ley.

En el caso de la fracción I de este artículo, las personas físicas o morales que contraten la prestación de servicios con personas domiciliadas dentro o fuera del territorio del Estado, cuando ello implique la contratación de trabajadores y el servicio personal se preste en los términos de dicha fracción, estarán obligadas a retener y enterar el impuesto de conformidad con lo previsto en el presente Capítulo. En este caso, se deberá proporcionar constancia de retención por parte de la persona que realizó la contratación.

En el caso de la fracción II de este artículo, las personas morales que contraten la prestación de servicios, con personas domiciliadas fuera del territorio del Estado, cuando el servicio personal se preste en los términos de la misma fracción, estarán obligadas a retener y enterar el impuesto de conformidad con lo previsto en el presente Capítulo. De igual manera, se deberá proporcionar constancia de retención por parte de la persona que realice la contratación.

Para efectos del presente artículo se entenderá por personas morales, a todas aquéllas que tengan reconocido este carácter por la ley, en términos del artículo 20 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, incluyendo en forma enunciativa y no limitativa, a las entidades de la administración pública municipal, estatal y federal. Asimismo, se entenderá como personas morales obligadas en términos de este precepto, a las asociaciones en participación y todas aquellas personas que con el carácter de fiduciarios contraten cualesquiera servicios personales, con cargo a un patrimonio fideicomitido.

ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo anterior, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.

ARTICULO 22. La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal, en términos del artículo 20 de esta Ley.
ARTICULO 23. Este impuesto se causará, liquidará y pagará aplicando la tasa del dos por ciento sobre la base que señala el artículo anterior.

ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal.
Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello.

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo.

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aún cuando no hubiese cantidad a cubrir.

Cuando con posterioridad a la presentación de la declaración mensual de pago, el contribuyente compruebe que cubrió en exceso el monto de este impuesto, podrá optar por:

I. Solicitar la devolución de la cantidad pagada indebidamente, o

II. Compensar las cantidades que tenga a su favor contra el importe que deba enterar en el mes siguiente.
ARTICULO 25. Los sujetos de este impuesto están obligados a:

I. Registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas; las personas morales y las personas físicas, acreditarán esta condición ante la autoridad fiscal estatal, mediante exhibición de la solicitud de inscripción en el registro federal de contribuyentes presentada ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En el entendido que las personas morales presentarán además, su acta constitutiva protocolizada ante fedatario, debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad con los registros que marca la ley. Los fedatarios públicos comunicarán a la autoridad fiscal estatal la constitución de dichas personas morales;

II. Presentar aviso ante las mismas autoridades, dentro de los quince días hábiles siguientes de ocurrido uno o varios de los eventos como: cambio de nombre, denominación o razón social; cambio de domicilio; sustitución patronal; suspensión, reanudación o terminación de actividades; aumento, disminución de obligaciones; suspensión, reanudación de operaciones; apertura, cierre de sucursal; escisión, fusión, liquidación de sociedades; clausura definitiva; cancelación de registro federal de contribuyentes; corregir, aclarar o modificar cualquier información presentada a la autoridad;

III. Presentar los avisos, datos, documentos e informes que les soliciten las autoridades fiscales en relación con este impuesto dentro de los plazos y en los lugares señalados al efecto;

IV. Llevar un registro acorde con sus sistemas de contabilidad, en el que consignarán tanto el monto de las erogaciones realizadas para remunerar el trabajo personal subordinado en el Estado, como los conceptos por los cuales se efectuaron tales erogaciones;

V. En el caso de que dos o más establecimientos se encuentren ubicados en la misma localidad, el contribuyente deberá señalarlos todos en el aviso de inscripción, indicando el que deberá considerarse como domicilio para efectos fiscales; y

VI. En el caso de que los contribuyentes de este impuesto gocen de incentivo y/o beneficio fiscal, deberán cumplir con todas las obligaciones que se le imponen para gozar de ese beneficio.

ARTICULO 26. Las autoridades fiscales podrán determinar y liquidar, incluso presuntivamente, la cantidad del impuesto que deben pagar los contribuyentes, mediante el ejercicio de sus facultades de comprobación, en términos del Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 27. Se exceptúan del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal:

I. Las erogaciones que se efectúen por concepto de:

a) Aportaciones del patrón al fondo de ahorro constituido a favor de sus trabajadores, ayuda o vales para despensa y vales de restaurantes, alimentación, pagos de membresías o mantenimiento de clubes sociales o deportivos, pago de colegiaturas y becas para trabajadores o para sus hijos, seguro de vida, seguro de gastos médicos mayores, gastos y honorarios médicos y arrendamiento financiero de vehículos para los trabajadores.

b) Indemnizaciones por la rescisión o terminación de la relación laboral.

c) Indemnizaciones por riesgos de trabajo y enfermedades profesionales que se concedan de acuerdo a las leyes o contratos respectivos.

d) Pensiones y jubilaciones en los casos de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte.

e) Viáticos y gastos de representación efectivamente erogados por cuenta del patrón y que hayan sido debidamente comprobados en los mismos términos que, para su deducibilidad, requiere la Ley del Impuesto sobre la Renta.

f) Participaciones de los trabajadores en las utilidades de las empresas.

g) Aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores (INFONAVIT), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), al Instituto de Pensiones del Estado (IPE), y las del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM), de las cuotas a cargo del patrón.

h) Gastos funerarios.

i) El ahorro cuando se integra por una cantidad semanaria, quincenal o mensual igual del trabajador y del patrón; si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo más de dos veces al año, integrará salario.

j) Las cantidades aportadas para fines sociales, considerándose como tales las entregadas para constituir fondos de algún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado de contratación colectiva. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro.

Para que los conceptos mencionados se exenten deberán estar debidamente registrados en la contabilidad del patrón;

II. Las erogaciones que efectúen:

a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:

1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.

2. Atención en establecimientos especializados a menores y ancianos en estado de abandono o desamparo y discapacitados de escasos recursos.

3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.

4. La reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas.

5. La rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos.

b) Ejidos y comunidades.

c) Uniones de ejidos y de comunidades.

d) La empresa social constituida por avecindados, ejidatarios o hijos de éstos, así como las sociedades de solidaridad social y las empresas integradoras de éstas que se constituyan en los términos de la ley de la materia.

e) Asociaciones rurales de interés colectivo.

f) Unidad agrícola industrial de la mujer campesina.

g) Colonias agrícolas y ganaderas;

III. Los pagos realizados a personas físicas por la prestación de su trabajo personal independiente por el cual se deba pagar y, en su caso, retener el Impuesto al Valor Agregado.

ARTICULO 28. Para el fomento de la inversión productiva y la generación de empleos, las empresas de nueva creación que se establezcan en la Entidad podrán ser sujetas de incentivos y/o beneficios fiscales por el equivalente hasta del cien por ciento del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, por un periodo de tiempo máximo de hasta tres años de efectiva actividad. No se consideran de nueva creación las que deriven de escisión o fusión de sociedades, o aquéllas cuyos trabajadores provengan de sustitución patronal de otras empresas relacionadas por pertenencia accionaria. Igualmente, aquellas empresas establecidas en la Entidad que amplíen sus instalaciones y actividades a partir de la vigencia de la presente disposición, podrán ser sujetas de incentivos y/o beneficios fiscales antes mencionados, en el entendido de que dicho beneficio únicamente será aplicable a los empleos que se generen con motivo de dicha ampliación. Los incentivos y/o beneficios fiscales corresponderán a aquellas empresas que así lo soliciten y que la autoridad competente resuelva de procedente, e iniciarán a partir del día siguiente de la notificación de la resolución de procedencia. La fecha de vigencia de dicho incentivo y/o beneficio fiscal por ningún motivo podrá ser mayor a cinco años, contados a partir del día siguiente de la notificación aludida.

El presente incentivo y/o beneficio fiscal se otorgará directamente por el titular del Poder Ejecutivo y/o del titular de la Secretaría de Finanzas, en el entendido de que ésta última tendrá en todo momento la facultad de verificar la información y/o documentación que le suministren las empresas, y llevar a cabo visitas de inspección a aquellas empresas que se vean beneficiadas conforme a lo aquí establecido.

El titular del Poder Ejecutivo y/o el titular de la Secretaría de Finanzas del Estado, en los términos de las disposiciones aplicables, podrán otorgar incentivos y/o beneficios fiscales adicionales a los señalados en el presente precepto, a aquellas empresas que realicen inversiones para la creación masiva de empleos, implementen tecnología de punta, y que su proyecto de inversión represente un detonador para la actividad económica en el Estado.

El otorgamiento del incentivo y/o beneficio fiscal de que se trate, se acreditará a través de un Certificado de Promoción que expedirá el titular del Poder Ejecutivo, y/o el titular de la Secretaría de Finanzas del Estado, conforme a lo aquí establecido, en el cual se especificarán las bases y reglas administrativa del incentivo y/o beneficio fiscal de que gozará el beneficiario.

Este beneficio no libera a los contribuyentes de cumplir con las obligaciones fiscales previstas en el artículo 25 de esta Ley.”
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CAPITULO IV

DEL IMPUESTO SOBRE EROGACIONES POR REMUNERACIONES AL TRABAJO PERSONAL

ARTICULO 20. Son objeto de este impuesto:

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre, aun cuando cualesquiera de los sujetos mencionados en esta fracción, o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad, y

II. Las erogaciones en efectivo o en especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, aún cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, o ambos, tenga su domicilio fuera de la Entidad.

Entiéndase por efectivo todo pago que sea realizado en efectivo, cheque, transferencia o cualquier otro medio de pago.

Para los efectos de este impuesto quedan comprendidas en el concepto de remuneraciones al trabajo personal, ya sea subordinado o no, los sueldos y salarios, los cuales se integran con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria; gratificaciones, bonos, bonificaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie; los honorarios profesionales, emolumentos; contraprestaciones contractuales, cuando el contrato tenga como objeto la prestación de un servicio; los pagos a los administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos, de vigilancia o de administración de sociedades o asociaciones como remuneración a dichos cargos; los pagos realizados a fiduciarios como remuneración a sus servicios; los pagos por concepto de servicios personales; y cualquier otra de la misma naturaleza que los anteriores, con independencia de la denominación que reciba. Lo anterior, sin perjuicio de las excepciones señaladas en el artículo 27 de esta Ley.

En el caso de la fracción I de este artículo, las personas físicas o morales que contraten la prestación de servicios con personas domiciliadas dentro o fuera del territorio del Estado, cuando ello implique la contratación de trabajadores y el servicio personal se preste en los términos de dicha fracción, estarán obligadas a retener y enterar el impuesto de conformidad con lo previsto en el presente Capítulo. En este caso, se deberá proporcionar constancia de retención por parte de la persona que realizó la contratación.

En el caso de la fracción II de este artículo, las personas morales que contraten la prestación de servicios, con personas domiciliadas fuera del territorio del Estado, cuando el servicio personal se preste en los términos de la misma fracción, estarán obligadas a retener y enterar el impuesto de conformidad con lo previsto en el presente Capítulo. De igual manera, se deberá proporcionar constancia de retención por parte de la persona que realice la contratación.

Para efectos del presente artículo se entenderá por personas morales, a todas aquéllas que tengan reconocido este carácter por la ley, en términos del artículo 20 del Código Civil para el Estado de San Luis Potosí, incluyendo en forma enunciativa y no limitativa, a las entidades de la administración pública municipal, estatal y federal. Asimismo, se entenderá como personas morales obligadas en términos de este precepto, a las asociaciones en participación y todas aquellas personas que con el carácter de fiduciarios contraten cualesquiera servicios personales, con cargo a un patrimonio fideicomitido.

ARTICULO 21. Son sujetos de este impuesto las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo anterior, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.

ARTICULO 22. La base del impuesto es el monto total de las erogaciones realizadas por concepto de remuneraciones al trabajo personal, en términos del artículo 20 de esta Ley.
(REFORMADO, P.O. 31 DE DICIEMBRE DE 2013)
ARTICULO 23. El Impuesto se causará, liquidará y pagará aplicando la tasa del dos punto cinco por ciento sobre la base que señala el artículo anterior.

ARTICULO 24. El impuesto se causará en el momento en que se efectúen las erogaciones por el trabajo personal.
Los contribuyentes pagarán mediante declaración mensual, a través del formato que para esos efectos expida la Secretaría de Finanzas, a más tardar el día quince del mes siguiente al de la causación del impuesto, ante las oficinas recaudadoras o establecimientos autorizados de la jurisdicción a que pertenezcan el domicilio del contribuyente, o en las instituciones bancarias autorizadas para ello.

El pago que realicen los contribuyentes de este impuesto se entenderá como definitivo.

La obligación de presentar la declaración mensual subsistirá aún cuando no hubiese cantidad a cubrir.

Cuando con posterioridad a la presentación de la declaración mensual de pago, el contribuyente compruebe que cubrió en exceso el monto de este impuesto, podrá optar por:

I. Solicitar la devolución de la cantidad pagada indebidamente, o

II. Compensar las cantidades que tenga a su favor contra el importe que deba enterar en el mes siguiente.

ARTICULO 25. Los sujetos de este impuesto están obligados a:

I. Registrarse ante la oficina recaudadora correspondiente a su domicilio fiscal, dentro de los quince días hábiles siguientes a la fecha de inicio de sus operaciones, mediante los formatos que para el efecto expida la Secretaría de Finanzas; las personas morales y las personas físicas, acreditarán esta condición ante la autoridad fiscal estatal, mediante exhibición de la solicitud de inscripción en el registro federal de contribuyentes presentada ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. En el entendido que las personas morales presentarán además, su acta constitutiva protocolizada ante fedatario, debidamente inscrita en el Registro Público de la Propiedad con los registros que marca la ley. Los fedatarios públicos comunicarán a la autoridad fiscal estatal la constitución de dichas personas morales;

II. Presentar aviso ante las mismas autoridades, dentro de los quince días hábiles siguientes de ocurrido uno o varios de los eventos como: cambio de nombre, denominación o razón social; cambio de domicilio; sustitución patronal; suspensión, reanudación o terminación de actividades; aumento, disminución de obligaciones; suspensión, reanudación de operaciones; apertura, cierre de sucursal; escisión, fusión, liquidación de sociedades; clausura definitiva; cancelación de registro federal de contribuyentes; corregir, aclarar o modificar cualquier información presentada a la autoridad;

III. Presentar los avisos, datos, documentos e informes que les soliciten las autoridades fiscales en relación con este impuesto dentro de los plazos y en los lugares señalados al efecto;

IV. Llevar un registro acorde con sus sistemas de contabilidad, en el que consignarán tanto el monto de las erogaciones realizadas para remunerar el trabajo personal subordinado en el Estado, como los conceptos por los cuales se efectuaron tales erogaciones;

V. En el caso de que dos o más establecimientos se encuentren ubicados en la misma localidad, el contribuyente deberá señalarlos todos en el aviso de inscripción, indicando el que deberá considerarse como domicilio para efectos fiscales;
VI. En el caso de que los contribuyentes de este impuesto gocen de incentivo y/o beneficio fiscal, deberán cumplir con todas las obligaciones que se le imponen para gozar de ese beneficio.
VII. Presentar mediante dictamen emitido por contador público autorizado, la determinación del pago del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, cuando se trate de contribuyentes que hayan realizado pagos a más de doscientos trabajadores en promedio mensual o contribuyentes que hayan erogado más de diez millones de pesos por este concepto en el ejercicio fiscal, debiendo presentar, el dictamen a más tardar el 30 de junio del ejercicio inmediato posterior al que se dictamina en los términos de los Códigos Fiscal de la Federación y del Estado y de las reglas de carácter general, que para tales efectos expidan las autoridades fiscales.
En el caso de que en el Dictamen se determinen diferencias de impuestos a pagar, estas deberán enterarse mediante declaración complementaria en las oficinas autorizadas dentro de los diez días siguientes posteriores a la presentación del dictamen, y
VIII. Deberán remitir tal y como se realiza ante el Servicio de Administración Tributaria, al momento de su emisión, el comprobante fiscal digital por Internet respectivo, a través de los mecanismos digitales que para tal efecto determine la Secretaría de Finanzas en su portal electrónico, mediante el instructivo que para el caso emita, siendo éste de carácter general, con el objeto de que la Secretaría de Finanzas proceda a validar el cumplimiento del pago de la contribución del impuesto sobre erogaciones por remuneraciones al trabajo personal.
ARTICULO 26. Las autoridades fiscales podrán determinar y liquidar, incluso presuntivamente, la cantidad del impuesto que deben pagar los contribuyentes, mediante el ejercicio de sus facultades de comprobación, en términos del Código Fiscal del Estado.

ARTICULO 27. Se exceptúan del pago del Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal:

I. Las erogaciones que se efectúen por concepto de:

a) Aportaciones del patrón al fondo de ahorro constituido a favor de sus trabajadores, ayuda o vales para despensa y vales de restaurantes, alimentación, pagos de membresías o mantenimiento de clubes sociales o deportivos, pago de colegiaturas y becas para trabajadores o para sus hijos, seguro de vida, seguro de gastos médicos mayores, gastos y honorarios médicos y arrendamiento financiero de vehículos para los trabajadores.

b) Indemnizaciones por la rescisión o terminación de la relación laboral.

c) Indemnizaciones por riesgos de trabajo y enfermedades profesionales que se concedan de acuerdo a las leyes o contratos respectivos.

d) Pensiones y jubilaciones en los casos de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte.

e) Viáticos y gastos de representación efectivamente erogados por cuenta del patrón y que hayan sido debidamente comprobados en los mismos términos que, para su deducibilidad, requiere la Ley del Impuesto sobre la Renta.

f) Participaciones de los trabajadores en las utilidades de las empresas.

g) Aportaciones al Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), al Instituto del Fondo Nacional para la Vivienda de los Trabajadores (INFONAVIT), al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales para los Trabajadores al Servicio del Estado (ISSSTE), al Instituto de Pensiones del Estado (IPE), y las del Instituto de Seguridad Social para las Fuerzas Armadas Mexicanas (ISSFAM), de las cuotas a cargo del patrón.

h) Gastos funerarios.

i) El ahorro cuando se integra por una cantidad semanaria, quincenal o mensual igual del trabajador y del patrón; si se constituye en forma diversa o puede el trabajador retirarlo más de dos veces al año, integrará salario.

j) Las cantidades aportadas para fines sociales, considerándose como tales las entregadas para constituir fondos de algún plan de pensiones establecido por el patrón o derivado de contratación colectiva. Los planes de pensiones serán sólo los que reúnan los requisitos que establezca la Comisión Nacional del Sistema de Ahorro para el Retiro.

Para que los conceptos mencionados se exenten deberán estar debidamente registrados en la contabilidad del patrón;

II. Las erogaciones que efectúen:

a) Las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tengan como actividades las que a continuación se señalan:

1. Atención a personas que, por sus carencias socioeconómicas o por problemas de invalidez, se vean impedidas para satisfacer sus requerimientos básicos de subsistencia y desarrollo.

2. Atención en establecimientos especializados a menores y ancianos en estado de abandono o desamparo y discapacitados de escasos recursos.

3. La prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.

4. La reinserción social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas.

5. La rehabilitación de fármaco-dependientes de escasos recursos.

b) Ejidos y comunidades.

c) Uniones de ejidos y de comunidades.

d) La empresa social constituida por avecindados, ejidatarios o hijos de éstos, así como las sociedades de solidaridad social y las empresas integradoras de éstas que se constituyan en los términos de la ley de la materia.

e) Asociaciones rurales de interés colectivo.

f) Unidad agrícola industrial de la mujer campesina.


g) Colonias agrícolas y ganaderas;

III. Los pagos realizados a personas físicas por la prestación de su trabajo personal independiente por el cual se deba pagar y, en su caso, retener el Impuesto al Valor Agregado, y

IV. El patrón que contrate a personas que padezcan discapacidad motriz y que para superarla requieran usar permanentemente prótesis, muletas o sillas de ruedas; mental; auditiva o de lenguaje, en un ochenta por ciento o más de la capacidad normal, o tratándose de débiles visuales en el mismo porcentaje, podrá deducir de sus ingresos, un monto equivalente al cien por ciento del impuesto causado por la remuneración del trabajador con alguna de las discapacidades citadas; el cual deberá acreditar mediante certificado de discapacidad que expida la Secretaría de Salud y apegarse al procedimiento que emita la Secretaría para la obtención de dichos estímulos.    
Se otorgará un estímulo fiscal a quien contrate adultos mayores, consistentes en el equivalente al veinticinco por ciento del salario efectivamente pagado a las personas de 65 años y más. Para estos efectos se deberá considerar la totalidad del salario que sirva de base para calcular, en el ejercicio que corresponda, las retenciones del impuesto de que se trate.

ARTICULO 28. Para el fomento de la inversión productiva y la generación de empleos, las empresas de nueva creación que se establezcan en la Entidad podrán ser sujetas de incentivos y/o beneficios fiscales por el equivalente hasta del cien por ciento del Impuesto sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, por un periodo de tiempo máximo de hasta tres años de efectiva actividad. No se consideran de nueva creación las que deriven de escisión o fusión de sociedades, o aquéllas cuyos trabajadores provengan de sustitución patronal de otras empresas relacionadas por pertenencia accionaria. Igualmente, aquellas empresas establecidas en la Entidad que amplíen sus instalaciones y actividades a partir de la vigencia de la presente disposición, podrán ser sujetas de incentivos y/o beneficios fiscales antes mencionados, en el entendido de que dicho beneficio únicamente será aplicable a los empleos que se generen con motivo de dicha ampliación. Los incentivos y/o beneficios fiscales corresponderán a aquellas empresas que así lo soliciten y que la autoridad competente resuelva de procedente, e iniciarán a partir del día siguiente de la notificación de la resolución de procedencia. La fecha de vigencia de dicho incentivo y/o beneficio fiscal por ningún motivo podrá ser mayor a cinco años, contados a partir del día siguiente de la notificación aludida.

El presente incentivo y/o beneficio fiscal se otorgará directamente por el titular del Poder Ejecutivo y/o del titular de la Secretaría de Finanzas, en el entendido de que ésta última tendrá en todo momento la facultad de verificar la información y/o documentación que le suministren las empresas, y llevar a cabo visitas de inspección a aquellas empresas que se vean beneficiadas conforme a lo aquí establecido.

El titular del Poder Ejecutivo y/o el titular de la Secretaría de Finanzas del Estado, en los términos de las disposiciones aplicables, podrán otorgar incentivos y/o beneficios fiscales adicionales a los señalados en el presente precepto, a aquellas empresas que realicen inversiones para la creación masiva de empleos, implementen tecnología de punta, y que su proyecto de inversión represente un detonador para la actividad económica en el Estado.

El otorgamiento del incentivo y/o beneficio fiscal de que se trate, se acreditará a través de un Certificado de Promoción que expedirá el titular del Poder Ejecutivo, y/o el titular de la Secretaría de Finanzas del Estado, conforme a lo aquí establecido, en el cual se especificarán las bases y reglas administrativa del incentivo y/o beneficio fiscal de que gozará el beneficiario.

Este beneficio no libera a los contribuyentes de cumplir con las obligaciones fiscales previstas en el artículo 25 de esta Ley.”


De lo transcrito, podemos advertir primero que el Impuesto Sobre Nómina –actualmente derogado- tenía como objeto las erogaciones pagadas dentro del territorio del Estado, en dinero o en especie, por concepto de remuneración al trabajo personal subordinado, considerándose como tales, los siguientes: salarios y, en general, toda remuneración derivada de una relación laboral; honorarios y todo tipo de pagos realizados a los administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos y de vigilancia en toda clase de sociedades y asociaciones; y, honorarios a personas que prestasen servicios profesionales en forma preponderante al contribuyente, en términos de lo dispuesto por la Ley del Impuesto Sobre la Renta. Siendo sujetos de ese impuesto las personas físicas y morales o unidades económicas que dentro del territorio del Estado, realizaran las erogaciones anteriormente precisadas. 

Asimismo, la tasa de dicha contribución era de uno por ciento sobre la base total de las referidas remuneraciones; con la salvedad que no se incluirían aquellos conceptos que la Ley del Seguro Social excluye expresamente de la integración del salario base de cotización de las aportaciones de seguridad social.

En cambio, respecto de la contribución materia de litis en este juicio, se advierte que las disposiciones legales que lo contemplan, establecieron todos los elementos para realizar el cálculo de la contribución; cómo se calculará la base del tributo; qué tasa o tarifa debe aplicarse; cómo, cuándo y dónde se realizará el entero respectivo.

De tal manera que, podemos decir y reiterar que los elementos de dicha contribución –Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal-, son los siguientes:

♦ Sujetos: Las personas físicas y morales que realicen las erogaciones a que se refiere el artículo 20, de la Ley de Hacienda para el Estado de San Luis Potosí, así como los gobiernos federal, estatal y municipal, los organismos descentralizados, los desconcentrados, los autónomos y los fideicomisos de los tres órdenes de gobierno.
♦ Objeto:

I. Las erogaciones en efectivo o en especie, por concepto de remuneraciones al trabajo personal subordinado, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, bajo la dirección o dependencia de un patrón o de un tercero que actúe en su nombre; aun cuando cualesquiera de los sujetos o todos ellos, tengan su domicilio fuera de la Entidad.

II. Las erogaciones en efectivo o en especie por concepto de remuneraciones al trabajo personal –no necesariamente subordinado-, por los servicios prestados dentro del territorio del Estado, aun cuando los prestadores del servicio o los beneficiarios del mismo, o ambos, tengan su domicilio fuera de la Entidad.

Debe entenderse como efectivo a todo pago que sea realizado en efectivo, cheque, transferencia o cualquier otro medio de pago.
Quedando comprendidas en el concepto de remuneraciones al trabajo personal, ya sea subordinado o no, las erogaciones realizadas bajo los siguientes conceptos:

- Los sueldos y salarios, los cuales se integran con los pagos hechos en efectivo por cuota diaria;

- Gratificaciones, bonos, bonificaciones, percepciones, habitación, primas, comisiones, prestaciones en especie; los honorarios profesionales, emolumentos;

- Contraprestaciones contractuales, cuando el contrato tenga como objeto la prestación de un servicio;

- Los pagos a los administradores, comisarios o miembros de los consejos directivos, de vigilancia o de administración de sociedades o asociaciones como remuneración a dichos cargos;

- Los pagos realizados a fiduciarios como remuneración a sus servicios;

- Cualquier otra de la misma naturaleza que los anteriores, con independencia de la denominación que reciba.
Enseguida, a fin de no desviar el estudio que corresponde, es evidente que el artículo 27, fracción II de la Ley de Hacienda vigente en el año dos mil dos, momento de expedición del oficio 11223, establecía la exención de pago del Impuesto Sobre Nóminas, a las erogaciones efectuadas por la Federación, el Estado y los Municipios, y en especial las erogaciones realizadas por las instituciones sin fines de lucro que realizaran o promovieran asistencia social en cualquiera de sus formas, así como actividades deportivas, culturales y sociales; erogaciones realizadas por partidos políticos; erogaciones realizadas por sindicatos de trabajadores, agrupaciones de empresarios o de propietarios en cámaras, uniones, asociaciones agrupaciones de profesionistas en institutos, colegios y asociaciones sin fines de lucro; erogaciones de instituciones de educación con reconocimiento oficial; y aquellas personas que efectuaran pagos por servicios personales subordinados a cinco o menos trabajadores.

Por su parte, el artículo 27 en su fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda vigente en el ejercicio fiscal revisado de 2016, establece que la exención de pago del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, en lo que concierne, a las erogaciones que efectuaran las instituciones de asistencia o de beneficencia autorizadas por las leyes de la materia, así como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos en los términos de la Ley del Impuesto Sobre la Renta que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tuviesen como actividad, entre otras, la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.

En ese sentido, de lo dispuesto entre una y otra disposición comparadas en la tabla anterior, se desprende que los supuestos de exención de pago establecen condiciones diferentes, pues para efectos del Impuesto Sobre Nóminas se requería únicamente acreditar ser una institución sin fines de lucro que realizara o promoviera asistencia social en cualquiera de sus formas.

Por el contrario, por lo que hace al Impuesto Sobre Erogaciones por Remuneraciones al Trabajo Personal, la disposición que establece la exención al pago del tributo establece mayores condiciones, que como anteriormente fue señalado en la presente resolución corresponden a demostrar la naturaleza del sujeto y a su vez acreditar la materialización de las acciones de asistencia, especialmente lo relativo a que, sin designar individualmente a los beneficiarios, tuviesen como actividad, entre otras, la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados.
En ese orden de ideas, resulta inconcuso para esta Juzgadora que las modificaciones normativas de exención influyen en lo que la demandante pretende acreditar con el oficio 11223, pues si bien, como lo dice el oficio de mérito no requería por determinación normativa expresa de la materia que rige su expedición renovar su vigencia temporal, razón por la cual como lo demuestra sirvió de base para acreditar ante una diversa autoridad federal ser sujeta a las disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, no menos cierto es que, para efectos del Impuesto Sobre Remuneraciones al Trabajo Personal, y en especial para efectos de acreditar ser sujeto de exención de pago del citado Tributo, dicho oficio únicamente tiene como efecto demostrar la naturaleza del sujeto del tributo, en el sentido de ser reconocido una institución de asistencia privada de acuerdo a la certificación que avala el multicitado oficio (lo cual resulta innecesario en este punto ya que esta juzgadora reconoció que la actora cumple con el supuesto normativo de demostrar su naturaleza de posible sujeto de exención de pago al ser también una asociación civil autorizada para recibir donaciones), pero en ningún momento y menos por lo genérico de su redacción acredita que las acciones asistenciales materializaran los supuestos especiales que la norma establece como exención de pago del Tributo, razón por la cual con fundamento en lo dispuesto en el artículo 402 del Código de Procedimientos Civiles del Estado, se considera que el alcance probatorio de dicha documental resulta insuficiente para reconocer que la hoy actora se encuentra en el supuesto de exención previsto en la fracción II, inciso a), numeral 3, del artículo 27 de la Ley de Hacienda para el Estado vigente para el ejercicio fiscal dos mil dieciséis, de ahí que no le asista la razón a la parte actora para que esta Sala Unitaria declare la nulidad de las resoluciones impugnadas, a pesar de las irregularidades alegadas, dado que, como se dijo, de declarar la nulidad para el único efecto de que la autoridad emita una nueva resolución en la que subsane las irregularidades advertidas sin modificar el sentido de su fallo a ningún fin práctico conduciría, en ese sentido se tiene que los conceptos de impugnación en estudio relacionados con la valoración de pruebas efectuada por las demandadas resultan fundados pero inoperantes para declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas.
Al respecto resultan ilustrativos por analogía al caso, los criterios cuyos datos de identificación, rubro y contenido se citan a continuación:
Registro digital: 2022763

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Común

Tesis: XXX.3o. J/2 K (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 84, Marzo de 2021, Tomo III, página 2579

Tipo: Jurisprudencia

“AMPARO DIRECTO. LOS ÓRGANOS FEDERALES PUEDEN SUSTITUIRSE EN LA FUNCIÓN DE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, NO SÓLO PARA NEGARLO, SINO TAMBIÉN PARA CONCEDERLO, SIEMPRE QUE NO EXISTA DUDA ACERCA DE LOS ELEMENTOS EN QUE SE APOYAN PARA RESOLVER, PUES ELLO PRIVILEGIA LA EMISIÓN DE SENTENCIAS QUE RESUELVAN EL FONDO DEL ASUNTO SOBRE LOS FORMALISMOS PROCEDIMENTALES. El artículo 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en su párrafo tercero señala que: "Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos procedimentales.", lo que es acorde con lo previsto en los artículos 77, fracción II, segundo párrafo, 174, párrafo segundo, 182, párrafo primero y 189 de la Ley de Amparo. Aunado a ello, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al emitir la tesis aislada 1a. I/2017 (10a.), de título y subtítulo: "AMPARO DIRECTO. ELEMENTOS A CONSIDERAR POR EL TRIBUNAL DE AMPARO CUANDO SE ALEGUE LA OMISIÓN DE ESTUDIO DE UNA CUESTIÓN DEBIDAMENTE PLANTEADA ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE.", destacó que aun tratándose de omisiones, los Jueces constitucionales sólo deben resolver ante sí dichas cuestiones cuando las interrogantes no estén abiertas a distintas posibilidades interpretativas igualmente valiosas, es decir, cuando estén resueltas claramente por las normas jurídicas aplicables o por criterios jurisprudenciales firmes. Luego, con base en dichos postulados constitucionales, legales y jurisprudenciales, los órganos federales pueden sustituirse en la función de la autoridad responsable, no sólo para negar el amparo, sino también para concederlo, siempre que no exista duda de que en la ley, en la jurisprudencia aplicable o en el análisis de las pruebas desahogadas en el juicio de origen se resuelva claramente el conflicto pues, de esa forma, se privilegia la emisión de sentencias que resuelvan el fondo del asunto sobre los formalismos procedimentales.”
Registro digital: 2012328

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito

Décima Época

Materias(s): Común

Tesis: II.1o.T.11 K (10a.)

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 33, Agosto de 2016, Tomo IV, página 2527

Tipo: Aislada

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES". LA JURISPRUDENCIA EMITIDA CON DICHO RUBRO POR LA OTRORA TERCERA SALA DEL MÁS ALTO TRIBUNAL DE LA NACIÓN, SIGUE TENIENDO APLICACIÓN CON LA LEY DE AMPARO, VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013. El Tribunal Colegiado de Circuito, al conocer de un amparo directo está facultado para mejorar o reforzar las consideraciones de la autoridad responsable, ante un concepto de violación en el que se invoque incongruencia por omisión, sin que ello implique una indebida sustitución por el órgano colegiado en la esfera de la autoridad responsable; pues conforme a la jurisprudencia número 108, publicada en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-2000, Tomo VI, Materia Común, página 85, de rubro: "CONCEPTOS DE VIOLACIÓN FUNDADOS, PERO INOPERANTES.", emitida por la entonces Tercera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en aras de evitar la promoción de un nuevo amparo en contra del nuevo fallo dictado en cumplimiento de una ejecutoria de amparo concedido para efectos, faculta a la autoridad de amparo a pronunciarse sobre el tema para conservar con distintos argumentos el sentido de la sentencia o laudo, y declarar fundado pero inoperante el concepto de violación planteado por la parte perdidosa; pues ante la promoción de un nuevo amparo por cualquiera de las partes en contra del nuevo fallo, tendría que ser resuelto bajo la consideración de que la absolución o condena, según el caso, es correcta. Ahora bien, de los artículos 174 y 182, último párrafo, de la Ley de Amparo, se advierte que la intención del legislador de observar durante el procedimiento del juicio de amparo directo los principios de concentración y celeridad procesal, y evitar así en lo posible el llamado "amparo para efectos", mediante el cual la autoridad responsable reasume su jurisdicción, lo que hace que dicho criterio siga teniendo aplicación, pues no se opone con lo previsto en la invocada ley vigente de acuerdo con su artículo transitorio sexto. Y, si bien, la figura del amparo adhesivo, regulada en el citado numeral 182, faculta al adherente a fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo reclamado por el quejoso principal, de ello no se sigue, que de no hacerlo precluya su derecho para hacerlo en un ulterior amparo que promoviera contra la nueva sentencia o laudo, que se dictare en cumplimiento de una ejecutoria de amparo para que la responsable, una vez declarado insubsistente éste, y eliminada la argumentación insuficiente o incorrecta, se pronunciare con libertad de jurisdicción sobre el particular. Luego, si el derecho del adherente a fortalecer las consideraciones vertidas en el fallo reclamado por el quejoso principal, no precluye, tampoco se puede derivar la conclusión de que habiendo precluido el derecho de mérito del tercero interesado, para hacer valer esos diversos argumentos, el Tribunal Colegiado se vea impedido para hacerlo y declarar fundado pero inoperante el concepto de violación citado.”
Amparo directo 1366/2015. Industria de Refrescos, S. de R.L. de C.V. 15 de abril de 2016. Unanimidad de votos. Ponente: Alejandro Sosa Ortiz. Secretaria: Gloria Burgos Ortega.

Esta tesis se publicó el viernes 19 de agosto de 2016 a las 10:27 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito
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Materias(s): Común

Tesis: II.3o. J/17         

Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Núm. 56, Agosto de 1992, página 45

Tipo: Jurisprudencia

“CONCEPTOS DE VIOLACION FUNDADOS PERO INOPERANTES. Si del análisis que en el juicio de amparo se hace de un concepto de violación se concluye que es fundado, pero si por diversas razones que ven al fondo de la cuestión omitida el mismo resulta ineficaz para resolver el asunto en favor de los intereses del quejoso, el concepto aun cuando es fundado debe declararse inoperante; consecuentemente, por economía procesal procede negar la protección constitucional en lugar de concederse para efectos, es decir, para que la responsable reparando la violación haga el estudio de lo omitido, lo cual a nada práctico conduciría, pues no obstante cumplir con ello, la misma autoridad o bien el Tribunal Colegiado respectivo en un amparo diverso promovido en su oportunidad, tendría que resolver el negocio en contra de los intereses del solicitante de garantías; por lo tanto, es innecesario esperar otra ocasión para resolverlo negativamente.”
Registro digital: 803194

Instancia: Tercera Sala

Séptima Época

Materias(s): Común

Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Volumen 187-192, Cuarta Parte, página 81

Tipo: Aislada
“CONCEPTOS DE VIOLACION FUNDADOS, PERO INOPERANTES. Si del estudio que en el juicio de amparo se hace de un concepto de violación se llega a la conclusión de que es fundado, de acuerdo con las razones de incongruencia por omisión, esgrimidas al respecto por el quejoso; pero de ese mismo estudio claramente se desprende que por diversas razones que ven al fondo de la cuestión omitida, ese mismo concepto resulta inepto para resolver el asunto favorablemente a los intereses del quejoso, dicho concepto, aunque fundado, debe declararse inoperante y, por tanto, en aras de la economía procesal, debe desde luego negarse el amparo en vez de concederse para efectos, o sea para que la responsable, reparando la violación, entre al estudio omitido, toda vez que este proceder a nada práctico conduciría, puesto que reparada aquélla, la propia responsable y en su caso la Corte, por la vía de un nuevo amparo, que en su caso y oportunidad se promoviera, tendrían que resolver el negocio desfavorablemente a tales intereses del quejoso; y de ahí que no hay para qué esperar dicha nueva ocasión para negar el amparo.”
Amparo directo 7171/81. Ramón Avalos Romero. 26 de septiembre de 1984. Mayoría de tres votos.  Disidente: Ernesto Díaz Infante. Ponente: Mariano Azuela Güitrón. Secretario: Jaime Marroquín Zaleta.

No es óbice a lo anterior, que la parte actora ofreciera como prueba para demostrar que en el fondo se encontraba sujeta al supuesto de exención, la pericial en materia contable, en virtud de que, por un lado, como se precisó con anterioridad entre la foja 12 y 16 de la presente resolución bajo el principio de Litis abierta la parte actora podía ofrecer pruebas en el presente juicio sin embargo, las mismas se limitaban a aquellas que debieron haberse ofrecido y desahogado en el recurso administrativo, lo cual no aconteció pues si bien en el recurso de revocación la hoy actora ofreció la prueba pericial en materia contable la autoridad demandada al desahogar el citado recurso determinó no dar trámite a la citada prueba pericial, en razón de que para su ofrecimiento no se cumplieron los requisitos establecidos en la norma correspondiente, lo cual no fue controvertido por la parte actora en el presente juicio.
Y por otro lado, solo a mayor abundamiento, porque conforme al análisis que esta Sala Unitaria realizó de las documentales con que se pretendió acreditar el supuesto de exención de pago del impuesto que conforme a las disposiciones citadas correspondía, se llegó a la conclusión de que, con las mismas no se acreditan de manera fehaciente los requisitos que establece el artículo 27 fracción II inciso a), numeral 3 de la Ley de Hacienda del Estado, lo cual, de ser el caso tornaría irrelevante analizar si con dicha prueba se acredita el supuesto de exención, pues a pesar de haber sido ofrecida como medio de convicción de carácter especial para ilustrar a esta Juzgadora sobre los hechos que se hacen constar en las documentales que constituyen los registros contables de la actora, conforme a la determinación y valoración del alcance probatorio de las documentales en que se basaron los dictámenes periciales correspondientes, se coincide parcialmente con el formulado por el perito de la autoridad demandada quien señala parcialmente similares consideraciones a las de esta Sala Unitaria realizo en el desarrollo de la presente resolución para considerar que las documentales consistentes en los expedientes ofrecidos por la accionante no acreditan fehacientemente la materialización de las acciones asistenciales que especialmente se refieren en el artículo 27, fracción II, inciso a) numeral 3, de la Ley de Hacienda para el Estado.
En esas consideraciones, resulta inconcuso que lo que acreditan las documentales y la prueba pericial contable ofrecida por la actora, no genera convicción alguna en esta Juzgadora que permita determinar que la asociación civil demandante durante el ejercicio fiscal dos mil dieciséis, no solo se encontraba dentro de la naturaleza de los sujetos de exención de pago y realizó labores asistenciales, sino que sin designar individualmente a los beneficiarios, hubiese tenido como actividad, entre otras, la prestación de asistencia médica o jurídica, de orientación social, y de servicios funerarios a personas de escasos recursos, especialmente a menores, ancianos o discapacitados, que constituyen propiamente los supuestos que actualizan la exención del pago del tributo.
Con base en todo lo antes expuesto, esta Sala Unitaria estima que las resoluciones impugnadas no violan lo dispuesto en el artículo 46 fracción IV del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí, en relación con lo previsto en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y toda vez que no se desvirtuó su presunción de legalidad de la cual gozan conforme a lo establecido en el artículo 45 del Código Fiscal del Estado de San Luis Potosí; con fundamento en el artículo 251, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, la suscrita Magistrada, reconoce la legalidad y validez de las resoluciones impugnadas en el presente juicio.
Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º fracciones III y XII, 9º fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; así como también los artículos 217, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se resuelve:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.
SEGUNDO.- La parte actora no probó los extremos de su acción, en consecuencia;
TERCERO.- Se reconoce la legalidad y validez de las resoluciones impugnadas en el presente juicio por los fundamentos, motivos y consideraciones expuestos en el último Considerando de esta sentencia.
CUARTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora y a través de buzón electrónico a las autoridades demandadas.
Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado José de Jesús Guerrero Anguiano, que autoriza y da fe.- 
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
� “ARTÍCULO 217. Los juicios que se promuevan ante el Tribunal, se substanciarán y resolverán de acuerdo a las disposiciones establecidas en este Código.


A falta de disposición expresa, se aplicarán supletoriamente las disposiciones del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí.


Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.


Asimismo, cuando la resolución a un recurso administrativo declare por no interpuesto o lo deseche por improcedente, el juicio contencioso administrativo procederá en contra de la resolución objeto del recurso, pudiendo en todo caso hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso.”


� Lo anterior, con sustento en el criterio emitido por los Tribunales Colegiados de Circuito en la jurisprudencia que enseguida se cita y que resulta aplicable por analogía al caso en particular.





“Novena Época, Registro: 187526, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Marzo de 2002, Materia(s): Común, Tesis: VI.1o.P. J/25, Página: 1199





HECHO NOTORIO. LO CONSTITUYEN LAS EJECUTORIAS EMITIDAS POR LOS TRIBUNALES DE CIRCUITO O LOS JUECES DE DISTRITO.- Por hechos notorios para un tribunal, deben entenderse aquellos que conozcan por razón de su actividad jurisdiccional. En ese sentido, de conformidad con el artículo 88 del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente a la Ley de Amparo, los Magistrados de Tribunal de Circuito y los Jueces de Distrito pueden válidamente invocar de oficio, como un hecho notorio, las ejecutorias que se hayan emitido anteriormente, a fin de poder resolver un asunto en específico, sin que se haya ofrecido ni alegado por las partes, ya que esa es una facultad que la propia ley les confiere y que desde luego es de su conocimiento.


PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL SEXTO CIRCUITO…”





� De la ejecutoria relativa emanaron las tesis aisladas I.7o.A.160 A (10a.) y I.7o.A.161 A (10a.) de dicho Colegiado, de rubros siguientes: “PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. LA SALA NO PUEDE DEJAR DE VALORARLA, CON BASE EN LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 73/2013 (10a.), BAJO EL ARGUMENTO DE QUE NO SE PRESENTÓ ANTE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS.” y “PRUEBA PERICIAL EN EL JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. AUN CUANDO NO HAYA SIDO OFRECIDA EN SEDE ADMINISTRATIVA, PROCEDE SU VALORACIÓN.”.





� ARTICULO 57.- Las visitas domiciliarias para comprobar que se han acatado las disposiciones fiscales sólo se practicarán por mandamiento escrito de autoridad fiscal competente, de quien ostentará la firma expresando además de los requisitos que señala el artículo 46 de este Código, los siguientes:


(…)


IV. Las obligaciones fiscales de cuya verificación se trate y, en su caso, los impuestos, derechos, o contribuciones de mejoras objeto de la revisión, así como los ejercicios a que deberá limitarse la visita.





� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� “ARTÍCULO 164. Son elementos del acto administrativo:


…


V. Estar fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 165. Son requisitos del acto administrativo:


…


II. Que se encuentre adecuadamente fundado y motivado;


…


ARTÍCULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo.”


� “ARTICULO 2º.- Las disposiciones fiscales que se refieran a los sujetos, objeto, base gravable, tasas o tarifas, lugares y fechas de pago, infracciones y sanciones y las que señalen excepciones a las mismas, serán de aplicación estricta, por lo que no podrán interpretarse libremente por las autoridades o por los contribuyentes.





Son disposiciones supletorias de este Código las normas fiscales federales, las normas del derecho común estatal y los principios generales de derecho, siempre que su aplicación no sea contraria a la naturaleza y a los principios del derecho tributario.”


� https://www.gob.mx/pensionissste/articulos/dia-del-adulto-mayor-123010?idiom=es


� https://dle.rae.es/discapacidad





